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5) y 14) Exposición escrita.......oomomommmsmmoso 


6) 


7) 


8) 


9) 


—Los señores senadores Agazzi, Berterreche, 
García (Graciela), Martínez Huelmo, Melén- 
dez y Passada solicitan se curse una expo- 
sición escrita con destino a la Embajada de 
Brasil en Uruguay, y por su intermedio a la 
Presidencia de dicho país, a las autoridades 
y militantes del Partido de los Trabajadores 
de Brasil, al Instituto Lula, a la Central Sin- 
dical CUT, al Movimiento de los Sin Tierra, 
al Foro de San Pablo, al Parlamento del Mer- 
cosur, al Parlamento Latinoamericano, a la 
Mesa Política del Frente Amplio, al PIT-CNT 
y a las Juntas Departamentales. 


—A solicitud del señor senador García y del 
señor senador Amorín se reconsidera en dos 
oportunidades el trámite referido a la minuta 
de comunicación que remitieron varios 
señores senadores de la bancada oficialista 
referida al expresidente Lula y se rectifica la 
votación. 


+ Se procederá en conformidad. 
Reiteración de pedido de informes.............oooo. 


+ A solicitud del señor senador Saravia, 
el Senado resuelve hacer suyo y reiterar 
un pedido de informes al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, y por 
su intermedio al Instituto Nacional de 
Vitivinicultura, relacionado con diversas 
temáticas vinculadas a la vitivinicultura 
nacional. 


Inasistencias anteriores........ooomoomososs*o 


—Por Secretaría se da cuenta de las inasistencias 
registradas a las anteriores convocatorias. 


Solicitudes de licencia e integración del 
—El Senado concede las licencias solicitadas 
por los señores senadores Besozzi y Cardoso. 
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Lafluf y Saravia. 
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a los Ministerios de Ganadería, Agricultura 
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11 


> 


12) 


13) 


y Pesca, de Industria, Energía y Minería, de 
Salud Pública, de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, a las Juntas 
Locales y a las Alcaldías. 


Mortalidad infantil en el Uruguay en el año 
2015. Mínimo históriCO......ocooncooonresnososmmmo. 


—Manifestaciones del señor senador Borda- 
berry. 


*« Por moción del señor senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de 
sus palabras al Ministerio de Salud Pública, 
al Ministerio de Desarrollo Social, a la 
Presidencia de la República y a la Fundación 
Caldeyro Barcia. 


Mónica Xavier. Designación como secretaria 
general del Partido Socialista............cooooomo. 


— Manifestaciones del señor senador Pardiñas. 


+ Por moción del señor senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Dirección del Partido Socialista, 
a la Mesa Política del Frente Amplio y a todos 
los demás partidos integrantes del sistema 
republicano de gobierno. 


Centros de atención ciudadana..........ooomoooo. 
— Manifestaciones del señor senador Camy. 


* Por moción del señor senador, el Senado 
resuelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a la Agesic y al Correo Uruguayo. 


Solicitud de no archivo de carpetas... 


» Por moción del señor senador Delgado, 
el Senado resuelve no archivar las carpetas 
n.87/2015, 91/2015, 93/2015, 94/2015, 169/2015, 
273/2015 y 450/2016, correspondientes a la 
Comisión de Industria, Energía, Comercio, 
Turismo y Servicios. 


* Por moción de la señora senadora Xavier, 
el Senado resuelve no archivar las carpetas 
n. 172/2015, 186/2015, 272/2015, 333/2015, 
345/2015 y 396/2015, correspondientes a la 
Comisión de Salud Pública. 


15) Acuerdo entre la República Oriental del 


Uruguay y el Reino de los Países Bajos sobre 
intercambio de información en materia 
tributaria, su protocolo y notas reversales.... 
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—Proyecto de ley por el que se lo aprueba. 


» Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


16) Control del mosquito Aedes aegypti............... 345 


—Proyecto de ley por el que se establecen nor- 
mas relacionadas con el ingreso a predios 
baldíos o fincas abandonadas. 


+ Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 15 de marzo de 2016 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria mañana miércoles 16 de marzo, a las 09:30, a 
fin de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


Orden del día 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1.) Por el que se aprueban el Acuerdo entre la República 
Oriental del Uruguay y el Reino de los Países Bajos sobre 
intercambio de información en materia tributaria y su 
protocolo, firmado en la ciudad de La Haya, Reino de los 
Países Bajos, el 24 de octubre de 2012 y notas reversales 
firmadas en La Haya, Reino de los Países Bajos, el 16 de 
febrero de 2013. 

Carp. n. 388/2015 - Rep. n.* 206/2016 


2.) Por el que se establecen normas relacionadas con 
el ingreso a predios baldíos o fincas abandonadas, a fin de 
realizar el control del mosquito Aedes aegypti. 

Carp. n.* 474/2016 - Rep. n.* 219/2016 


3.) Informes de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionados con las solicitudes remitidas por la Su- 
prema Corte de Justicia, a fin de designar: 


— Para el cargo de ministro de Tribunal de Apelacio- 
nes, a la doctora Graciela Inés Pereyra Sander. 
Carp. n. 462/2016 - Rep. n.* 215/2016 


— Para el cargo de ministro de Tribunal de Apelacio- 
nes, a la doctora Beatriz Dora Venturini Camejo. 
Carp. n.* 463/2016 - Rep. n.* 218/2016 
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17) Designación de Ministras de Tribunal de 
INE AAA 385 


—Solicitud de venia de la Suprema Corte de 
Justicia. 


+ El Senado resuelve conceder la autorización 
correspondiente para designar a las doctoras 
Graciela Inés Pereyra Sander, Beatriz 
Dora Venturini Camejo, Josefina Beatriz 
Tommasino Ferraro y Silvana María Gianero 
Demarco. 


18) Levantamiento de la sesióN........coommosmmmmmsmo 400 


— Para el cargo de ministro de Tribunal de Apelacio- 
nes, a la doctora Josefina Beatriz Tommasino Ferraro. 
Carp. n.* 464/2016 - Rep. n.* 216/2016 


— Para el cargo de ministro de Tribunal de Apelacio- 
nes, a la doctora Silvana María Gianero Demarco. 
Carp. n.* 465/2016 - Rep. n.* 217/2016 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Amorín, Argimón, 
Aviaga, Ayala, Berterreche, Bianchi, Bordaberry, 
Camy, Coutinho, De León, Delgado, Ferreira, 
Gallicchio, García (Graciela), García (Javier), Gomori, 
Lafluf, Larrañaga, Lazo, Lorier, Meléndez, Mieres, 
Moreira, Otheguy, Pardiñas, Pintado, Saravia y Xavier. 


FALTAN: con licencia, el señor presidente del Cuerpo, 
Raúl Sendic, y los señores senadores Besozzi, Carámbula, 
Cardoso, Lacalle Pou, Martínez Huelmo, Michelini, 
Mujica, Passada, Payssé, Topolansky y Tourné; y con 
aviso, los señores senadores Alonso y Heber. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:37). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes). 
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SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El presidente de la Cámara de Senadores comunica que 
el señor senador Daniel Bianchi actuará como delegado 
de sector en la Comisión de Asuntos Internacionales del 
Cuerpo. 

—TÉNGASE PRESENTE. 


Los señores senadores Ernesto Agazzi, Andrés Berte- 
rreche, Graciela García, Rubén Martínez Huelmo, Lauro 
Meléndez e Ivonne Passada presentan, en conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 172 del Reglamento del Se- 
nado, una exposición escrita con destino a la Embajada de 
Brasil en Uruguay, y por su intermedio a la Presidencia 
de dicho país, a las autoridades y militantes del Partido de 
los Trabajadores de Brasil, al Instituto Lula, a la Central 
Sindical CUT, al Movimiento de los Sin Tierra, al Foro 
de San Pablo, al Parlamento del Mercosur, al Parlamento 
Latinoamericano, a la Mesa Política del Frente Amplio, 
al PIT-CNT y a las Juntas Departamentales, relacionada 
con el operativo desarrollado en la detención del expresi- 
dente Lula. 

—HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR LUEGO 
DE LEÍDOS LOS ASUNTOS ENTRADOS. 


El señor senador Jorge Saravia solicita, en conformi- 
dad con lo dispuesto en el artículo 3.* de la Ley n.” 17673, 
de 21 de julio de 2003, la reiteración de un pedido de in- 
formes a los efectos de que el Cuerpo lo haga suyo, con 
destino al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y 
por su intermedio al Instituto Nacional de Vitivinicultura, 
relacionado con diversas temáticas vinculadas a la vitivi- 
nicultura nacional. 

-SE VA A VOTAR LUEGO DE LEÍDOS LOS ASUN- 
TOS ENTRADOS. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva infor- 
madas las siguientes solicitudes de venia remitidas por la 
Suprema Corte de Justicia, a fin de designar: 
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* en el cargo de ministro de Tribunal de Apelaciones, 
a la doctora Graciela Inés Pereyra Sander; 


+ en el cargo de ministro de Tribunal de Apelaciones, 
a la doctora María Gianero Demarco; 


+ en el cargo de ministro de Tribunal de Apelaciones, 
ala doctora Josefina Beatriz Tommasino Ferraro; 


+ en el cargo de ministro de Tribunal de Apelaciones, 
a la doctora Beatriz Venturini Camejo. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva 
informado un proyecto de ley por el que se establecen 
normas relacionadas con el ingreso a predios baldíos 
o fincas abandonadas, a fin de realizar el control del 
mosquito Aedes aegypti. 

—HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de dos pedidos 
de informes. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El señor senador Luis Lacalle Pou, en conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 118 de la Constitución de 
la república, solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


+ con destino al Ministerio de Desarrollo Social, rela- 
cionado con el centro de rehabilitación Tiburcio Cachón; 


+ con destino al Ministerio del Interior, relacionado 
con una compra directa por excepción para la adquisición 
de prendas de vestir, efectuada por la citada institución. 

—OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


Montevideo, 15 de marzo de 2016 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 
Presente. 


Al amparo de las facultades que me confiere el artículo 118 de la Constitución 
de la República solicito se curse el siguiente pedido de informes al Ministerio de Desarrollo 
Social (MIDES): 


PEDIDO DE INFORMES 


Según recientes versiones periodísticas, la nueva Dirección del Programa Nacional de 
Discapacidad (PRONADIS), habría resuelto cerrar el centro de rehabilitación para personas 
ciegas y con baja visión Tiburcio Cachón y trasladar a sus usuarios al Instituto Nacional de 


Ciegos General Artigas. 
En virtud de lo expuesto solicito: : 


1) Indicar los motivos por los cuales se ha resuelto cerrar el centro de rehabilitación 
Tiburcio Cachón. 

2) Indicar si existen informes técnicos que avalen el cierre del centro de rehabilitación 
Tiburcio Cachón. En caso afirmativo, se solicita adjuntar los informes. 

3) Indicar en qué consiste el proyecto de rehabilitación que llevara adelante la nueva 
Dirección del PRONADIS. 

4) Indicar si está previsto algún tipo de seguimiento especial para los usuarios que serán 
trasladados al Instituto Nacional de Ciegos General Artigas que deberán readaptarse al 
nuevo lugar físico. En caso afirmativo, indicar en qué consiste el seguimiento. 

5) Indicar si el inmueble en donde funciona el Instituto Nacional de Ciegos General 
Artigas cumple con todas las normativas en materia de Discapacidad, en especial la Ley 


18.651 de 19 de febrero de 2010 y sus decretos reglamentarios. En caso negativo, 
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indicar qué aspectos de la norma no están siendo cumplidos y qué medidas se han 
previsto tomar para dar cumplimiento, 

6) Indicar a quien pertenece el inmueble en donde funciona el centro de rehabilitación 
Tiburcio Cachón. En caso de ser propiedad de un tercero, indicar bajo qué régimen 
Jurídico es explotado y cuál es el monto que se abona. 

7) Indicar cuántos usuarios son atendidos hoy en el centro de rehabilitación Tiburcio 
Cachón. 

8) Indicar cuál es el costo mensual de funcionamiento del centro de: rehabilitación 
Tiburcio Cachón. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente, 


2, 


Senador 
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Montevideo, 15 de marzo de 2016 


á d 
Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 

Presente. 


Al amparo de las facultades que me confiere el artículo 118 de la Constitución 


de la República solicito se curse el siguiente pedido de informes al Ministerio del Interior (M1): 


PEDIDO DE INFORMES 


Según surge de la resolución adoptada por el Tribunal de Cuentas de la Republica (TCR) en su 
sesión de fecha 27 de enero de 2016 (E.E. N* 2016-17-1-0000393, Ent. N* 263/16), el 
Ministerio del Interior realizó una compra Directa por Excepción (N* 63/2015) para la 
adquisición de prendas de vestir, en el marco del Acuerdo Interguberhamental entre el 


Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República Popular de China. 


Para realizar la compra, el Ministerio del Interior se amparó en la excepción del artículo 33, 
Literal C) Numeral 17 del Decreto 150/012, de fecha 11 de mayo de 2012 (TOCAF), que 
dispone: “Las adquisiciones que se realicen en el marco de acuerdos intergubernamentales o 
con entidades estatales extranjeras que involucren un intercambio compensado con productos 


nacionales de exportación”. 


El TCR observó el gasto argumentando que: a) no se acreditó por parte del Ministerio del 
Interior que la compra directa efectuada al amparo del Acuerdo Intergubernamental haya 
involucrado “un intercambio compensado con productos nacionales de exportación”, b) no 
surge de la información suministrada al TCR que el proyecto haya sido evaluado y aprobado 
“por parte del Acreedor con la comprobación de ambos gobiernos”; c) de ninguna de las 
cláusulas del Acuerdo invocado surge la referencia que efectúa la Administración para 
proceder a la contratación, cuando señala que el mismo tiene como objeto “instrumentar 


proyectos que permitan la incorporación de equipamiento acorde con los avances 
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tecnológicos”; d) no acreditó que los procedimientos competitivos realizados con anterioridad 


hayan resultado inconvenientes en cuanto al precio. 
En virtud de lo expuesto solicito: 


1) Adjuntar copia de la propuesta económica presentada por la firma China Xinxing 
Import €; Corporation, de fecha 4 de enero de 2016, por un total de USD 4.175.750 
(dólares americanos cuatro millones ciento setenta y cinco mil setecientos cincuenta). 

2) Adjuntar copia del Memorando de Entendimiento entre el Ministerio del Interior y 
China Xinxing Import €: Corporation, de fecha 28 de setiembre de 2015. 

3) Adjuntar copia del acuerdo firmado entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno dela República Popaler de China, firmado en el año 2006 que 
sirvió de amparó para la compra efectuada. 

4) Adjuntar copia de la Proforma Invoice N” 15Y06J08. 

5) Adjuntar copia de la Resolución del Poder Ejecutivo autorizando la Compra Directa por 
Excepción con la firma China Xinxing Import €: Corporation. 

6) Adjuntar toda la documentación existente referida a los gastos de importación (2%) 
equivalentes a USD 83.515 (dólares americanos ochenta y tres mil quinientos quince). 

7) Indicar si el Ministerio del Interior reiteró el gasto observado por el TCR. En caso 
afirmativo se solicita adjuntar toda la documentación aportada por el Ministerio del 
Interior al TCR. En caso negativo, se solicita informar cuáles serán los pasos a seguir 
por parte del Ministerio del Interior. 

8) Indicar si de la operación de compra participaron intermediarios. En caso afirmativo 
indicar quienes fueron los intermediarios y qué montos cobraron por la gestión de 
intermediación. 

9) Indicar los motivos por los cuales el Ministerio del Interior no acreditó la existencia de 
“Un intercambio compensado con productos nacionales de exportación...” tal como 
exige el Acuerdo Intergubernamental celebrado con el Gobierno de la República 


Popular de China. 
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10) El Acuerdo Intergubernamental establece que: “Los proyectos que utilicen el crédito 
antes mencionado serán evaluados y aprobados por parte del Acreedor con la 
comprobación de ambos Gobiernos”, Se solicita adjuntar el proyecto y la 
correspondiente documentación probatoria de evaluación y aprobación del Acreedor y 
de ambos gobiernos firmantes. : 

11) Indicar en qué cláusulas del Acuerdo Intergubernamental invocado por el Ministerio 
del Interior para realizar la compra, surge la referencia que efectúa la Administración 
para proceder a la contratación, cuando señala que el mismo tiene como objeto 
“instrumentar proyectos que permitan la incorporación de equipamiento acorde con 
los avances tecnológicos”. 

12) Adjuntar documentación que acredite el motivo por el cual a juicio del Ministerio del 
Interior, el procedimiento competitivo realizado con proveedores de plaza para 


compras anteriores ha resultado inconveniente. 
Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente, 


DAA 


uis Lacalle Pou 


Senador 
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5) EXPOSICIÓN ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde poner a vota- 
ción la remisión de la exposición escrita de la que se dio 
cuenta durante la lectura de los asuntos entrados. 


Se va a votar si se remite a la Embajada de Brasil en 
Uruguay, y por su intermedio a la Presidencia de dicho 
país, a las autoridades y militantes del Partido de los Tra- 
bajadores de Brasil, al Instituto Lula, a la Central Sindi- 


(Texto de la exposición escrita). 
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cal CUT, al Movimiento de los Sin Tierra, al Foro de San 
Pablo, al Parlamento del Mercosur, al Parlamento Latino- 
americano, a la Mesa Política del Frente Amplio, al PIT- 
CNT y a las Juntas Departamentales, la exposición escrita 
presentada por los señores senadores Agazzi, Berterreche, 
García (Graciela), Martínez Huelmo, Meléndez y Passada. 


(Se vota). 


—19 en 20. Afirmativa. 


Montevideo, 15 de marzo 2016 


Señor Presidente 
de la Cámara de Senadores 


Raúl Sendic 


Ref.: Exposición escrita art. 172 del reglaménto de Cámara. * 


Los abajo firmantes, miembros del Senado de la República Oriental del 
Uruguay expresamos nuestra preocupación ante los graves hechos acaecidos 
el vienes 4 de marzo en Brasil. Ese día la policía federal procedió a la 
conducción coercitiva del ex presidente Lula para tomar su testimonio por 
orden del juez de 1” turno, Sergio Moro. 


En el relato:de los hechos llama la atención lo siguiente: el operativo con más 
de 200 agentes se dispuso en Sao Bernardo Do Campo (zona metropolitana de 
Sao Paulo) lugar donde vive Lula y en otros tres lugares, las viviendas de sus 
hijos y la sede del Instituto Lula. Un hecho no menor es que la detención que 
se llevó a cabo, a las 7 de la mañana ya estaba en los titulares de la prensa de 
ese día. Pues una de las constantes en este proceso judicial sobre Petrobras 
“son las filtraciones a la prensa, Folha de Sao Paulo y Red O Globo-que surgen 
de las declaraciones supuestamente confidenciales de testigos y emplazados, 
que para reducir sus penas acceden a lo que se denomina "delación premiada”. 


Lula fue conducido por la Policía Federal al Aeropuerto Metropolitano de 
Congonhas, donde prestó declaración por cuatro horas. Respondió todas las 
preguntas que se le hicieron y en varias oportunidades cuestionó la utilidad de 
las mismas. Ej.: "¿Dónde adquirió las botellas de vino que se encontraron en su 
chacra?" 


Como es natural, por tratarse de un ex presidente que culminó su período con 
una alta aprobación de la población, sin entrar en la obra y los avances que 
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Lula dejó para el Brasil, es lógico que esta detención haya generado un 
inmenso impacto en el país y en América Latina, 


No se entiende la razón por la que se montó un operativo de esa magnitud, 


* cuando es conocido que Lula ya ha prestado declaraciones ante la Justicia 


pacíficamente (al menos tres veces en lo que va de este año) toda vez que fue 
convocado. Resulta extraño que en esta oportunidad no hubo convocatoria 
para declarar, optándose por un camino de tono sensacionalista. 


Fue tal la situación que varios integrantes de la oposición, como el abogado 
José Gregori, quien fuera ministro de Justicia en el gobierno de Fernando 
Enrique Cardozo, cuestionó la legalidad del operativo por tratarse de un abuso 
del juez a la figura pública de alguien, como el ex presidente Lula- que ha 
colaborado y colabora con la Justicia. También el juez Marco Aurelio Mello 
cuestionó la medida. Mello es ministro del Supremo Tribunal Federal, órgano 
máximo del Poder Judicial. El economista Luis Carlos Bresser Pereira, 
fundador del PSDB (principal partido de la oposición) afirmó "ya es hora de que 
el Supremo Tribunal Federal haga una intervención en la operación Lava-Jato 
para impedir que sigan ocurriendo violaciones como detenciones temporales o 
la conducción coercitiva de un ex presidente que ni siquiera había sido 


convocado a declarar”. Y podriamos seguir enumerando otras muchas. 


declaraciones de distintos personajes de la sociedad brasileña. 


La empresa de encuestas Vox Populi indicó que, sobre una muestra de 15.000 
entrevistados, 88% escucharon la conferencia de prensa de Lula. 57% creen 
en su inocencia. 65% condenó la conducción coercitiva. Data Folha indicó que 
Lula es el principal candidato para el 2018. 


Tanto la militancia de las organizaciones políticas y sindicales como pueblo en 
general, seguidores de a pie, se manifestaron y rechazaron el abuso al que fue 
sometido Lula. 


Estos son los hechos. Una vez puesto en libertad, Lula realizó una conferencia 
de prensa que es accesible por Internet para el que quiera conocerla. Se reunió 
con la presidenta Dilma Rousseff y aprovechó la oportunidad para decir que 
sigue vivo, en campaña para las presidenciales del 2018 y que va a recorrer 
todo el país. Tampoco eludió el tema de las conferencias en el exterior “¿Por 
qué Bill Clinton puede venir a Brasil, como vino hace poco, y hablar para la 
Confederación Nacional de la Industria y cobrar un millón de dólares y yo no 
puedo contar a los amigos africanos o latinoamericanos cómo hicimos para 
disminuir la miseria en este país de injusticias que eran consideradas eternas?” 


En dicha conferencia no solo el ex presidente Lula dio la cara a su pueblo y a 
su gente, sino que también planteó conceptos profundos sobre la política que 
están a disposición del que quiera verlos en el video de la conferencia. 


Llama la atención, además, que'esto se lleve adelante en el momento que se 
está discutiendo el enjuiciamiento de la presidenta brasileña y el principal 
impulsor de dicho enjuiciamiento está a su vez siendo investigado por la 
Justicia. 
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Somos de los que creemos en la democracia de partidos. Y cuanto más fuertes 
los partidos, mejor será la democracia. El PT es un partido nacido de las 
entrañas del movimiento sindical brasileño. Que por decir una sola cosa, fue 
capaz de sacar de la extrema pobreza millones y millones de brasileños. 
Queremos confiar en la democracia brasileña, la separación de poderes, la 
importancia de sus partidos y también confiamos en ese luchador que viniendo 
del sertao se transformó en presidente del Brasil, el compañero Luis Ignacio 
Lula Da Silva. a 


Quizás lo que nunca se aceptó ni se acepta es que un obrero metalúrgico y 
sindicalista llegue a la presidencia de un país. 


Quisiéramos que estas palabras fueran a la embajada de Brasil en Uruguay, y 
por su intermedio a la Presidencia de dicho país. 


A las autoridades y militantes del Partido de los Trabajadores a efectos que 
desde esta tierra oriental llegue nuestra solidaridad. 


Al Instituto Lula, a la Central Sindical CUT, al Movimiento de los Sin Tierra, al 
Foro de San Pablo, al Parlamento del Mercosur, al Parlamento 
Latinoamerciano, a la Mesa política del frente Amplio, al PIT-CNT y a las 
Juntas Departamentales. 


diludaco 


Rubén Martínez Huelmo 
Senador 


16 de marzo de 2016 


16 de marzo de 2016 


6) REITERACIÓN DE PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar si el Se- 
nado hace suyo y reitera el pedido de informes del señor 
senador Saravia, del que se diera cuenta durante la lectura 
de los asuntos entrados. 


(Se vota). 


—19 en 21. Afirmativa. 


7)  INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- En la sesión 
ordinaria del 15 de marzo no se registraron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras Pú- 
blicas del 2 de marzo faltó con aviso el señor senador La- 
calle Pou; y a la sesión del día 9 de marzo faltaron con 
aviso los señores senadores Carámbula y Coutinho. 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, Co- 
mercio, Turismo y Servicios del 2 de marzo faltó con aviso 
la señora senadora Piñeyrúa; y a la sesión del día 9 de 
marzo faltaron con aviso los señores senadores Michelini 
y Topolansky. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultura del 
2 de marzo faltó con aviso la señora senadora Alonso; y a 
la sesión del día 9 de marzo faltó con aviso el señor sena- 
dor Carámbula. 


A la sesión de la Comisión de Medio Ambiente del 2 
de marzo faltó con aviso el señor senador De León; y a la 
sesión del día 9 de marzo faltó con aviso la señora sena- 
dora Aviaga. 


A la sesión de la Comisión de Hacienda del 3 de marzo 
faltaron con aviso los señores senadores Amorín y Del- 
gado; y a la sesión del 10 de marzo faltaron con aviso los 
señores senadores Amorín, Michelini y Moreira. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del 3 de marzo faltaron con aviso los 
señores senadores Delgado y Otheguy. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Internacionales 
del 3 de marzo faltaron con aviso los señores senadores 
Lacalle Pou, Larrañaga, Moreira y Otheguy; y a la sesión 
del 10 de marzo faltó con aviso la señora senadora Alonso. 
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A la sesión de la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión del 7 de marzo faltaron con aviso los señores 
senadores Alonso, Aviaga, Bianchi y Xavier. 


A la sesión de la Comisión de Vivienda y Ordenamien- 
to Territorial del 8 de marzo faltó con aviso el señor sena- 


dor Saravia. 


A la sesión de la Comisión de Presupuesto del 9 de 
marzo faltaron con aviso los señores senadores Alonso, 
Bianchi, De León y Topolansky. 


A la sesión de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca del 10 de marzo faltaron con aviso los señores se- 
nadores Bianchi, De León, Lafluf y Larrañaga. 

A la sesión de la Comisión de Defensa Nacional del 7 
de marzo faltaron con aviso los señores senadores Lacalle 


Pou y Mujica; y a la sesión del día 14 de marzo faltaron con 
aviso los señores senadores Lacalle Pou y De León. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 15 de marzo de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Ernesto Agazzi 

De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito ante la Cámara de Senadores li- 
cencia por obligaciones notorias (literal D, Ley n.* 17827), 
para los días 16 y 17 de marzo del corriente año. 

Sin más, lo saludo atentamente. 


Guillermo Besozzi. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—21 en 22. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Omar Lafluf, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


298-C.S. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 15 de marzo de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Ernesto Agazzi 


Por la presente, solicito a usted y al Cuerpo que tan 
dignamente preside se levante la licencia solicitada para el 
senador José Carlos Cardoso el pasado mes de diciembre, 
a partir del día 17 de marzo de 2016. 


Asimismo, solicito licencia para el senador José Carlos 
Cardoso por los días 4, 5, 6, 11, 12 y 13 de abril de 2016, 
de acuerdo con el artículo 1.” literal A, de la Ley n.* 17827. 


Saludo a usted atentamente. 
Álvaro Delgado. Senador coordinador de bancada». 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que esta 
nueva modalidad de pedir licencia del señor senador Car- 
doso fue notificada en la coordinación, en la reunión con 
el presidente. Por lo tanto, corresponde votar la licencia 
solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 26. Afirmativa. 


Queda convocado el señor senador Jorge Saravia, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


9) DÍA MUNDIAL DEL AGUA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la media 
hora previa. 


Tiene la palabra la señora senadora Aviaga. 


SEÑORA AVIAGA.- Señor presidente: hoy quiero 
referirme, en forma breve —luego lo haré por escrito—, al 
Día Mundial del Agua, que se conmemorará el próximo 
22 de marzo. 


Al respecto, me gustaría hacer un llamado de atención 
a la responsabilidad de todos por el cuidado de este ele- 
mento. 


Sabemos que se trata de una preocupación de todos. 
Esta responsabilidad no es nueva, pero la verdad es que no 
la hemos sabido atender como corresponde y hoy vemos 
los resultados. Mucho se habla del cambio climático en 
el mundo y en el país, como si todos fuéramos víctimas 
de otros, pero es momento de reconocer que en este caso 
somos víctimas y también victimarios. 
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En lo que nos corresponde, podemos decir, por ejem- 
plo, que existe un proyecto para la protección ambiental 
y desarrollo sostenible del acuífero Guaraní, iniciado por 
Brasil, Argentina, Uruguay y Paraguay para conocer- 
lo mejor, cuidarlo y establecer un marco técnico, legal y 
constitucional. Ahora bien: cabe preguntarse qué pasó con 
ese proyecto, con ese estudio que se hizo, y qué ha hecho 
nuestro país y nuestra región por proteger y cuidar el acuí- 
fero. 


El acuífero Guaraní es la tercera reserva más grande 
del mundo de agua dulce, y es nuestro deber preservarla; 
no podemos dar la espalda a esa responsabilidad. En este y 
otros temas que atañen a la preservación de nuestra agua, 
urge que se tomen acciones reales, tangibles y efectivas. 
Es hora de cumplir con nuestra misión y respetar la Cons- 
titución. El problema del agua es nuestro y no podemos 
improvisar; debemos asumir nuestras responsabilidades. 


Nada queda —o poco— de lo logrado y dispuesto en 
el 2004 por el plebiscito nacional, sobre todo en lo que 
tiene que ver con aquello para lo que están mandatadas 
las autoridades nacionales en el sentido de garantizar la 
participación de la población en todas las instancias de 
planificación, gestión y control de recursos hídricos. Este 
plebiscito fue un logro social que otorgó la defensa del 
agua como una obligación y un derecho, oponiéndose a la 
privatización y confirmándola como un derecho humano 
fundamental. Es entonces nuestra responsabilidad defen- 
der lo logrado y no eludir el cumplimiento del mismo. 


¿Cómo quedarnos tranquilos y confiar mientras 
nuestro Poder Ejecutivo disfraza dentro de un presupuesto 
quinquenal la creación de una secretaría que va en 
contra de lo logrado en el año 2004, cuando se votó la 
reforma constitucional para proteger el agua y el derecho 
público a su acceso y su participación? La creación de 
esta Secretaría de Medioambiente —lo reitero, aunque ya 
lo hemos denunciado en este recinto— no solucionará los 
problemas existentes. Sin embargo, lo que sí ha logrado es 
quitar el control parlamentario y, por ende, la participación 
ciudadana en las decisiones que se toman con respecto 
al agua. 


Cuidar el agua y defender su uso adecuado es 
defender nuestra vida, pero, sobre todo, la de las futuras 
generaciones. Esto no es un eslogan, sino una realidad: 
sin agua no hay vida. El agua es indispensable, también, 
para las principales actividades productivas del país, pero 
lamentablemente, debido a las políticas equivocadas con 
respecto a este elemento fundamental, hoy estamos frente 
a una degradación de la naturaleza. Nuestros montes, 
praderas, sierras, humedales y arenales, que nos ayudan a 
controlar la erosión y a alejar la contaminación de nuestras 
costas, día a día van desapareciendo y se van degradando, 
lo que coadyuva en gran parte a la problemática que 
tenemos hoy. 


(Suena timbre indicador de tiempo). 
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—La utilización de agrotóxicos y agroquímicos en for- 
ma indiscriminada en el territorio —y ya termino— también 
es un grave peligro y un gran problema para nuestra agua, 
así como también lo es la falta de saneamiento, la falta de 
inversión en el saneamiento, y el mal manejo de los resi- 
duos sólidos urbanos e industriales. 


Es por eso que exhortamos, primero a nuestros ciu- 
dadanos, a que reclamen su derecho humano a recibir 
agua potable y a tener saneamiento y, segundo, a nuestro 
Gobierno, para que tome las medidas que correspondan 
en la materia, respetando el principio precautorio, el prin- 
cipio de no retroceso en el derecho ambiental, las leyes 
medioambientales y la de ordenamiento territorial. Asi- 
mismo, exhortamos a que se controle el uso indiscrimi- 
nado de agrotóxicos y agroquímicos en nuestro suelo, aire 
y alimentos, utilizando de forma inteligente el territorio, 
cuidando los corredores biológicos y las zonas más sensi- 
bles de nuestros ecosistemas. 


Es necesario invertir en saneamiento, en el tratamien- 
to de los efluentes cloacales, pues no es admisible que en 
pleno siglo XXI tengamos ciudades y centros poblados sin 
saneamiento. 


También pedimos, sobre todo a las empresas y orga- 
nismos públicos, que se cumplan las normas vigentes en 
el manejo de los residuos y vertidos industriales de los de- 
sechos orgánicos y sustancias químicas. Deseamos que de 
una vez por todas el Poder Ejecutivo y el Cuerpo que inte- 
gramos empiecen a apoyar e incorporar a nuestro Código 
Penal el delito ambiental y territorial. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada al señor presidente de la república, a los Minis- 
terios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, 
Energía y Minería, de Salud Pública, de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente, a las juntas loca- 
les y a las alcaldías. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite soli- 
citado por la señora senadora. 


(Se vota). 


—21 en 22. Afirmativa. 


10) MORTALIDAD INFANTIL EN EL URUGUAY 
EN EL AÑO 2015. MÍNIMO HISTÓRICO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor presidente: hace 
unos pocos días todos los uruguayos nos alegramos por 
una noticia realmente muy buena que nos daba el Minis- 
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terio de Salud Pública. Me refiero a la cifra de mortalidad 
infantil en el año 2015, que es el mínimo histórico. Nueva- 
mente, por suerte, se consiguió descender la cifra tan poco 
querida de la mortalidad infantil. 


Hoy, en Uruguay, de cada 1000 nacidos vivos hay 7,3 
niños menores de edad que fallecen. El descenso de la tasa 
de mortalidad es, obviamente, motivo de alegría para to- 
dos los uruguayos. El único país de América del Sur que 
exhibe una tasa menor es Chile, con 7,02; es decir que es 
más o menos similar a la nuestra. Creo que esto representa 
un gran evento para festejar. 


¿Cuáles son las acciones que han hecho que sistemá- 
ticamente baje esa mortalidad infantil y quiénes han tra- 
bajado en ello? Se trata del trabajo de muchas personas 
desde hace mucho tiempo. Cuando uno observa las grá- 
ficas históricas puede retrotraerse hasta 1906, cuando en 
el Uruguay, cada mil niños que nacían, 110 fallecían; es 
decir que esa tasa era casi del 11 %, cifra que ¡vaya si era 
importante! En 1917, durante la Primera Guerra Mundial 
esa cifra trepó hasta 120, pero a partir de ese momento 
empezó a bajar. Hubo avances en la medicina y en 1950 se 
había reducido a la mitad. Tuvo un marcadísimo descenso 
y bajó a 30 en el año 1985. Entre 1985 y 1990 bajó diez 
puntos, llegando a 20. Luego, entre 1990 y 2006, llegó a 
11. Desde entonces viene bajando año a año, aunque con 
algunos altibajos. Eso revela que el país se ha fijado una 
política de Estado que tiene como meta reducir esa cifra. 


La mortalidad infantil tiene dos componentes: la mor- 
talidad neonatal y la que ocurre con posterioridad al naci- 
miento. Obviamente, cualquier política de salud debe te- 
ner como objetivo reducirlas y se han hecho muchas cosas 
en ese sentido. Un ejemplo de ello es el trabajo de la Fun- 
dación Álvarez Caldeyro Barcia, creada en 1999, que in- 
terviene especialmente en el binomio madre-hijo, en niños 
que nacen en el Hospital Pereira Rossell —que provienen 
de los contextos sociales más vulnerables—, como hijos de 
madres adolescentes con pocos controles en el embarazo 
y que son prematuros. Esta fundación ha promovido y 
apoyado intervenciones como el banco de leche materna, 
el despistaje neonatal de retinopatías y otras que pueden 
encontrarse en su página web. 


Desde hace muchos años se han hecho planes para re- 
ducir la mortalidad posneonatal. En 1971 estaba el Pro- 
grama Aduana, que se implementó en forma completa en 
Montevideo en 1976. En 2006 todos los prestadores de sa- 
lud de la capital debieron implementarlo de forma obliga- 
toria y en 2008 se extendió al interior del país. En 1982 se 
creó el Plan Nacional de Vacunación obligatorio, también 
conocido como Certificado Esquema de Vacunación y se 
ha ido ampliando año a año. En aquel entonces prevenía 
enfermedades relacionadas con ocho microorganismos 
y hoy el plan abarca a quince. En 1988 se creó el Plan 
Caif, que se ocupa de proteger la salud y detectar riesgos 
en niños de hasta tres años. A su vez, el Programa Uru- 
guay Crece Contigo en estos últimos años ha coordinado 
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acuerdos entre todas las instituciones que intervienen en 
el tema. 


Hace unos días la señora subsecretaria del Ministerio 
de Salud Pública dijo, con acierto, que la política de pro- 
tección a la infancia merece ser considerada una política 
de Estado y creo que lo es. 


Los escaladores, los alpinistas, los andinistas dicen que 
la parte más sencilla de escalar la montaña es la primera 
mitad y la parte más difícil es la segunda. Casi estamos 
llegando a la cumbre. En 1906 partimos de 106, subiendo 
a 110 y 120, pero hoy en día hemos logrado reducir la cifra 
a 7,3. Todos sabemos que esta es la parte más difícil. Por 
lo tanto, los uruguayos no tenemos que ahorrar esfuerzos 
para poder llegar a la cima en el descenso de este número. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
remitida al Ministerio de Salud Pública, al Ministerio de 
Desarrollo Social, a la Presidencia de la República y a la 
Fundación Caldeyro Barcia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar el trámite solicitado por el señor senador. 


(Se vota). 


26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) MÓNICA XAVIER. DESIGNACIÓN COMO 
SECRETARIA GENERAL DEL PARTIDO 
SOCIALISTA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Pardiñas. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Tal vez utilice menos de los 
cinco minutos que me corresponden, pero no quería dejar 
pasar la oportunidad de hacer uso de este espacio al que 
tenemos derecho las señoras senadoras y los señores sena- 
dores en las sesiones del Senado. 


Nuestro Partido Socialista integra desde hace mucho 
tiempo la bancada del Frente Amplio de este Cuerpo, re- 
cientemente ha pasado por una elección interna y quiero 
compartir el hecho de que hace pocas horas la compañera 
Mónica Xavier fue electa secretaria general del partido. 


Nosotros hemos hecho un gran esfuerzo en la cons- 
trucción democrática de este país, sobre todo en lo relati- 
vo a las políticas de inclusión de género. Durante más de 
veinte años nuestro partido ha aplicado la cuota de género 
en los cargos electivos y en esta elección interna que acaba 
de finalizar quedó implementada la inclusión de la pari- 
dad de género, que pretendemos derrame hacia el siste- 
ma político y hacia la sociedad en su conjunto, tanto en lo 
que tiene que ver con la integración de listas como con la 
designación de cargos electos. Esa inclusión se consagró 


CÁMARA DE SENADORES 


16 de marzo de 2016 


con la elección de una compañera para el máximo cargo 
de representación de nuestro partido y no hay duda de que 
es el resultado de la siembra que hemos venido realizando 
durante nuestros 105 años de trayectoria. 


El Senado tiene entre sus miembros a la compañera 
Mónica y en esta intervención deseamos felicitarla y de- 
searle éxito en su trayectoria como dirigente y como re- 
presentante de los intereses populares. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Dirección del Partido Socialista, a la Mesa 
Política de nuestro Frente Amplio y a todos los demás par- 
tidos integrantes del sistema republicano de gobierno. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 


—26 en 27. Afirmativa. 


12) CENTROS DE ATENCIÓN CIUDADANA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media 
hora previa, tiene la palabra el señor senador Camy. 


SEÑOR CAMY.- Quienes integramos el Senado sabe- 
mos que el Uruguay ha sido y es un territorio fragmenta- 
do. Durante mucho tiempo se ha construido sobre la base 
de un país con dos realidades; las asimetrías e inequidades 
han generado desequilibrios de todo tipo. Ese hecho ha re- 
sentido las oportunidades de desarrollo de los ciudadanos 
y ciudadanas que residen en los rincones más escondidos 
del territorio nacional. 


Estoy seguro de que todos los aquí presentes compren- 
demos que el Uruguay no es una mera acumulación de 
regiones y que el país es más que la suma cuantitativa de 
ciudadanos. Somos una comunidad y nos debemos una 
respuesta hacia la descentralización real. Sabemos que 
está pendiente el acto de justicia que implica igualar las 
posibilidades de superación para los uruguayos y que to- 
dos tengan las mismas oportunidades, más allá del lugar 
donde nazcan o vivan. 


Me gusta decir que descentralizar es integrar y por eso 
hoy en el Senado de la república quiero destacar algo posi- 
tivo que, aunque parezca menor o puntual, se está llevan- 
do adelante con el ánimo de corregir esto. Me refiero a la 
existencia y el funcionamiento de los Centros de Atención 
Ciudadana. Actualmente son gestionados y operados por 
el Correo Uruguayo, pero dependen de la Agesic. Están 
ubicados en pequeñas localidades del país donde existen 
dificultades para el acceso a trámites y servicios estatales, 
así como a las redes de cobro y pagos. 
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A través del Decreto n.” 141/008 del Poder Ejecutivo 
se facultó a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto a 
crear los Centros de Atención Ciudadana en coordinación 
con los demás incisos de la Administración central. A su 
vez, por medio del artículo 31 de la Ley n.” 18996, los co- 
metidos de estos centros pasaron a la Agesic, la Agencia 
para el Desarrollo del Gobierno de Gestión Electrónica y 
la Sociedad de la Información y del Conocimiento. El 14 
de febrero de 2014, se celebró un acuerdo con la Admi- 
nistración Nacional de Correos por el cual esta asumió la 
gestión operativa de estos centros en un convenio por dos 
años, que ha sido prorrogado. 


Hoy tenemos veintitrés Centros de Atención Ciuda- 
dana en diferentes localidades de la gran mayoría de los 
departamentos de nuestro país. Concretamente, existen 
Centros de Atención Ciudadana en Artigas, en Pueblo 
Cuareim y Bernabé Rivera; en Salto, en Barrio Artigas y 
Colonia Lavalleja; en Paysandú, en Nuevo Paysandú, en 
El Eucalipto y Tambores; en Río Negro, en San Javier y 
Pueblo Grecco; en Soriano, en Villa Soriano; en Florida, 
en Cardal y Nico Pérez; en Canelones, en Barros Blan- 
cos; en Maldonado, en Gregorio Aznárez; en Rocha, en 
Chuy y Cebollatí; en Lavalleja, en Pirarajá; en Treinta 
y Tres, en Vergara y Santa Clara de Olimar; en Cerro 
Largo, en Tupambaé; en Durazno, en La Paloma; en Ta- 
cuarembó, en Las Toscas de Caraguatá y en Rivera, en 
Tranqueras. 


En su mayoría, estos centros funcionan en locales de 
las intendencias departamentales, con funcionarios en ré- 
gimen de pase en comisión y, en algunos casos, con com- 
pensaciones salariales que abona la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto. Estamos hablando de treinta y seis 
funcionarios en todo el país. 


Señor presidente: nos interesa destacar las iniciativas 
que se llevan adelante, precisamente, para intentar rever- 
tir esta injusticia histórica que el país arrastra desde hace 
tanto tiempo y encarar esta tarea pendiente. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de nuestras 
palabras sea remitida a la Agesic y al Correo Uruguayo 
para alentar que esto siga adelante, respaldar y consolidar 
esta iniciativa y, a la vez, dar nuestra voz de aliento a los 
efectos de que esto se extienda porque hay lugares tan pe- 
queños y necesitados como estos que aún están esperando 
las respuestas que el Uruguay ha convalidado en estas ex- 
periencias. 


Con ese ánimo nos hemos expresado y solicitamos al 
Senado de la república que se tramite lo que hemos pedido. 


Muchas gracias, señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite soli- 
citado por el señor senador. 
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(Se vota). 


24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) SOLICITUD DE NO ARCHIVO DE CARPETAS 


SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: solicito que 
no se archiven las carpetas n.” 87/2015, 91/2015, 93/2015, 
94/2015, 169/2015, 273/2015 y 450/2016 de la Comisión de 
Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios. Ya he 
presentado una nota a este respecto en Secretaría, pero 
quería dejar esta constancia en el Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud del 
señor senador Delgado. 


(Se vota). 
—22 en 25. Afirmativa. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA XAVIER - Señor presidente: solicito que no 
se archiven las carpetas n.* 172/2015, 186/2015, 272/2015, 
333/2015, 345/2015 y 396/2015 de la Comisión de Salud 
Pública. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud de 
la señora senadora Xavier. 


(Se vota). 


26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) EXPOSICIÓN ESCRITA 


SEÑOR GARCÍA.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCÍA.- Señor presidente: en nombre del 
Partido Nacional, solicito que se reconsidere un asunto de 
trámite y se rectifique la votación. 
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Sinceramente, el tema se nos pasó y recién lo leímos 
aquí, en nuestra banca. Estamos hablando de una minuta 
de comunicación que remitieron varios señores senadores 
de la bancada oficialista referida al expresidente Lula. 


Hacemos esta solicitud por diferentes circunstancias. 
La primera es que nos parece que, aunque se trate de un 
tema de trámite, podría interpretarse linealmente como un 
pronunciamiento del Senado de la república que, sin duda 
alguna, se introduce en asuntos internos de la República 
Federativa del Brasil. Al mismo tiempo, puede ser visto 
como una presión absolutamente indebida del Senado de 
la república uruguayo sobre el sistema y el poder judicial 
brasileño. Claramente, cualquier senador o partido políti- 
co puede presentar una minuta como esta porque ello es 
legítimo y se cuenta con los mecanismos para realizarlo, 
pero es una nota de solidaridad para con un expresidente 
de notoria característica político partidaria, por lo que no 
le corresponde al Parlamento de la república dar trámite 
a esto y menos que pueda ser inferido, reitero, como una 
solidaridad del Senado uruguayo ante un caso que está di- 
rimiendo la justicia brasileña. 


Por eso pedimos la reconsideración del tema y advier- 
to que vamos a votar en contra de la derivación de esta 
minuta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, el punto no está 
en discusión, pero daremos trámite a la solicitud de recon- 
sideración del asunto. 


La rectificación de la votación de los asuntos se rige 
por un artículo del Reglamento de la Cámara de Senado- 
res, que voy a pedir que se lea para actuar conforme a la 
normativa vigente. 


Léase. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
102.- Si cualquier Senador solicitase la rectificación de la 
votación, después de proclamado su resultado y antes de 
pasarse a otro punto, el Presidente hará que se rectifique. 


No se podrá rectificar más de tres veces una misma 
votación». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la reconsidera- 
ción solicitada por el Partido Nacional. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 
A continuación, corresponde votar nuevamente lo que 


ya habíamos votado, que es el envío de la exposición es- 
crita a la que ha hecho referencia el señor senador García. 
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Se va a votar. 

(Se vota). 

-16 en 25. Afirmativa. 

SEÑOR MIER ES.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: creo que el cues- 
tionamiento a la exposición escrita no es pertinente. Yo 
no comparto —diría— el noventa por ciento de lo que se 
dice acá, pero es un derecho de cada senador presentar ex- 
posiciones escritas y pedir su envío a quienes le parezca. 
Eso no implica estar de acuerdo. ¡Cuántas veces hemos 
votado intervenciones en la media hora previa que podían 
ser cuestionables o declaraciones de algunos señores sena- 
dores! Interpretar que eso implica al Senado es un error; 
nadie puede interpretarlo así. Me parece que es de uso par- 
lamentario habilitar este tipo de expresiones aunque no se 
compartan. Para habilitar que una exposición escrita vaya 
al destino que el senador requiera no es necesario com- 
partirla. 


De manera que hemos acompañado la solicitud del 
señor senador Martínez Huelmo porque nos parece per- 
tinente. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR LARRAÑAGA - Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Señor presidente: más allá 
del legítimo derecho establecido en el artículo 172 del Re- 
glamento de la Cámara de Senadores, vamos a respaldar la 
rectificación porque, bajo ningún punto de vista, podemos 
quedar apoyando una exposición escrita que, a nuestro 
juicio, supone una injerencia en asuntos de otro país. Ade- 
más, su texto puede terminar afectando también el princi- 
plo de separación de poderes. 


Respaldamos todo lo que pueda significar el fortaleci- 
miento de los partidos políticos y la legítima expresión de 
la democracia. No queremos interferir en lo que pueden ser 
los procedimientos judiciales de otro país. No queremos 
emitir un pronunciamiento, ni a favor ni en contra, sobre 
la situación en la que se encuentra el expresidente Lula. 
Además, no se encuentra en ella por haber sido un obrero 
metalúrgico o un sindicalista que llegó a la presidencia de 
la república, sino por hechos que de alguna forma pueden 
contravenir, o no, la legislación nacional vigente. 
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En función de esas consideraciones, no vamos a acom- 
pañar en esta oportunidad la minuta porque creemos que 
más allá del aspecto reglamentario —que, como aquí se ha 
dicho, puede amparar este tipo de exposiciones escritas—, 
su votación podría interpretarse en otro país como que es 
la expresión del Senado uruguayo en su totalidad. Quie- 
ro dejar expresa constancia de que no acompañamos esta 
minuta, como no acompañaríamos ninguna otra de texto 
similar, cualquiera sea el régimen, el partido o el referente 
político involucrado. 


(Suena timbre indicador de tiempo). 


—Creo que en la relación de todos estos hechos puede 
haber circunstancias controvertibles o, incluso, algunas 
aceptables, pero en lo que refiere a nuestra colectividad 
política, nosotros no la compartimos porque, a nuestro 
criterio, puede suponer afectar principios esenciales que 
siempre hemos defendido. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: tengo una duda 
reglamentaria. Quisiera saber cómo procederemos luego 
de votar negativamente la exposición escrita porque, se- 
gún mi interpretación del artículo n.? 172, lo que se está 
votando sin discusión, es darle trámite. Específicamente, 
quisiera saber cuáles son las reglas de juego, es decir, qué 
pasa si comenzamos a evaluar lo que dicen las exposicio- 
nes escritas de la media hora previa para ver si le damos o 
no trámite. Esa es mi duda; qué pasaría si el Senado, even- 
tualmente, votara negativamente cualquier exposición es- 
crita porque la mayoría no la comparte. 


Integro el Parlamento desde el año 1995 y la regla 
siempre ha sido que se le dé trámite independientemente 
de si se está de acuerdo o no. Aquí ha habido personas 
que han escrito exposiciones contra Venezuela, contra sus 
instituciones y su Poder Judicial, e incluso, que han in- 
tervenido en asuntos internos de otros países. Recuerdo, 
especificamente el caso de Cuba. En fin, ha habido expo- 
siciones ideológicas de todo tipo; se han levantado loas a 
gobiernos de notorio signo —como en el caso de España—, 
de un lado y del otro. 


Ahora bien, no tengo problema en entrar en el terreno 
de votar afirmativamente las exposiciones que comparti- 
mos. Simplemente creía que lo que se votaba era el trámi- 
te. Por eso quiero saber cuál es el efecto de votar negativa- 
mente el trámite de una exposición escrita cuyo contenido 
no compartimos. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, el trámite debe 
ser votado sin discusión previa. La cámara adoptó una re- 
solución que fue votada prácticamente por unanimidad. 
Ese trámite se reconsideró y hubo colectividades políticas 
que no estuvieron de acuerdo con él y no lo votaron. La 
expresión mayoritaria de la cámara fue efectuar el trámite; 
lo demás son consideraciones que no competen a la Mesa. 


¿Fue aclarada su duda, señor senador? 
SEÑOR PINTADO.- En realidad, no. 


Quisiera saber, específicamente, qué consecuencias 
traería el hecho de que la cámara se pronunciara negativa- 
mente frente a una exposición de esta naturaleza. 


SENOR PRESIDENTE.- Si se vota negativamente el 
trámite no se lleva a cabo. 


SEÑOR GARCÍA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR GARCÍA.- Señor presidente: el solo hecho 
de que cualquier tema requiera votación de un Cuerpo, 
implica la voluntad política del Cuerpo. No existe trámi- 
te administrativo cuando hay que levantar la mano. Los 
trámites administrativos están reglamentariamente fijados 
y no requieren la voluntad política del Cuerpo. Cualquier 
trámite —por más mínimo que sea— que requiera levantar 
la mano, implica la voluntad política del senador que le- 
vanta la mano. No existen mecanismos automáticos. 


Tengo una larga experiencia parlamentaria —no en esta 
sala, sino en la que está del otro lado— y estoy aburrido 
de ver cómo, cuestiones que habitualmente se hacían, han 
sido negadas por la bancada oficialista. Es verdad que 
muchas veces —diría que la enorme mayoría— el habilitar 
que un texto sea enviado a determinados lugares no impli- 
ca que la persona esté de acuerdo, pero sí tiene el derecho 
de expresar su desacuerdo. 


Asimismo, existen circunstancias —como la que es- 
tamos considerando— que significan mucho más que un 
mero trámite. Aquí hay una expresión política del Cuerpo, 
que dice expresamente, por la voluntad de sus integrantes, 
que algo que está pasando en otro país está determinado 
por razones políticas. Yo creo que al Senado de la repúbli- 
ca no le corresponde decir eso —independientemente de lo 
que opinemos cada uno de nosotros—, pero eso no obsta 
para que cualquier senador o partido político lo haga con 
total libertad. Como decía, este no es un tema de trámite, 
así como tampoco lo es cualquier cuestión que implique 
levantar la mano de un señor senador; este es un tema po- 
lítico. 


Muchas gracias, señor presidente. 
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SEÑOR OTHEGUY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR OTHEGUY.- Señor presidente: creo que te- 
nemos que ser conscientes de que hemos inaugurado una 
nueva etapa en el relacionamiento parlamentario. Sin lu- 
gar a dudas, levantar la mano y votar implica un pronun- 
ciamiento político, pero también lo implica cuando en la 
media hora previa muchas veces se hacen manifestaciones 
sobre un conjunto muy amplio de temas que, naturalmen- 
te, muchas veces no compartimos. Podríamos poner una 
cantidad innumerable de ejemplos, como el caso de Vene- 
zuela y ciertas situaciones de la realidad política nacional, 
continental y mundial. A veces los legisladores dan opi- 
niones políticas en la media hora previa y luego solicitan 
que la versión taquigráfica sea enviada a distintos ámbitos, 
para que sean divulgadas opiniones que muchas veces no 
compartimos. Sin embargo, por cortesía parlamentaria y 
por entender que un parlamentario de esta casa quiere, le- 
gítimamente, que su voz repercuta en otros ámbitos y que 
su opinión política llegue, se habilita a que su opinión —no 
la voluntad del Cuerpo— llegue a distintos ámbitos. 


Como decía, creo que con esto inauguramos una nue- 
va etapa, en la cual uno se puede guardar la posibilidad 
de analizar los contenidos de determinadas declaraciones 
para levantar la mano o no cuando se solicita que una ex- 
posición sea enviada a distintas instituciones o a distintos 
ámbitos de la vida nacional. 


Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑOR LAFLUF.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR LAFLUF.- Señor presidente: en reiteradas 
ocasiones en la Cámara de Representantes ha pasado que 
planteos hechos en la media hora previa no han sido vota- 
dos por la bancada oficialista. Estoy hablando, nada más 
ni nada menos que del pasaje, a determinado nivel de deci- 
sión de gobierno, de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas en sala. Concretamente, en el día de ayer el 
diputado Olivera hizo un planteo sobre la ley de descen- 
tralización en virtud del funcionamiento de los municipios 
y del relacionamiento con los intendentes, y pidió que la 
versión taquigráfica de sus palabras fuera enviada a la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto, al Poder Ejecutivo 
y al presidente de la república, pero su solicitud no fue 
aceptada y, por lo tanto, el trámite no se efectuó. 


Era cuanto quería manifestar. 


Muchas gracias, señor presidente. 
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SEÑOR AMORÍN.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR AMORÍN.- Deseo hacer una aclaración. 


Formalmente no voté porque no me encontraba en sala. 
Por lo tanto, solicito que se reconsidere el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar al Cuerpo 
que, más allá de las diferencias políticas que tengamos, la 
primera votación del trámite obtuvo 19 votos en 20. 


Se va a votar si se reconsidera el asunto, a solicitud del 
señor senador Amorín. 


(Se vota). 
25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se va a votar nuevamente el trámite que fuera solicita- 
do en su momento. 


(Se vota). 
—19 en 25. Afirmativa. 


Informo al Cuerpo que se han obtenido los mismos vo- 
tos que en la votación original. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor presidente: en cuanto al 
fondo del tema, concuerdo con lo que han expresado al- 
gunos senadores del Partido Nacional. Creo que siempre 
ha sido costumbre de esta casa votar cuando un senador 
hace un planteo y pide que la versión taquigráfica de sus 
palabras pase a equis personas u organismos. Por lo tanto, 
creo que al hacerlo no estamos avalando lo que ha expre- 
sado el senador que hizo uso de la palabra en la media hora 
previa. Ese es el motivo por el cual hemos votado el pasaje 
de la versión taquigráfica de las palabras expresadas a las 
personas que se ha solicitado, pero claramente no estamos 
de acuerdo con el fondo del asunto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás deba aclarar que el 
Cuerpo solo está habilitando el envío de la versión taqui- 
gráfica, pero no implica que esté conforme con lo que ahí 
se plantea. La autoría es de quien lo firma y el Cuerpo lo 
que hace es habilitar el pasaje. 
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15) ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y EL REINO DE LOS 
PAÍSES BAJOS SOBRE INTERCAMBIO DE 
INFORMACIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA, 
SU PROTOCOLO Y NOTAS REVERSALES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día con la consideración del asunto que figura en pri- 


(Antecedentes). 


Carp. n.* 388/2015 - Rep. n.* 206/2016 
CÁMARA DE REPRESENTANTES 
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mer término: «Proyecto de ley por el que se aprueba el 
Acuerdo entre la República Oriental del Uruguay y el Rei- 
no de los Paises Bajos sobre intercambio de información 
en materia tributaria y su protocolo, firmado en la ciudad 
de La Haya, Reino de los Países Bajos, el 24 de octubre de 
2012, y notas reversales firmadas en La Haya, Reino de los 
Países Bajos, el 16 de febrero de 2013. (Carp. n.* 388/2015 
- Rep. n.* 206/2016)». 
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Artículo único.- Apruébanse el Acuerdo entre la República Oriental del Uruguay y el 
Reino de los Países Bajos sobre Intercambio de Información Tributaria y su Protocolo, 
firmado en la ciudad de La Haya, Reino de los Países Bajos, el 24 de octubre de 2012, y 
Notas Reversales firmadas en La Haya, Reino de los Países Bajos, el 16 de febrero de 


2013, 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 3 de 


noviembre de 2015. 


VIRGINI Ste 


Secretaria 
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1er. Vicepresidente 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, () 3 MAY 2013 


Señor. Presidente de la Asamblea General: 

El Poder Ejecutivo tiene ei honor de dirigirse a la Asamblea 
General, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 85 numeral 7 y 
168 numeral 20 de la Constitución de la República, a fin de someter a su 
consideración el proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el 
Acuerdo entre ¡a República Oriental del Uruguay y el Reino de los 
Países Bajos sobre intercambio de información tributaria y su 
Protocolo, firmados en la ciudad de La Haya, Reino -.de los Países 
Bajos, el 24 de octubre de 2012 y Notas Reversales firmadas en La 
Haya, Reino de los Países Bajos, el 16 de febrero de 2013. 


ANTECEDENTES 


E! Acuerdo con el Reino de los Países Bajos forma parte del 
compromiso asumidc por la República en materia de cooperación fiscal 
internacicnal. 


En particular, el Acuerdo que se presenta a consideración del 
Parlamento tiene el objetivo de promover la cooperación internacional en 
materia tributaria a través del intercambio de información 
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La suscripción de este tipo de acuerdo se alinea básicamente con 
los modelos de tratados vigentes internacionalmente. En ese contexto, los 
Estados dotan a sus Administraciones Tributarias de los medios 
adecuados para determinar su soberanía tributaria. 


La República Oriental del Uruguay ha adoptado estándares 
internacionales en la materia en el marco de la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) e integra, junto a 120 
Jurisdicciones, el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de 
Información Fiscal en Materia Tributaria de dicha organización, desde su 
fundación en setiembre de 2009. 


Ante el compromiso asumido frente a la comunidad internacional, la 
República Oriental del Uruguay, junto a las otras jurisdicciones integrantes 
del Foro Global, se encuentra en el llamado Proceso de Revisión entre 
Pares. Este tiene como objetivo que las distintas jurisdicciones incorporen 
a su marco jurídico e implementen las recomendaciones acordadas. El 
establecimiento de acuerdos de intercambio de información entre las 
jurisdicciones es una de las recomendaciones realizadas. 


La principal fuente de los estándares internacionales sobre 
intercambio de información fiscal es el Artículo 26 del Modelo de la OCDE 
para Convenios Tributarios sobre la Renta y el Capital. 
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Este modelo fue elaborado con el objeto de promover la 
cooperación internacional en materia tributaria mediante el intercambio de 
información, en el combate de las prácticas fiscales perniciosas. Si bien 
su alcance es más limitado que el de los Convenios para evitar la Doble 
Imposición, los aspectos relacionados con el intercambio de información 
se encuentran regulados en detalle. 


Los estándares contemplan el intercambio de información fiscal 
entre los Estados Parte, siendo la información proporcionada 
estrictamente confidencial 


En cuanto al contenido de los estándares, en términos generales 
se refieren a: 


a) intercambio previo requerimiento de la información fiscal que sea 
previsiblemente relevante para la administración y aplicación de los 
tributos del otro Estado Parte. 


b) inexistencia de restricciones cuyo fundamento sea el secreto bancario 
o la falta de interés fiscal para el Estado que debe obtener y proporcionar 


la información. 


c) disponibilidad de información confiable y de los medios para obtenerla. 
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d) manejo confidencial de la información proporcionada por cada Estado 
Parte. 


Nuestro país adoptó estándares internacionales siguiendo las 
recomendaciones emanadas del Foro Global sobre Transparencia e 
Intercambio de Información en Materia Tributaria, suscribiendo Convenios 
sobre Intercambio de Información Tributaria con Argentina, Australia, 
Brasil, Francia, Dinamarca, Islas Feroe, Noruega, Groenlandia, Islandia, 
Suecia y Canadá. 


El presente proyecto de Ley que se somete a consideración del 
señor Presidente de la Asamblea Genera! tiene la particularidad de alinear 
los estándares en materia de Intercambio de Información referidos. 


TEXTO 
El Acuerdo consta de trece artículos. 


Artículo 1 — Objeto y ámbito de este Acuerdo 
Artículo 2 — Jurisdicción 
Artículo 3 — Impuestos comprendidos 
Artículo 4 — Definiciones 
Artículo 5 — Intercambio de información previo requerimiento 
Artículo 6 — Inspecciones fiscales en el extranjero 
Artículo 7 — Posibilidad de denegar un requerimiento 
Artículo 8 — Confidencialidad 
Artículo 9 — Costos 
Artículo 10 — Legislación para el cumplimiento del Acuerdo 
Artículo 11 — Procedimiento de mutuo acuerdo 
Artículo 12 — Entrada en vigor 
Artículo 13 - Terminación 


310-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


El Protocolo se compone de dos artículos: 


Artículo 1.- Tratamiento de los datos personales que deban transmitirse 
las Partes 


Artículo 2.- Este Protocolo forma parte integral del Acuerdo. 


Las notas reversales firmadas en La Haya, Reino de los Países Bajos el 
16 de febrero de 2013 aclaran que en el Artículo 4 numeral 1 debe 
sustituirse la expresión "Reino de los Países Bajos en Europa” por "Reino 
de los Países Bajos”. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de la 
suscripción de este tipo de Convenios, el Poder Ejecutivo solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración. 


AS 


16 de marzo de 2016 


16 de marzo de 2016 
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Montevideo, —() 3 MAY 2013 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1*.- Apruébase “Acuerdo entre la República Oriental del 
Uruguay y el Reino de los Países Bajos sobre Intercambio de 
Información Tributaria y su Protocolo firmado en la ciudad de La 
Haya, Reino de los Países Bajos el 24 de octubre de 2012 y Notas 
Reversales firmadas en La Haya, Reino de los Países Bajos, el 16 de 
febrero de 2013, 


ARTICULO 2”.- Comuníquese, etc. 
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CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL REINO 
DE LOS PAISES BAJOS SOBRE EL INTERCAMBIO DE INFORMACION EN 
MATERIA TRIBUTARIA, SU PROTOCOLO Y NOTAS REVERSALES 


Informe 


Al Senado: 


Antecedentes: El Acuerdo forma parte del compromiso asumido por la 
República en materia de cooperación fiscal internacional. 


Objetivo: Promover la cooperación internacional en materia tributaria a través 
de intercambio de información. La suscripción del mismo se alinea con los 
modelos de tratados vigentes internacionalmente. Por lo que los Estados dotan 
a sus Administraciones Tributarias de medios adecuados para determinar su 
soberanía tributaria. Uruguay ha adoptado estándares internacionales en la 
materia en el marco de la OCDE (Organización para la Cooperación y 
Desarrollo Económico), e integra junto a 120 Jurisdicciones, el Foro Global 
sobre Transparencia e intercambio de Información Fiscal en materia tributaria 
dese setiembre del 2009. Ante el compromiso asumido, Uruguay junto a 
integrantes del Foro Global se encuentra en Proceso de Revisión entre Pares, 
el cual tiene como objetivo que las distintas jurisdicciones incorporen a su 
marco jurídico e implementen las recomendaciones acordadas, siendo una de 
las recomendaciones realizadas el establecimiento de acuerdos de intercambio 
de información entre las jurisdicciones. La principal fuente de estándares 
internacionales sobre el tema es el artículo 26 del Modelo de la OCDE para 
Convenios Tributarios sobre la Renta y el Capital, elaborada con el objetivo de 
promover la cooperación internacional en materia tributaria mediante el 
intercambio de información en las prácticas fiscales perniciosas. 


Los estándares en términos generales refieren a: a) intercambio previo 
requerimiento de información fiscal, previsiblemente relevante para la 
administración y aplicación de los tributos del otro Estado Parte; b) inexistencia 
de restricciones cuyo fundamento sea el secreto bancario o la falta de interés 
fiscal para el Estado que debe obtener y proporcionar la información; c) 
disponibilidad de información confiable y de los medios para obtenerla y d) 
manejo confidencial de la información proporcionada por cada Estado Parte. 
Uruguay adoptó estándares siguiendo recomendaciones emanadas del Foro 
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Global sobre Transparencia e Intercambio de Información Tributaria con 
Argentina, Australia, Brasil, Francia, Dinamarca, Islas Feroe, Noruega, 
Groenlandia, Islandia, Suecia y Canadá. La particularidad del presente 
proyecto es alinear los estándares en materia de intercambio de información 
referidos. 


Protocolo: 
CAPÍTULO | 
OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL ACUERDO 


ARTÍCULO 1% Las autoridades competentes de las Partes contratantes se 
prestarán asistencia mediante el intercambio de información previsiblemente 
relevante para la administración y aplicación de su Derecho interno relativa a 
impuestos, la cual referirá para la determinación, liquidación y recaudación de 
los mismos y todo lo relativo al cobro y ejecución de los impuestos. La misma 
se intercambiará conforme al presente Acuerdo y confidencialmente. Los 
derechos y garantías que se les reconozcan a las personas, sea por leyes o 
prácticas administrativas de la parte requerida seguirán aplicándose siempre 
que no impida o atrasen el intercambio de información. 


Artículo 2: Jurisdicción: la parte requerida no estará obligada a facilitar la 
información que no obre en poder de sus autoridades o que no esté bajo su 
control o de personas que no se encuentren bajo su jurisdicción. 


Artículo 3: Impuestos comprendidos: 1) los de cualquier naturaleza y 
denominación aplicados en las partes contratantes. 2) impuestos de naturaleza 
idéntica o sustancialmente similares que se establezcan después de la fecha 
de firma del presente acuerdo y que se añaden a los actuales o se sustituyan. 
Las autoridades competentes se notificarán entre sí los cambios relativos a 
impuestos y las medidas para recabar la información relacionada a los mismos. 


CAPÍTULO Il 
DEFINICIONES 
Artículo 4%: Definiciones generales: Entre otras: a) “Parte contratante” significa 


Reino de los Países Bajos, respecto de los Países Bajos en Europa o Uruguay, 
depende del texto; b) "Países bajos” significa: la parte situada en Europa, mar 
territorial y cualquier área fuera del mismo, en el que se ejerza jurisdicción o 
derechos soberanos y la parte situada en el Caribe, territorio insulares de 
Bonaire, San Eustaquio y Saba, mar territorial y áreas fuera del mismo, en el 
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que se ejerza su jurisdicción o derechos soberanos; c) “Uruguay” significa: el 
territorio de la ROU y en sentido geográfico el territorio, áreas marítimas y 
espacio aéreo sobre los que el Estado ejerce derechos de soberanía y 
jurisdicción. d) "Autoridad competente” significa: a) "Países bajos”: el Ministro 
de Hacienda o su representante autorizado y b) en Uruguay el Ministro de 
Economía y Finanzas o su representante autorizado; e) “Persona” comprende 
tanto física, sociedades y cualquier agrupación de personas; entre otras 
definiciones. 


Artículo 5% Intercambio de información previo requerimiento: 1) la autoridad 
competente de la parte requerida proporcionará, previo requerimiento, toda 
información para cumplir con los fines del artículo 1% Se intercambiará 
independiente que el objeto pueda constituir un delito penal según las leyes de 
la parte requerida si ocurrió en dicha parte. 2) si la información no fuera 
suficiente para cumplir con el requerimiento, esa parte recurrirá a todas las 
medidas pertinentes para recabar la información con el fin de proporcionar a la 
parte requirente la información solicitada independiente de que la parte 
requerida pueda no necesitar dicha información para sus propios fines 
tributarios. 3) la parte requerida proporcionará información en la medida 
permitida por su derecho interno en forma de declaraciones de testigos y 
copias autenticadas de documentos originales. 4) cada parte contratante 
garantizará que sus autoridades competentes estarán facultadas para obtener 
y proporcionar, previo requerimiento: a) información que obre en poder de 
Bancos, instituciones financieras y de cualquier persona que actúe en calidad 
de representativa o fiduciaria, incluidos agentes designados y fiduciarios, b) 
información relativa a la propiedad de sociedades, sociedades personales, 
fideicomisos, fundaciones , “Anstalten” y otras personas, incluida información 
sobre propiedad respecto de todas las personas que componen una cadena de 
propiedad. El acuerdo no impone a las partes la obligación de obtener o 
proporcionar información sobre la propiedad con respecto a sociedades 
cotizadas en Bolsa o fondos o planes de inversión colectiva públicos. 5) al 
formular un requerimiento de información en virtud del presente acuerdo, la 
autoridad competente de la parte requirente proporcionará información a la 
autoridad competente de la parte requerida, con el fin de demostrar interés 
previsible de la información solicitada: a) identidad de la persona sometida a 
inspección o investigación; b) declaración sobre información solicitada 
constando naturaleza y forma en que la requirente desee recibir información de 
la requerida; c) finalidad fiscal para la que se solicita; d) motivos que abonen la 
creencia que la información solicitada se encuentra en la parte requerida u obra 
en poder o bajo el control de una persona en jurisdicción de la parte requerida: 
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e) nombre y dirección de toda persona en cuyo poder se crea que obra la 
información; f) declaración en sentido en que el requerimiento es conforme a 
derecho y prácticas administrativas de la parte requirente; la autoridad 
competente de ésta parte estaría en condiciones de obtener información según 
el derecho de la parte requirente o en el curso normal de la práctica 
administrativa y conforme al presente acuerdo; g) declaración en el sentido en 
que la parte requirente ha utilizado todos los medios disponibles en su propio 
territorio para obtener información, salvo lo que diera lugar a dificultades 
desproporcionadas. 6) la autoridad competente de la parte requerida enviará la 
información solicitada tan pronto como le sea posible. Para garantizar la 
rapidez en la respuesta la autoridad competente de la parte requerida: a) 
acusará recibo por escrito del requerimiento a la autoridad competente de la 
parte requirente y le comunicará si existen defectos en la solicitud en el plazo 
dentro de 60 días a partir de la recepción; b) si la autoridad competente de la 
parte requerida no pudiere obtener la información dentro del plazo de 90 días a 
partir de la recepción del requerimiento, informará inmediatamente a la 
requirente, explicando razones de esa imposibilidad, obstáculos y motivos de 
la negativa. 


ARTÍULO 6”: Inspecciones fiscales en el extranjero: 1) una parte contratante 
permitirá a representantes de la otra parte entrar en su territorio con el fin de 
entrevistar a personas y de inspeccionar documentos con consentimiento por 
escrito de los interesados. La autoridad competente de la otra parte contratante 
notificará momento y lugar de la reunión con personas implicadas. 2) a petición 
de la autoridad competente de una parte contratante, la autoridad de la otra 
parte podrá permitir que autoridades competentes de la otra parte estén 
presentes en el momento de proceder a la inspección fiscal. 3) si se accede a 
la petición antes mencionada, la autoridad competente de la parte contratante 
que realice la inspección notificará a la autoridad competente de la otra parte 
contratante el momento y el lugar de la inspección, la autoridad o el funcionario 
designado para llevarla a cabo y los procedimientos y condiciones exigidos por 
la parte contratante mencionada en primer lugar para la realización de la 
misma. La parte que realice la inspección tomará todas las decisiones con 
respecto a la misma. 


ARTÍCULO 7”: Posibilidad de denegar un requerimiento: 1) no se pedirá a 
la parte requerida que obtenga o proporcione información que la parte 
requirente no pueda obtener de su propia legislación a los efectos de la 
administración o aplicación de su legislación tributaria. La autoridad 
competente de la parte requerida podrá denegar su asistencia cuando el 
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requerimiento no se formule de conformidad con este acuerdo. 2) las 
disposiciones de este acuerdo no impondrán a una parte contratante la 
obligación de proporcionar información que revele secretos comerciales, 
empresariales, industriales o profesionales o un proceso comercial. No 
obstante lo anterior, la información a la que se hace referencia en el apartado 4 
del artículo 5 no se tratará como tal secreto o proceso comercial únicamente 
por ajustarse a los criterios de dichos apartados. 3) Las disposiciones del 
presente acuerdo no impondrán a una parte contratante la obligación de 
obtener o proporcionar información que pudiera revelar comunicaciones 
confidenciales entre un cliente y un abogado u otro representante legal 
reconocido, cuando las comunicaciones: a) se produzcan con la finalidad de 
recabar o prestar asesoramiento jurídico o b) se produzcan a efectos de su 
utilización en un procedimiento jurídico en curso o previsto. 4) la parte 
requerida podrá denegar un requerimiento de información si la comunicación 
de la misma es contraria al orden público (ordre public). 5) no se denegará el 
requerimiento por existir controversia en cuanto a reclamaciones tributarias que 
de origen al pedido. 6) se podrá denegar cuando se solicite para administrar o 
hacer cumplir una disposición del derecho tributario interno de quién requiere o 
cualquier requisito que resulte discriminatoria contra su nacional de la parte 
requerida en comparación con un nacional de la parte requirente en las mismas 
circunstancias. 


ARTÍCULO 8 Confidencialidad: La información recibida al amparo del 
presente acuerdo se tratará como confidencial y solo podrá comunicarse a 
personas o autoridades (tribunales y órganos administrativos) bajo la 
jurisdicción de la parte contratante encargadas de la gestión o recaudación de 
impuestos comprendidos en este acuerdo, de procedimientos declarativos o 
ejecutivos relativos a impuestos o de la resolución de recursos relativos a los 
mismos; utilizando la información para dichos fines. Pudiendo revelarla en 
procedimientos judiciales públicos o en sentencias judiciales. No podrá 
comunicarse a ninguna otra persona, entidad, autoridad o a cualquier otra 
jurisdicción sin el expreso consentimiento por escrito de la autoridad 
competente de la parte requerida. 


ARTÍCULO 9": Costos: La incidencia de los costos en los que se incurra por 
razón de la prestación de la asistencia será acordada por las partes 
contratantes. 
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ARTÍCULO 10: Legislación para el cumplimiento del Acuerdo: Ambas partes 
deberán promulgar toda la legislación necesaria para cumplir y hacer efectivos 
los términos del acuerdo. 


ARTÍUCLO 11: Procedimiento de mutuo acuerdo: 1) cuando surjan dudas o 
dificultades entre las partes contratantes en relación con aplicación o la 
interpretación de este acuerdo, las autoridades competentes harán lo posible 
por resolver mediante el mutuo acuerdo. 2) las autoridades competentes de las 
partes contratantes podrán convenir los procedimientos que deban seguirse en 
virtud de los artículos 5 y 6. 3) las autoridades competentes de las partes 
contratantes podrán comunicarse directamente entre sí para los efectos de este 
artículo. 4) las partes contratantes podrán acordar otras formas de resolver las 
disputas. 


ARTÍCULO 12: Entrada en vigor: Entrará en vigor el primer día del segundo 
mes siguiente a la fecha de recepción del último aviso por el que cada parte 
contratante haya notificado a la otra por escrito de la finalización de sus 
procedimientos internos necesarios para la entrada en vigor. Sus disposiciones 
surtirán efecto: a) en asuntos penales fiscales: desde la fecha de entrada en 
vigor y b) en demás aspectos contemplados en el artículo 1, desde la fecha, 
pero solo con relación a períodos impositivos que comiencen en o con 
posterioridad a esa fecha o, cuando no exista período impositivo, todas las 
obligaciones tributarias que surjan en o con posterioridad a esa fecha. 


ARTÍCULO 13: Terminación: 1) cualquiera de las partes contratantes podrá 
terminar el presente acuerdo mediante notificación al efecto enviada por 
canales diplomáticos o por carta a la autoridad competente de la otra parte. 2) 
surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración de un plazo de seis 
meses desde la fecha de recepción de la notificación de terminación por la otra 
parte contratante. 3) después de la terminación del presente acuerdo las partes 
contratantes permanecerán obligadas por las disposiciones del artículo 8 con 
respecto a cualquier información obtenida en virtud de este acuerdo. 
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PROTOCOLO AL ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EÑ REINO DE LOS PAÍSES BAJOS SOBRE EL 
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA. 


Ambos gobiernos deseando facilitar el intercambio de información en materia 
tributaria, han convenido: 


ARTÍCULO 1:(Artículo 5): en la medida que en virtud del presente acuerdo se 
transmitan datos personales serán de aplicación los preceptos adicionales que 
se detallan: a) la utilización de datos por parte de la autoridad receptora se 
restringirá a la finalidad indicada y habrá de cumplir las condiciones prescriptas 
por la autoridad trasmisora; dicho uso también está permitido, sujeto a la 
autorización por escrito conforme al artículo 8, para la prevención y 
persecución de delitos graves y con el fin de hacer frente a graves amenazas a 
la seguridad pública; b) previa petición, la autoridad receptora informará a la 
autoridad transmisora de la utilización de los datos transmitidos y de los 
resultados conseguidos; c) los datos personales solo podrán transmitirse a las 
agencias responsables. La transmisión a otras agencias requerirá en todo caso 
el previo consentimiento de la autoridad transmisora; d) dicha autoridad estará 
obligada a tomar las precauciones razonables para asegurarse de que los 
datos que deben ser proporcionados son exactos y necesarios para la finalidad 
por la que son suministrados. Habrán de observarse las prohibiciones de 
suministro de datos vigentes en las respectivas legislaciones internas. Si se 
comprueba que se trasmitieron datos inexactos o que no debieron 
suministrarse, dicho extremo habrá de comunicarse sin dilación a la autoridad 
receptora, quién estará obligada a rectificar o cancelar los mismos sin dilación; 
e) previa petición, el interesado deberá ser informado de los datos transmitidos 
sobre su persona y de la finalidad para la que van a emplearse dichos datos. Si 
el interés público de no facilitar la información prevalece sobre el interés del 
interesado en recibirla, no existirá la obligación de informar dado dicho 
extremo. Por lo demás, el derecho del interesado a recibir información sobre 
los datos que consten en relación con su persona se regirá por la legislación 
interna de la parte contratante en cuyo territorio soberano se haya solicitado la 
información; f) cuando se sufra un perjuicio contrario a derecho como 
consecuencia de una trasmisión de datos conforme a este Acuerdo, 
responderá ante él la Autoridad receptora, conforme a lo que establece la 
legislación interna. Frente al perjudicado, la autoridad receptora no podrá argúir 
en su descargo que el daño fue causado por la agencia transmisora; g) en la 
medida en que la legislación interna de la autoridad transmisora existan normas 
de cancelación dentro de un cierto período de tiempo en relación con los datos 
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personales transmitidos, dicha autoridad pondrá este extremo en conocimiento 
de la autoridad receptora. Independientemente de estos períodos, los datos 
personales transmitidos habrán de cancelarse tan pronto como dejen de ser 
necesarios para la finalidad con que fueron transmitidos, h) ambas autoridades 
estarán obligadas a consignar en documentos oficiales la trasmisión y la 
recepción de datos personales, i) ambas autoridades estarán obligadas a tomar 
medidas que sean eficaces para proteger los datos personales transmitidos 
frente a cualquier tipo de acceso no autorizado, modificación no autorizada y 
comunicación no autorizada. 


ARTICULO 2: El Protocolo formará parte integral del Acuerdo entre el Reino de 
los Países Bajos y Uruguay para el intercambio de información en materia 
tributaria y entraré en vigor en la misma fecha que el Acuerdo. 


Por las razones expuestas precedentemente la Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Plenario la aprobación del proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 3 de marzo de 2016. 


ENRIQUE PINTADO 
Miembro Informante 


VERÓNICA ALONSO 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO 


CONRADO RAMOS 


MÓNICA XAVIER 
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Texto del Acuerdo 


ACUERDO 
ENTRE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y 
EL REINO DE LOS PAÍSES BAJOS 
SOBRE 
EL INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA 


Ei Gobierno de la República Oriental del Uruguay 


El Gobierno del Reino de los Países Bajos 


Deseando facilitar el intercambio de información en materia tributaria; 


Han convenido lo siguiente: 
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Artículo 1 
Objeto y ámbito del Acuerdo 


Las autoridades competentes de las Partes contratantes se prestarán asistencia mediante el 
intercambio de la información que sea previsiblemente relevante para la administración y la 
aplicación de su Derecho intemo relativa a los impuestos a que se refiere el presente 


Acuerdo. Dicha información comprenderá aquella que sea previsiblemente relevante para la 


determinación, liquidación y recaudación de dichos impuestos, el cobro y ejecución de 
reclamaciones tributarias, o para la investigación o el enjuiciamiento de casos en materia 
tributaria. La información se intercambiará de conformidad con las disposiciones del 
presente Acuerdo y se tratará de manera confidencial según lo dispuesto en el artículo 8. 
Los derechos y garantías reconocidos a las personas por las leyes o las prácticas 
administrativas de la Parte requerida seguirán siendo aplicables siempre que no impidan o 
atrasen indebidamente el intercambio efectivo de información. 


Artículo 2 
Jurisdicción 


La Parte requerida no estará obligada a facilitar la información que no obre en poder de sus 
autoridades o que no esté en posesión o bajo el control de personas que se hallen en su 
jurisdicción territorial. 


Artículo 3 
Impuestos comprendidos 


l. Los impuestos a los que se aplica el presente Acuerdo son impuestos de cualquier 
naturaleza y denominación aplicados en las Partes contratantes. 


2. Este Acuerdo se aplicará también a los impuestos de naturaleza idéntica o 
sustancialmente similares que se establezcan después de la fecha de la firma de éste 
Acuerdo y que se añadan a los actuales o los sustituyan. Las autoridades competentes 
de las Partes contratantes se notificarán entre sí cualquier cambio sustancial en los 
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“impuestos y en las medidas para recabar información con ellos relacionadas a que se 
refiere el presente Acuerdo. 


Artículo 4 


Definiciones 


1. A los efectos del presente Acuerdo y a menos que se exprese otra cosa: 


a) el término “Parte contratante” significa el Reino de los Países Bajos, respecto de 
los Países Bajos en Europa, o Uruguay, según se desprenda del contexto; 


b) el término “ Países Bajos” significa: 


(i) la parte de los Países Bajos situada en Europa, incluido su mar territorial, y 
cualquier otra área fuera del mar territorial en que el Reino de los Países Bajos, de 
conformidad con el derecho internacional, ejerza su jurisdicción o derechos 


soberanos; y 


(ii) la parte de los Países Bajos situada en el Caribe, que se compone de los 
territorios insulares de Bonaire, San Eústaquio y Saba, incluido su mar territorial, y 
cualquier otra área fuera del mar territorial en que el Reino de los Países Bajos, de 
conformidad con el derecho internacional, ejerza su jurisdicción o derechos 


soberanos. 


-c) el término "Uruguay", significa el territorio de la República Oriental del 


Uruguay, y cuando sea usado en un sentido geográfico significa el territorio, 
incluidas las áreas marítimas y el espacio aéreo sobre los cuales el Estado ejerce 
los derechos de soberanía y jurisdicción de acuerdo con el Derecho 
internacional y la legislación nacional. 


d) el término “autoridad competente” significa: 
(1) en los Países Bajos, el Ministro de Hacienda o su representante autorizado; 


(ii) en Uruguay, el Ministro de Economía Yg Finanzas o Su representante 
autorizado; 
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g) 


h) 


J 


k) 
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el término “persona” comprende las personas fisicas, las sociedades y cualquier 
otra agrupación de personas; 


el término “sociedad” significa cualquier persona jurídica o cualquier entidad 
que se considere persona jurídica a efectos impositivos; 


el término “sociedad cotizada en Bolsa” significa toda sociedad cuya clase 
principal de acciones se cotice en un mercado de valores reconocido siempre 
que sus acciones cotizadas estén a disposición inmediata del público para su 
venta o adquisición. Las acciones pueden ser adquiridas o vendidas “por el 
público” si la compra o venta de las acciones no está restringida implícita o 
explícitamente a un grupo limitado de inversores; 


el término “clase principal de acciones” significa la clase o clases de acciones 
que representen la mayoría de los derechos de voto y del valor de la sociedad; 


el término “mercado de valores reconocido” significa cualquier mercado de 
valores convenido entre las autoridades competentes de las Partes contratantes; 


el término “fondo o plan de inversión colectiva” significa cualquier vehículo de 
inversión colectiva, independientemente de su forma jurídica. La expresión 
“fondo o plan de inversión colectiva público” significa todo fondo o plan de 
inversión colectiva siempre que las unidades, acciones u otras participaciones en 
el fondo o en el plan estén a disposición inmediata del público para su 
adquisición, venta o reembolso. Las unidades, acciones u otras participaciones 
en el fondo o en el plan están a disposición inmediata del público para su 
compra, venta o reembolso si la compra, venta o reembolso no están restringidas 
implícita o explícitamente a un grupo limitado de inversores; 


el término “impuesto” significa cualquier impuesto al que sea aplicable el 
presente Acuerdo; 


el término “Parte requirente” significa la Parte contratante que solicite 
información; 


m) el término ”Rarte requerida” significa la Parte contfiatante a la que se solicita que 


proporcionefla información 
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n) el término “medidas para recabar información” significa las leyes y 
procedimientos administrativos o judiciales que permitan a una Parte contratante 
obtener y proporcionar la información solicitada; 


o) el término “información” comprende todo dato, declaración o documento con 
independencia de su naturaleza; 


p) el término “asuntos penales fiscales” significa los asuntos fiscales que entrañen 
una conducta intencionada susceptible de enjuiciamiento conforme al derecho 


penal de la Parte requirente; 


q) el término “derecho penal” significa todas las disposiciones legales penales 
designadas como tales según el Derecho interno, independientemente de que se 
encuentren comprendidas en la legislación fiscal, en el código penal o en otros 
cuerpos de leyes. 


. Por lo que respecta a la aplicación del presente Acuerdo en cualquier momento por 


una Parte contratante, todo término o expresión no definido en el mismo tendrá, a 
menos que del contexto se infiera una interpretación diferente, el significado que 
tenga en ese momento conforme al Derecho de esa Parte, prevaleciendo el 
significado atribuido por la legislación fiscal sobre el que resultaría de otras ramas 


del derecho de esa Parte. 


Artículo 5 
Intercambio de información previo requerimiento 


. La autoridad competente de la Parte requerida proporcionará, previo requerimiento, 


la información para los fines previstos en el artículo 1. Dicha información se 
intercambiará independientemente de que la conducta objeto de investigación 
pudiera constituir un delito penal según las leyes de la Parte requerida si dicha 
conducta hubiera ocurrido en la Parte requerida. 


. Si la información en posesión de la autoridad competente de la Parte requerida no 


fuera suficiente paragpoder dar cumplimiento al requerimiento de información, esa 
Parte recurrirá a a y las medidas pertinentes para recabar la información con el fin 
de proporcionar a lá Parte requitentw was vefómación solicitada, con independencia 
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de que la Parte requerida pueda no necesitar dicha información para sus propios 
fines tributarios. 


. Si así lo solicita expresamente la autoridad competente de la Parte requirente, la 


autoridad competente de la Parte requerida proporcionará información en virtud del 
presente artículo, en la medida permitida por su Derecho interno, en forma de 
declaraciones de testigos y copias autenticadas de documentos originales. 


. Cada Parte contratante garantizará que sus autoridades competentes, a los efectos 


expresados en, el artículo 1 del Acuerdo, estarán facultadas para obtener y 
proporcionar, previo requerimiento: 


a) información que obre en poder de bancos, otras instituciones financieras, y de 
cualquier persona que actúe en calidad representativa o fiduciaria, incluidos los 
agentes designados y fiduciarios; 


información relativa a la propiedad de sociedades, sociedades personales, 
fideicomisos, fundaciones, “Anstalten” y otras personas, incluida, con las 
limitaciones establecidas en el artículo 2, la información sobre propiedad 
respecto de todas las personas que componen una cadena de propiedad; en el 
caso de fideicomisos, información sobre los fideicomitentes, fiduciarios y 
beneficiarios; y en el caso de fundaciones, información sobre los fundadores, los 
miembros del consejo de la fundación y los beneficiarios. Además, este 
Acuerdo no impone a las Partes contratantes la obligación de obtener o 
proporcionar información sobre la propiedad con respecto a sociedades 
cotizadas en Bolsa o fondos o planes de inversión colectiva públicos, a menos 
que dicha información pueda obtenerse sin ocasionar dificultades 
desproporcionadas. 


b 


mé 


S. Al formular un requerimiento de información en virtud del presente Acuerdo, la 


autoridad competente de la Parte requirente proporcionará la siguiente información 
a la autoridad competente de la Parte requerida con el fin de demostrar el interés 


previsible de la información solicitada: 


a) la identidad dela persona sometida a inspección o investigación; 
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una declaración sobre la información solicitada en la que conste su naturaleza y 
la forma en que la Parte requirente desee recibir la información de la Parte 


requerida; 
la finalidad fiscal para la que se solicita la información; 


lós motivos que abonen la creencia de que la información solicitada se encuentra 
en la Parte requerida u obra en poder o bajo el control de una persona que se 
encuentre en la jurisdicción de la Parte requerida; 


en la medida en que se conozcan, el nombre y dirección de toda persona en cuyo 
poder se crea que obra la información solicitada; 


una declaración en el sentido de que el requerimiento es conforme con el 
derecho y las prácticas administrativas de la Parte requirente; de que si la 
información solicitada se encontrase en la jurisdicción de la Parte requirente la 
autoridad competente de esta última estaría en condiciones de obtener la 
información según el derecho de la Parte requirente o en el curso normal de la 
práctica administrativa; y de que es conforme con el presente Acuerdo; 


una declaración en el sentido de que la Parte requirente ha utilizado todos los 
medios disponibles en su propio territorio para obtener la información, salvo 
aquellos que dieran lugar a dificultades desproporcionadas. 


. La autoridad competente de la Parte requerida enviará la información solicitada tan 


pronto como sea posible a la Parte requirente. Para garantizar la rapidez en la 
respuesta, la autoridad competente de la Parte requerida: 


a) 


b) 


acusará recibo por escrito del requerimiento a la autoridad competente de la 
Parte requirente y le comunicará, en su caso, los defectos que hubiera en el 
requerimiento dentro de un plazo de 60 días a partir de la recepción del mismo; 


si la autoridad competente de la Parte requerida no hubiera podido obtener y 

proporcionar la información en el plazo de 90 días a partir de la recepción del 

requerimiento, incluido el supuesto de que tropiece con obstáculos para 

proporcionare” la información o se niegue a proporcionarla, informará 
”"= 
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inmediatamente a la Parte requirente, explicando las razones de esa 
imposibilidad, la índole de los obstáculos o los motivos de su negativa. 


Artículo 6 


Inspecciones fiscales en el extranjero 


. Una Parte contratante permitirá a los representantes de la autoridad competente de la 


otra Parte contratante entrar en el territorio de la Parte mencionada en primer lugar 
con el fin de entrevistarse con personas y de inspeccionar documentos con el 
consentimiento por escrito de los interesados. La autoridad competente de la otra 
Parte contratante notificará a la autoridad competente de la Parte contratante 
mencionada en primer lugar el momento y el lugar de la reunión con las personas 
implicadas. 


. A petición de la autoridad competente de una Parte contratante, la autoridad 


competente de la otra Parte contratante podrá permitir que representantes de la 
autoridad competente de la Parte contratante mencionada en primer lugar estén 
presentes .en el momento que proceda durante una inspección fiscal en la Parte 
contratante mencionada en segundo lugar. 


. Si se accede a la petición a que se refiere el apartado 2, la autoridad competente de 


la Parte contratante que realice la inspección notificará, tan pronto como sea 
posible, a la autoridad competente de la otra Parte contratante el momento y el lugar 
de la inspección, la autoridad o el funcionario designado para llevarla a cabo y los 
procedimientos y condiciones exigidos por la Parte contratante mencionada en 
primer lugar para la realización de la misma, La Parte contratante que realice la 
inspección tomará todas las decisiones con respecto a la misma. 


Artículo 7 


Posibilidad de denegar un requerimiento 


pudiera obtener en mirtud de su propia legislación a los efectos 


- No se exigirá a Ea requerida que obtenga o proporcione información que la 


Parte requirente fi 
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de la administración o aplicación de su legislación tributaria. La autoridad 
competente de la Parte requerida podrá denegar su asistencia cuando el 
requerimiento no se formule de conformidad con este Acuerdo. 


. Las disposiciones de este Acuerdo no impondrán a una Parte contratante la 


obligación de proporcionar información que revele secretos comerciales, 
empresariales, industriales o profesionales o un proceso comercial. No obstante lo 
anterior, la información a la que se hace referencia en el apartado 4 del artículo 5 no 
se tratará como tal secreto o proceso comercial únicamente por ajustarse a los 
criterios de dicho apartado. 


. Las disposiciones de este Acuerdo no impondrán a una Parte contratante la 


obligación de obtener o proporcionar información que pudiera revelar 
comunicaciones confidenciales entre un cliente y un abogado u otro representante 
legal reconocido, cuando dichas comunicaciones: 


a) se produzcan con el fin de recabar o prestar asesoramiento jurídico, o 


b) se produzcan a efectos de su utilización en un procedimiento jurídico en curso o 
previsto. 


. La Parte requerida podrá denegar un requerimiento de información si la 


comunicación de la misma es contraria al orden público (ordre public). 


. No se denegará un requerimiento de información por existir controversia en cuanto 


a la reclamación tributaria que origine el requerimiento. 


. La Parte requerida podrá denegar un requerimiento de información si la Parte 


requirente la solicita para administrar o hacer cumplir una disposición de su derecho 
tributario, o cualquier requisito relacionado con ella, que resulte discriminatoria 
contra un nacional de la Parte requerida en comparación con un nacional de la Parte 
requirente en las mismas circunstancias. 
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Artículo 8 
Confidencialidad 


Toda información recibida por una Parte contratante al amparo del presente Acuerdo se 
tratará como confidencial y solo podrá comunicarse a las personas o autoridades (incluidos 
los tribunales y órganos administrativos) bajo la jurisdicción de la Parte contratante 
encargadas de la gestión o recaudación de los impuestos comprendidos en el presente 
Acuerdo, de los procedimientos declarativos o ejecutivos relativos a dichos impuestos o de 
la resolución de los recursos relativos a los mismos. Dichas personas o autoridades solo 
utilizarán esa información para dichos fines. Podrán revelar la información en 
procedimientos judiciales públicos o en las sentencias judiciales, La información no podrá 
comunicarse a ninguna otra persona, entidad, autoridad o a cualquier otra jurisdicción sin el 
expreso consentimiento por escrito de la autoridad competente de la Parte requerida. 


Artículo 9 
Costos 


La incidencia de los costos en los que se incurra por razón de la prestación de la asistencia 
será acordada por las Partes contratantes. 


Artículo 10 
Legislación para el cumplimiento del Acuerdo 


Las Partes contratantes deberán promulgar toda la legislación necesaria para cumplir y 
hacer efectivos los términos del Acuerdo. 


Artículo 11 
Procedimiento de mutuo acuerdo 


|. Cuando surjan dudas o dificultades entre las Partes contratantes en relación con la 
aplicación o la interpretación de este Acuerdo, las autoridades competentes harán lo A 
posible por resolverlas mediante el mutuo acuerdo. 
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2. Además del acuerdo a que se refiere el apartado 1, las autoridades competentes de 
las Partes contratantes podrán convenir los procedimientos que deban seguirse en 
virtud de los artículos $ y 6. 


3. Las autoridades competentes de las Partes Contratantes podrán comunicarse 
directamente entre sí para los efectos de este Artículo. 


4. Las Partes contratantes podrán acordar también otras formas de resolver las 
disputas. 


Artículo 12 
Entrada en vigor 

El presente Acuerdo entrará en vigor el primer día del segundo mes siguiente a la fecha de 
recepción del último aviso por el cual cada Parte contratante haya notificado a la otra por 
escrito de la finalización de sus procedimientos internos necesarios para la entrada en vigor 
de este Acuerdo. Sus disposiciones surtirán efecto de la siguiente manera: 

(a) en asuntos penales fiscales, desde la fecha de entrada en vigor, y 

(b) en todos los demás aspectos contemplados en el artículo 1, desde esa fecha, 

pero solo con relación a períodos impositivos que comiencen en o con posterioridad 

a esa fecha o, cuando no exista período impositivo, todas las obligaciones tributarias 


que surjan en o con posterioridad a esa fecha. 


Artículo 13 
Terminación 


l. Cualquiera de las Partes contratantes podrá terminar el presente Acuerdo mediante 
notificación al efecto enviada por canales diplomáticos o por carta a la autoridad 
competente de la otra Parte contratante. 


2. Dicha terminación surtirá efeptr abnramer día del mes siguiente a la expiración de 
Un plazo de seis meses desde la feepa asmeceprión de la notificación de terminación por la 
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otra Parte contratante. 


S Después de la terminación del presente Acuerdo las Partes contratantes 
permanecerán obligadas por las disposiciones del artículo 8 con respecto a cualquier 
información obtenida en virtud de este Acuerdo, 


EN FE DE LO CUAL, los abajo firmantes, debidamente autorizados para ello, han firmado 
el presente Acuerdo. 


HECHO en lo, Haya. el 24 de Octubre de 2012, en duplicado en los 
idiomas español, neerlándés e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso 
de divergencia, el texto en inglés prevalecerá. 


POR LA REPÚBLICA ORIENTAL POR EL REINO DE LOS 
DEL URUGUAY PAÍSES BAJOS 
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Texto del Protocolo 


PROTOCOLO 
AL 
ACUERDO 
ENTRE 
LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y 
EL REINO DE LOS PAÍSES BAJOS 
SOBRE 
EL INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN EN MATERIA TRIBUTARIA 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 


El Gobierno del Reino de los Países Bajos 
Deseando facilitar el intercambio de información en materia tributaria; 


Han convenido lo siguiente: 
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Artículo 1 


(Artículo 5) 


En la medida que en virtud del presente Acuerdo se transmitan datos personales serán de 
aplicación los preceptos adicionales que a continuación se detallan: 


a) La utilización de datos por parte de la autoridad recepta estará restringida a la 
finalidad indicada y habrá de cumplir las condiciones prescritas por la autoridad trasmisora; 
dicho uso también está permitido, sujeto a la autorización por escrito conforme al artículo 
8, para la prevención y persecución de delitos graves y con el fin de hacer frente a graves 
amenazas a la seguridad pública; 


b) Previa petición, la autoridad recepta informará a la autoridad transmisora de la 
utilización de los datos transmitidos y de los resultados conseguidos; 


c) Los datos personales solo podrán transmitirse a las agencias responsables. La 
transmisión a otras agencias requerirá en todo caso el previo consentimiento de la autoridad 


transmisora; 


d) La autoridad transmisora estará obligada a tomar todas las precauciones 
razonables para asegurarse de que los datos que deben ser proporcionados son exactos y 
necesarios para la finalidad por la que son suministrados. A tales efectos, habrán de 
observarse las prohibiciones de suministro de datos vigentes en las respectivas legislaciones 
internas. De comprobarse que fueron transmitidos datos inexactos o datos que no debieron 
haber sido suministrados, dicho extremo habrá de comunicarse sin dilación a la autoridad 
receptora. Esta estará obligada a rectificar o cancelar dichos datos sin dilación; 


e) Previa petición, el interesado deberá ser informado de los datos transmitidos 
Sobre su persona y de la finalidad para la que van a emplearse dichos datos. No existirá 
obligación de informar en el supuesto de que, debidamente ponderado el caso, el interés 
público de no facilitar la información en cuestión prevalezca sobre el interés del interesado 
en recibirla, Por lo demás, el derecho del interesado a recibir información sobre los datos 
que consten en relación con su persona se regirá por.la legislación interna de la Parte 
Contratante en cuyo territorio soberano se haya samatado la información; 
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f) Cuando alguien sufra un perjuicio contrario a derecho como consecuencia de una 
transmisión de datos conforme a este Acuerdo, responderá ante él la autoridad receptora, de 
conformidad con lo establecido en su legislación interna. Frente al perjudicado, la autoridad 
receptora no podrá argúir en su descargo que el daño fue causado por la agencia 
transmisora; 


g) En la medida en que la legislación interna de la autoridad transmisora existan 
normas de cancelación dentro de un cierto período de tiempo en relación con los datos 
personales transmitidos, dicha autoridad pondrá este extremo en conocimiento de la 
autoridad receptora. Independientemente de estos períodos, los datos personales 
transmitidos habrán de cancelarse tan pronto como dejen de ser necesarios para la finalidad 
con que fueron transmitidos; 


kh) La autoridad transmisora y la autoridad receptora estarán obligadas a consignar 
en documentos oficiales la transmisión y la recepción de datos personales; 


i) La autoridad transmisora y la autoridad receptora estarán obligadas a tomar 
medidas eficaces para proteger los datos personales transmitidos frente a cualquier tipo de 
acceso no autorizado, modificación no autorizada y comunicación no autorizada. 


Artículo 2 


Este Protocolo formará parte integral del Acuerdo entre el Reino de los Países Bajos y 
Uruguay para el intercambio de información en materia tributaria, y entrará en vigor en la 
misma fecha que el Acuerdo, 


EN FE DE LO CUAL, lo$ abajo firmantes, debidamente autorizados para ello por sus 
respectivos Gobiernos, firráan el presente Browacolo 
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HECHO en _Lo. Hoya. el_29 de Octubre de 2012 ,en 
duplicado en los idiomas español, neerlandés e inglés, siendo todos textos igualmente 
auténticos. En caso de divergencia, el texto en inglés prevalecerá. 


POR LA REPÚBLICA ORIENTAL POR EL REINO DE LOS 
DEL URUGUAY : PAÍSES BAJOS 
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Texto de las notas reversales 


TRADUCCIÓN N* 66/2013 NOTAS =========================----- 
[Carta expedida en papel membretado del Ministerio de 
Relaciones Exteriores de los Países Bajos] =-=============-- 
Su Excelencia Dr. Alvaro Moerzinger -——--------—--"——=======. 


Embajador de la República Oriental del Uruguay ---==-==-==-=--- 


Fecha: 15 de febrero de ¿113 ————— 


Ref.: Acuerdo sobre el ¡intercambio de información en 
materia tributaria == 4 
Ercerlencia e e e 0 0 0 e 


El Ministerio de Relaciones Exteriores del Reino de los 
Países Bajos, Departamento Jurídico, División Tratados, 
presenta sus saludos a la Embajada de la Repúbiica Oriental 
del Uruguay y tiene el honor de hacer referencia al Acuerdo 
entre el Reino de los Países Bajos y la República Oriental 
del Uruguay sobre el Intercambio de Información en Materia 
Tributaria, celebrado en La Haya el 24 de octubre de 2012 
(en adelante “el Acuerdo”). === 

En tal sentido, el Ministerio quisiera informar a la 
Embajada que en los textos originales en inglés, español y 
holandés se detectaron algunos errores que se podrían 
corregir aplicando el Articulo 79, párrafo 1, literal b, de 
la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados. ----- 


Las modificaciones son las siguientes: =-============o=o=-- 
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. En la versión en inglés, español y holandés en el 
Artículo 4, párrafo 1, literal a, donde dice “la expresión 
“Parte Contratante” significa el Reino de los Países Bajos, 
con respecto a los Países Bajos en Europa, o Uruguay según 
lo requiera el contexto” debería decir “la expresión “Parte 
Contratante” significa el Reino de los Países Bajos, con 
respecto a los Países Bajos, o Uruguay según lo requiera el 
conteo. e e o e o o e e 
o En la versión en holandés Artículo 4, párrafo 1, 
literal b, ii, se debería agregar un espacio entre las 
palabras *“recht” y rechtsmacht”. --========mn miem sine sue su sao 
. Si las modificaciones propuestas precedentemente 
fueran aceptables para las autoridades de la República 
Oriental del Uruguay el Ministerio tiene el honor de 
proponer que la presente Nota y Vuestra respuesta a esos 
efectos constituya un entendimiento entre el Reino de los 
Países Bajos y la República Oriental del Uruguay y tendrá 
vigencia a partir de la fecha de entrada en vigor del 
Acuerdo del Reino de los Países Bajos y la República 
Oriental del Uruguay sobre el Intercambio de Información en 
Materia Tributaria, celebrado en La Haya el 24 de octubre 
da A AA 


Reciba, Excelencia, las seguridades de mi más alta 


consideración. ——>=”——— e o e ne 
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Por el Ministro de Relaciones Exteriores del Reino de los 
Países Bajos, el Jefe de Tratados. [sigue firma ilegible] 
(J.F.M.A. Damoiseaux) === oo 
A A 
[Escudo de Uruguay) Embajada del Uruguay. Le Haya. =====-=-- 
La Haya, 16 de febrero de 2013. ===" =“—=—==========o..-- 
Su Excelencia, Sr. Frans Timmermans. Ministro de Relaciones 
Exteriores de los Países Bajos. —--=====""""====n- 
EXCelencia, 
Tengo el honor de referirme al Acuerdo entre el Reino de 
los Países Bajos y la República Oriental del Uruguay sobre 
Intercambio de Información en Materia Tributaria, celebrado 
en La Haya el 24 de octubre de 2012 (en adelante “el 
ALU 

La Embajada tiene el honor de acusar recibo de la Nota del 
Ministro del dia de la fecha que dice: =================--- 
MExcelencia 
El Ministerio de Relaciones Exteriores del Reino de los 
Países Bajos, Departamento Jurídico, División Tratados, 
presenta sus saludos a la Embajada de la República Oriental 
del Uruguay y tiene el honor de hacer referencia al Acuerdo 
entre el Reino de los Países Bajos y la República Oriental 


del Uruguay sobre el Intercambio de Información en Materia 
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Tributaria, celebrado en La Haya el 24 de octubre de 2012 
(en adelante “el Acuerdo). mm 

En tal sentido, el Ministerio quisiera informar a la 
Embajada que en los textos originales. en inglés, español y 
holandés se detectaron algunos errores que se podrían 
corregir aplicando el Artículo 79, párrafo 1, ¡Abr b, de 
la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados. ----- 
Las modificaciones son las siguientes: ------=-===-=-===-=---=--- 
o En la versión en inglés, español y holandés en el 
Artículo 4, párrafo 1, literal a, conde dice “la expresión 
“Parte Contratante” significa el Reino de los Países Bajos, 
con respecto a los Países Bajos en Europa, o Uruguay según 
lo requiera el contexto” debería decir “la expresión “Parte 
Contratante” significa el Reino de los Países Bajos, con 
respecto a los Países Bajos, o Uruguay según lo requiera el 
contexto. a e a 
. En la versión en holandés Artículo 4, párrafo 1, 
literal b, ii, se debería agregar un espacio entre las 
palabras “recht” y rechtsmacht”. ---=============n==n=n===os 

e Si las modificaciones propuestas precedentemente 
fueran aceptables para las autoridades de la República 
Oriental del Uruguay el Ministerio tiene el honor de 
proponer que la presente Nota y Vuestra respuesta a esos 


efectos constituya un entendimiento entre el Reino de los 
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Países Bajos y la República Oriental del Uruguay y tendrá 
vigencia a partir de la fecha de entrada en vigor del 
Acuerdo del Reino de los Países Bajos y la República 
Oriental del Uruguay sobre el Intercambio de Información en 
Materia Tributaria, celebrado en La Haya el 24 de octubre 
de LU A e e e 
Reciba, Excelencia, las seguridades de mi más alta 
consideración. 3 ->———————————————————====== === 
Por el Ministro de Relaciones Exteriores del Reino de los 
Países Bajos, el Jefe de Tratados. =-======"==============-=-- 
Firmado. J.F.M.A. Damoiseaux” 
La Embajada tiene el honor de confirmar que las 
correcciones precedentes son aceptables para el Gobierno 
del Uruguay y que Vuestra Nota y la presente respuesta 
constituyen un entendimiento entre el Reino de los Países 
Bajos y la República Oriental del Uruguay y tendrán 
vigencia a partir de la fecha de la entrada en vigor del 
Sd 
Reciba, Excelencia, las seguridades de mi más alta 
consideración. [sigue firma ilegible] Embajador Dr. Álvaro 
Moerzinger. Embajada de la República Oriental del Uruguay 


en el Reino de los Países Bajos. =--======="==========mm===- 
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CC: Sr. Y.F.M.A. Damoiseaux. Jefe de Tratados, Departamento 
Jurídico, Pivisión Tratados. Ministerio de Relaciones 


Exteriores del Reino de los Países Bajos. --==============- 


La Traductora Pública que suscribe declara que lo que antecede es traducción fiel y 
completa de la Nota adjunta, escrita en idioma inglés y de cuya versión al español! deja 


copia en su registro con el número 66/2013, en Montevideo, el día 19 de marzo de 2013. 
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Informe 


MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 
ASESORIA TRIBUTARIA 


Montevideo, 19 de abril de 2013 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite para refrendo 
ministerial, un proyecto de ley a través del cual se aprueba el Acuerdo 
sobre Intercambio de Información en Materia Tributaria, celebrado entre el 
Reino de los Países Bajos y la República Oriental del Uruguay. 


Esta Asesoría ha participado activamente en la negociación del 
referido acuerdo en carácter de contraparte en representación del Ministerio 
de Economía y Finanzas, en razón de lo cual se considera que el proyecto 
adjunto está en condiciones de ser refrendado por el Sr. Ministro de 
Economía y Finanzas. 


16 de marzo de 2016 


SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señor presidente: intentaré ser 
sintético dado que hay un informe escrito. 


Este acuerdo entre la República Oriental del Uruguay 
y el Reino de los Países Bajos sobre intercambio de infor- 
mación tributaria, firmado en la ciudad de La Haya el 24 
de octubre, y cuyas notas reversales fueron firmadas en la 
misma ciudad el 16 de febrero de 2013, tiene como antece- 
dente el compromiso asumido por Uruguay en materia de 
cooperación fiscal internacional. 


El acuerdo que se presenta a consideración del Senado 
tiene como objetivo promover la cooperación internacio- 
nal en materia tributaria a través del intercambio de infor- 
mación. Somos conscientes de que este tipo de acuerdos 
se suscriben alineados, básicamente, con los modelos de 
tratados vigentes en materia internacional. En este con- 
texto, los Estados dotan a sus administraciones tributarias 
de los medios adecuados para determinar su soberanía tri- 
butaria. 


Uruguay ha adoptado, en el marco de la OCDE —la 
Organización para la Cooperación y Desarrollo Económi- 
cos—, estándares internacionales en la materia e integra, 
junto a 120 jurisdicciones, el Foro Global sobre Transpa- 
rencia e Intercambio de Información Fiscal en Materia 
Tributaria de dicha organización desde su fundación, en 
setiembre de 2009. 


Ante el compromiso asumido frente a la comunidad 
internacional junto a las otras jurisdicciones integrantes 
del Foro Global, nuestro país se encuentra en el llamado 
proceso de revisión entre pares, que tiene como objetivo 
que las distintas jurisdicciones incorporen a su marco ju- 
rídico e implementen las recomendaciones acordadas. El 
establecimiento de acuerdos de intercambio de informa- 
ción entre las jurisdicciones es una de las recomendacio- 
nes realizadas. 


La principal fuente de estos estándares internaciona- 
les sobre intercambio de información fiscal es el artículo 
26 del Modelo de Convenio Tributario de la OCDE sobre 
la Renta y el Capital. Este modelo fue elaborado con el 
objeto de promover la cooperación internacional en ma- 
teria tributaria mediante el intercambio de información, 
en el combate a las prácticas fiscales perniciosas. Si bien 
su alcance es más limitado que el de los convenios para 
evitar la doble imposición, los aspectos relacionados con 
el intercambio de información se encuentran regulados en 
detalle. En este punto quiero señalar que todavía no he- 
mos firmado con el Reino de los Países Bajos un acuerdo 
para evitar la doble tributación; lo estamos negociando y 
es parte del programa de compromisos asumidos por el 
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país frente a la OCDE, que nos permite ubicarnos en listas 
distintas a las que estábamos hace un tiempo. 


Los Países Bajos aprobaron este acuerdo el 28 de febre- 
ro de 2014, por lo tanto, Uruguay seguirá trabajando para 
la suscripción de un acuerdo para evitar la doble tributa- 
ción, tal como se está haciendo con muchísimos países. 


Los estándares de que hablamos contemplan el inter- 
cambio de información fiscal entre los Estados partes, 
siendo la información proporcionada estrictamente con- 
fidencial. 


En cuanto al contenido de los estándares, en térmi- 
nos generales, refieren al intercambio previo requeri- 
miento de la información fiscal que sea previsiblemen- 
te relevante para la administración y aplicación de los 
tributos del otro Estado parte; a la inexistencia de res- 
tricciones cuyo fundamento sea el secreto bancario o la 
falta de interés fiscal para el Estado que debe obtener y 
proporcionar la información; a la disponibilidad de in- 
formación confiable y de los medios para obtenerla; y 
al manejo confidencial de la información proporcionada 
por cada Estado parte. 


Nuestro país adoptó estándares internacionales si- 
guiendo las recomendaciones emanadas del Foro Global 
sobre Transparencia e Intercambio de Información Tri- 
butaria, suscribiendo convenios similares a este sobre in- 
tercambio de información tributaria con Argentina, Aus- 
tralia, Brasil, Francia, Dinamarca, Islas Feroe, Noruega, 
Groenlandia, Islandia, Suecia y Canadá. 


El presente acuerdo, que sometemos a consideración 
del Cuerpo para su aprobación, contiene trece artículos. 


El artículo 1.* refiere al objeto y al ámbito de este acuer- 
do; el 2.% a la jurisdicción; el 3.” a los impuestos compren- 
didos; el 4.”, a las definiciones; el 5.*, al intercambio de in- 
formación previo requerimiento; el 6.%, a las inspecciones 
fiscales en el extranjero; el 7., a la posibilidad de denegar 
un requerimiento; el 8.” a la confidencialidad; el 9. a los 
costos; el 10.% a la legislación para el cumplimiento del 
acuerdo; el 11, al procedimiento de mutuo acuerdo; el 12, 
a la entrada en vigor; y el 13, a la terminación. 


El acuerdo también está integrado por un protocolo 
de dos artículos; el 1.* refiere al tratamiento de los datos 
personales que deban trasmitirse a las partes, y el 2.* es- 
tablece que el protocolo integra el acuerdo, tal como ya lo 
he expresado. Por su parte, las notas reversales, firmadas 
en La Haya, Reino de los Países Bajos, en febrero de 2013, 
aclaran que en el artículo 4., numeral 1, debe sustituirse 
la expresión «Reino de los Países Bajos en Europa» por 
«Reino de los Países Bajos». 


Por todas estas consideraciones y a la luz de los ante- 
cedentes que existen en cuanto a que el Parlamento uru- 
guayo ha votado acuerdos de este tenor, en el marco de los 
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compromisos asumidos con la OCDE y de los acuerdos 
bilaterales que he mencionado y que refieren a las reco- 
mendaciones emanadas del Foro Global sobre Transparen- 
cia e Intercambio de Información Tributaria, y atendiendo 
también a que se está tramitando, diplomáticamente, un 
acuerdo para evitar la doble imposición, recomendamos al 
Cuerpo la aprobación del presente acuerdo. 


Era cuanto tenía para decir. 
Muchas gracias, señor presidente. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor presidente: breve- 
mente, porque creo que ya hemos hecho referencia a este 
tipo de acuerdos con anterioridad, quiero decir que si bien 
es bueno y saludable que las administraciones tributarias 
y los países intercambien información de este carácter 
—creemos que es el camino por el que hay que Ir—, enten- 
demos que estos tratados tienen que venir acompañados 
por su contracara, es decir, por las normas para evitar la 
doble imposición. 


Aquí existen dos intereses: por un lado, el interés del 
Estado que nos requiere la información —en este caso, el 
Reino de los Países Bajos— y, por otro, el interés nacio- 
nal de que no tributen dos veces por los mismos hechos 
generadores, es decir, que por el hecho generador en el 
Uruguay se pague el impuesto en el país y no se pague en 
el país cocontratante en el extranjero. 


Por eso entendemos que este es el momento de exigir al 
otro país que otorgue, firme o acepte el convenio para evi- 
tar la doble imposición, porque es cuando el otro país tiene 
el interés. Después de esta instancia ya no tendrá más inte- 
rés de firmar un convenio para evitar la doble imposición 
porque, obviamente, ya llegó a lo que quería. 


Como ya dije, esto no es nuevo. Ayer se aprobó el 
Acuerdo de cooperación económica y técnica entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de Hungría y uno de los antecedentes favorables 
a la firma de ese acuerdo comercial —que se citó aquí— 
fue que en 1991 Hungría firmó con el Uruguay el primer 
tratado para evitar la doble imposición. Reitero, eso fue 
en 1991. 


Con los Estados Unidos de América no tenemos un 
tratado para evitar la doble imposición, pero sí, unilateral- 
mente, los Estados Unidos aceptan normas para evitarla. 


Se nos dice —como justificación para firmar este acuer- 
do sin las correlativas normas que, entendemos, son per- 
tinentes— que este es el inicio para lograr lo otro. Nos 
permitimos recordar que hace seis años ya, al iniciarse la 
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legislatura pasada, se nos trajo un convenio similar a este 
con la República Francesa y se nos dijo lo mismo: este es 
el primer paso, es decir, dar la información tributaria, para 
que después nos firmen el convenio para evitar la doble 
imposición. Pasaron seis años y no vino. 


Hace tres años se hizo lo mismo con la República Fe- 
derativa del Brasil. Es más: en el propio convenio se esta- 
bleció que Brasil y Uruguay iban a establecer una mesa de 
negociación para lograr una norma a efectos de evitar la 
doble imposición. ¡No ha venido! ¡No ha avanzado! 


Creemos que una adecuada defensa de los intereses 
nacionales por parte de nuestra Cancillería es: cada vez 
que un país nos pida información tributaria, debemos exi- 
girle el correlato del tratado para evitar la doble imposi- 
ción. ¡Es el momento adecuado! Después ya no tenemos 
fuerza diplomática para exigirlo. 


Por ese motivo, desde la bancada del Partido Colorado 
no vamos a acompañar este tratado. Entendemos que el 
Poder Ejecutivo siempre debería enviar los acuerdos para 
brindar la información tributaria con el tratado para evitar 
la doble imposición. Le ahorro al Cuerpo —para no abu- 
rrir— los fundamentos que la doctrina tributaria uruguaya, 
hace cuarenta o cincuenta años, siguiendo las enseñanzas 
de Ramón Valdés Costa, viene en forma unánime —creo 
yo— concluyendo sobre el tema. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

—24 en 27. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
Único.- Apruébanse el Acuerdo entre la República 
Oriental del Uruguay y el Reino de los Países Bajos so- 
bre Intercambio de Información Tributaria y su Protoco- 
lo, firmado en la ciudad de La Haya, Reino de los Países 
Bajos, el 24 de octubre de 2012, y Notas Reversales fir- 
madas en La Haya, Reino de los Países Bajos, el 16 de 
febrero de 2013». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota). 
—21 en 25. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado). 


16) CONTROL DEL MOSQUITO AEDES AEGYPTI 


SEÑOR PRESIDENTE. Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en segundo término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se establecen normas relacionadas 
con el ingreso a predios baldíos o fincas abandonadas, a fin 
de realizar el control del mosquito 4edes aegypti. (Carp. 
n.> 474/2016 — Rep. n.* 219/2016)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 474/2016 - Rep. n.* 219/2016 
CÁMARA DE SENADORES 
Comisión de Constitución y Legislación 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%.- Autorízase al Ministerio de Salud Pública, Gobiernos 
Departamentales y Municipales encargados del control de vectores trasmisores 
de enfermedades que representen un riesgo sanitario, a ingresar en los predios 
baldíos o fincas deshabitadas. Dicha autorización es a los exclusivos fines de 
proceder a la eliminación de recipientes, fumigación y limpieza. La facultad se 
otorga exclusivamente para los predios o fincas deshabitadas que se 
encuentren en la zona delimitada por la autoridad competente, 


Artículo 2*.- La autorización del artículo 1? de la presente ley regirá siempre 
que exista riesgo sanitario. 


Artículo 3*.- La autoridad podrá forzar y fraccionar cerraduras y aberturas, 
remover obstáculos y en general realizar todas las acciones imprescindibles 
para ingresar al predio o finca deshabitada a fin de cumplir con lo dispuesto por 
esta ley. 


La autoridad deberá tomar las precauciones necesarias a los efectos de que 
se produzca el menor daño posible al predio o finca deshabitada. 


Artículo 4%.- La autoridad podrá resarcirse de los gastos ocasionados por 
las tareas de limpieza realizadas en la forma y condiciones que adopte la 
reglamentación a tales efectos. 


Una vez evaluados los gastos ocasionados, la autoridad notificará al 
propietario de los mismos, otorgándose un plazo de diez días hábiles para 
oponerse o efectuar los descargos que estime pertinente. 


En la intervención se dejará expresa constancia tanto de los recursos 
empleados como de la situación anterior del inmueble mediante acta suscripta 
por escribano público. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, el 15 de marzo de 2016. 


PATRICIA AYALA 
Miembro Informante 


PEDRO BORDABERRY CARLOS CAMY 
EVA GOMORI LUIS ALBERTO HEBER 


RUBEN MARTÍNEZ HUELMO PABLO MIERES 


CONSTANZA MOREIRA 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1.- Autorizase a los Gobiernos Departamentales, autoridades de salud 
pública, u otras que estén encargadas del control del mosquito Aedes Aegypti y 
sus larvas a ingresar en los predios baldíos o fincas abandonadas para eliminar 
recipientes y fumigar, cuando dicho predio o finca se encontrare en la zona 
delimitada por la autoridad respectiva para desarrollar la tarea. 


Artículo 2.- La autorización del artículo 1 regirá mientras este en vigencia la 
emergencia epidemiológica. 


Artículo 3.- Si del resultado de la acción para el ingreso a predios baldíos o 
fincas abandonadas derivase algún daño material, éste no generará 
responsabilidad para el Estado, la autoridad o el organismo actuante, siendo 
de cargo del propietario los gastos ocasionados para el referido ingreso. 
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FUNDAMENTACIÓN 


Al haber sido declarada por las autoridades de la Salud la vigilancia 
epidemiológica y vigilancia del vector transmisor del virus de Dengue, Zika y 
Chikungunya, los equipos del referido ministerio han puesto en marcha 
medidas de eliminación de recipientes que puedan convertirse en posibles 
criaderos y, en los casos en que se detecten riesgos la realización de una 
fumigación en la zona afectada y la descacharrización. 


En esas zonas se encuentran predios baldíos y/o fincas abandonadas que 
debieron tener los cuidados correspondientes de sus propietarios como 
prescribe la Ley de Ordenamiento Territorial N* 18.308 la cual establece los 
deberes que tienen todos los propietarios o poseedores de fincas y predios, 
como consecuencia de su derecho de propiedad. Como es corriente en estos 
casos los propietarios no realicen los cuidados necesarios en sus predios 
quedando en las respectivas zonas a fumigar, focos infecciosos que atentan 
contra la salud general de la población. Como es sabido para ingresar en esos 
predios sería necesaria la previa autorización del propietario — situación en 
muchos casos difícil de obtener por desconocimiento o distancia del mismo- o a 
un juez, a quien el organismo autorizado o legitimado a realizar la tarea, deberá 
dirigirse para solicitar el ingreso, mediante un procedimiento judicial con el 
tiempo que ello conlleva, 


Es por ello que dada la gravedad de la situación y para facilitar la tarea del 
combate a la misma, procurando preservar la salud de la población y dado el 
interés general que conlleva esta situación es que se propone esta norma, 


" o daccul Er 
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Disposición citada 


Ley N* 18.308, 
de 18 de junio de 2008 


ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE 
MARCO REGULADOR GENERAL 
TÍTULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


Artículo 1%. (Objeto).- La presente ley establece el marco regulador general para el 
ordenamiento territorial y desarrollo sostenible, sin perjuicio de las demás normas 
aplicables y de las regulaciones, que por remisión de ésta, establezcan el Poder 
Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales. A tal fin: 


a) Define las competencias e instrumentos de planificación, participación y actuación 
en la materia. 


b) Orienta el proceso de ordenamiento del territorio hacia la consecución de objetivos 
de interés nacional y general. 


c) Diseña los instrumentos de ejecución de los planes y de actuación territorial 


Artículo 2”. (Declaración de interés general, naturaleza y alcance).- Declárase de 
interés general el ordenamiento del territorio y de las zonas sobre las que la República 
ejerce su soberanía y jurisdicción. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial son de orden público y obligatorios en 
los términos establecidos en la presente ley. Sus determinaciones serán vinculantes 
para los planes, proyectos y actuaciones de las instituciones públicas, entes y 
servicios del Estado y de los particulares. 


El ordenamiento territorial es cometido esencial del Estado y sus disposiciones son 
de orden público. 


lo 3” (Concepto y finalidad).- A los efectos de la presente ley, el ordenamiento 
territorial es el conjunto de acciones transversales del Estado que tienen por finalidad 
mantener y mejorar la calidad de vida de la población, la integración social en el 
territorio y el uso y aprovechamiento ambientalmente sustentable y democrático de los 
recursos naturales y culturales. 


El ordenamiento territorial es una función pública que se ejerce a través de un 
sistema integrado de directrices, programas, planes y actuaciones de las instituciones 
del Estado con competencia a fin de organizar el uso del territorio. 


Para ello, reconoce la concurrencia de competencias e intereses, genera 
instrumentos de promoción y regulación de las actuaciones y procesos de ocupación, 
transformación y uso del territorio. 


Artículo 4%. (Materia del ordenamiento territorial).- El ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible comprende: 


a) La definición de estrategias de desarrollo sostenible, uso y manejo del territorio en 
función de objetivos sociales, económicos, urbanísticos y ecológicos, a través de 
la planificación. 


b) El establecimiento de criterios para la localización de las actividades económicas y 
sociales. 
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c) La identificación y definición de áreas bajo régimen de Administración especial de 
protección, por su interés ecológico, patrimonial, paisajístico, cultural y de 
conservación del medio ambiente y los recursos naturales. 


d) La identificación de zonas de riesgo por la existencia de fenómenos naturales o de 
instalaciones peligrosas para asentamientos humanos. 


e) La definición de equipamiento e infraestructuras y de estrategias de consolidación 
del sistema de asentamientos humanos. 


f) La previsión de territorio a los fines y usos previstos en los planes. 


g) El diseño y adopción de instrumentos y procedimientos de gestión que promuevan 
la planificación del territorio. 


h) La elaboración e instrumentación de programas, proyectos y actuaciones con 
incidencia territorial. 


i) La promoción de estudios para la identificación y análisis de los procesos 
políticos, sociales y económicos de los que derivan las modalidades de ocupación 
y ordenamiento del territorio. 


lo 5% (Principios rectores del ordenamiento territorial).- Son principios rectores 
del ordenamiento territorial y desarrollo sostenible: 


a) La adopción de las decisiones y las actuaciones sobre el territorio a través de la 
planificación ambientalmente sustentable, con equidad social y cohesión territorial. 


b) La coordinación y cooperación entre sí, sin perjuicio de las competencias 
atribuidas a cada una, de las entidades públicas que intervienen en los procesos 
de ordenamiento del territorio y el fomento de la concertación entre el sector 
público, el privado y el social. 


c) La descentralización de la actividad de ordenamiento territorial y la promoción del 
desarrollo local y regional, poniendo en valor los recursos naturales, construidos y 
sociales presentes en el territorio. 


d) La promoción de la participación ciudadana en los procesos de elaboración, 
implementación, seguimiento, evaluación y revisión de los instrumentos de 
ordenamiento territorial. 


e) La distribución equitativa de las cargas y beneficios del proceso urbanizador entre 
los actores públicos y privados. 


f) La recuperación de los mayores valores inmobiliarios generados por el 
ordenamiento del territorio. 


g) La conciliación del desarrollo económico, la sustentabilidad ambiental y la equidad 
social, con objetivos de desarrollo integral, sostenible y cohesionado del territorio, 
compatibilizando una equilibrada distribución espacial de los usos y actividades y 
el máximo aprovechamiento de las infraestructuras y servicios existentes. 


h) El desarrollo de objetivos estratégicos y de contenido social y económico 
solidarios, que resulten compatibles con la conservación de los recursos naturales 
y el patrimonio cultural y la protección de los espacios de interés productivo rural. 


16 de marzo de 2016 CÁMARA DE SENADORES 351-C.S. 


i) La creación de condiciones para el acceso igualitario de todos los habitantes a 
una calidad de vida digna, garantizando la accesibilidad a equipamientos y a los 
servicios públicos necesarios, así como el acceso equitativo a un hábitat 
adecuado. 


j) La tutela y valorización del patrimonio cultural, constituido por el conjunto de 
bienes en el territorio a los que se atribuyen valores de interés ambiental, 
científico, educativo, histórico, arqueológico, arquitectónico o turístico, referidos al 
medio natural y la diversidad biológica, unidades de paisaje, conjuntos urbanos y 
monumentos. 


k) La prevención de los conflictos con incidencia territorial. 


I) El carácter público de la información territorial producida por las instituciones del 
Estado. 


TÍTULO Il 
DERECHOS Y DEBERES TERRITORIALES DE LAS PERSONAS 
Artículo 6". (Derechos territoriales de las personas).- 


a) Toda persona tiene derecho a que los poderes públicos establezcan un 
ordenamiento territorial adecuado al interés general, en el marco de los derechos 
y garantías establecidos en la Constitución de la República. 


b) Toda persona tiene derecho a la participación en los procedimientos de 
elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial. 


c) Toda persona podrá demandar ante la sede judicial correspondiente la 
observancia de la legislación territorial y de los instrumentos de ordenamiento en 
todos los acuerdos, actos y resoluciones que adopten las instituciones públicas. 


d) Toda persona tendrá derecho al acceso a la información sobre el territorio que 
posean las instituciones públicas. 


e) Toda persona tiene derecho al uso común y general de las redes viales, 
circulaciones peatonales, ribera de los cursos de agua, zonas libres y de recreo - 
todas ellas públicas- y a acceder en condiciones no discriminatorias a 
equipamientos y servicios de uso público, de acuerdo con las normas existentes, 
garantizándolo a aquellas personas con capacidades diferentes. 


. (Deberes territoriales de las personas).- Todas las personas tienen el 
deber de respetar las disposiciones del ordenamiento territorial y colaborar con las 
instituciones públicas en la defensa de su integridad a través del ejercicio racional y 
adecuado de sus derechos. 


Asimismo las personas tienen el deber de proteger el medio ambiente, los recursos 
naturales y el patrimonio cultural y de conservar y usar cuidadosamente los espacios y 
bienes públicos territoriales. 
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TÍTULO Il 
INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN TERRITORIAL 
CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 8%. (Tipos de instrumentos).- La planificación y ejecución se ejercerá a 
través de los siguientes instrumentos de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible: 


a) En el ámbito nacional: Directrices Nacionales y Programas Nacionales. 
b) En el ámbito regional: Estrategias Regionales. 


c) En el ámbito departamental: Directrices Departamentales, Ordenanzas 
Departamentales, Planes Locales. 


d) En el ámbito interdepartamental: Planes Interdepartamentales. 


e) Instrumentos especiales. 


En la elaboración de los diferentes instrumentos se observarán los principios de 
información, participación, cooperación y coordinación entre las entidades públicas, sin 
perjuicio del respeto de la competencia atribuida a cada una de ellas. 


Los instrumentos de planificación territorial referidos son complementarios y no 
excluyentes de otros planes y demás instrumentos destinados a la regulación de 
actividades con incidencia en el territorio dispuestos en la legislación específica 
correspondiente, excepto los que la presente ley anula, modifica o sustituye. 


CAPÍTULO Il 


INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE 
DE ÁMBITO NACIONAL Y REGIONAL 


Artículo 9*. (Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Las Directrices Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible constituyen el instrumento general de la política pública en la materia y 
tendrán por objeto: 


a) El establecimiento de las bases y principales objetivos estratégicos nacionales en 
la materia. 


b) La definición básica de la estructura territorial y la identificación de las actuaciones 
territoriales estratégicas. 


c) La formulación de criterios, lineamientos y orientaciones generales para los demás 
instrumentos de ordenamiento territorial, para las políticas sectoriales con 
incidencia territorial y para los proyectos de inversión pública con impacto en el 
territorio nacional. 


d) La determinación de los espacios sujetos a un régimen especial de protección del 
medio ambiente y sus áreas adyacentes y las modalidades de aprovechamiento, 
uso y gestión de los recursos naturales. 


e) La propuesta de los incentivos y sanciones a aplicar por los organismos 
correspondientes que contribuyan a la concreción de los planes. 
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f) La proposición de medidas de fortalecimiento institucional y el apoyo a la 
coordinación y cooperación para la gestión planificada del territorio. 


Artículo 10. (Elaboración y aprobación de las Directrices Nacionales).- El Poder 
Ejecutivo elaborará y someterá las Directrices Nacionales al Poder Legislativo para su 
aprobación, sin perjuicio de la iniciativa legislativa que a éste corresponde. 


En el proceso de elaboración de las Directrices Nacionales se fomentará la 
participación directa de las entidades públicas con competencia relevante en la 
materia y de los Gobiernos Departamentales. 


Artículo 11. (Programas Nacionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Constituyen Programas Nacionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible los instrumentos cuyo objetivo fundamental será establecer las 
bases estratégicas y las acciones para la coordinación y cooperación entre las 
instituciones públicas en ámbitos territoriales concretos o en el marco de sectores 
específicos de interés territorial nacional. 


La elaboración de los Programas Nacionales corresponde al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), a través de la Dirección 
Nacional de Ordenamiento Territorial, por sí o mediante la elaboración conjunta de 
éste con otros organismos públicos, en el marco del Comité Nacional de 
Ordenamiento Territorial y con el asesoramiento de la Comisión Asesora de 
Ordenamiento Territorial. 


Los Programas Nacionales serán elevados al Poder Ejecutivo para su aprobación. 
Tendrán la vigencia y mecanismos de revisión que establezcan. 


Artículo 12. (Estrategias Regionales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Constituyen Estrategias Regionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible los instrumentos de carácter estructural referidos al territorio 
nacional que, abarcando en todo o en parte áreas de dos o más departamentos que 
compartan problemas y oportunidades en materia de desarrollo y gestión territorial, 
precisan de coordinación supradepartamental para su óptima y eficaz planificación. 


Las Estrategias Regionales contendrán al menos las siguientes determinaciones: 


a) Objetivos regionales de mediano y largo plazo para el ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible. 


b) Lineamientos de estrategia territorial contemplando la acción coordinada del 
Gobierno Nacional, los Gobiernos Departamentales y los actores privados. 


c) La planificación de servicios e infraestructuras territoriales. 


d) Propuestas de desarrollo regional y fortalecimiento institucional. 


Artículo 13. (Elaboración y aprobación de las Estrategias Regionales).- Las 
Estrategias Regionales serán elaboradas mediante un procedimiento de concertación 
formal entre el Gobierno Nacional, representado por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) y los Gobiernos 
Departamentales involucrados. 


Las Estrategias Regionales deberán ser aprobadas por el Poder Ejecutivo y los 
Gobiernos Departamentales interesados. 


CAPÍTULO Ill 
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INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO 
SOSTENIBLE 
DE LOS ÁMBITOS DEPARTAMENTAL E INTERDEPARTAMENTAL 


Artículo 14. (Competencias departamentales de ordenamiento territorial).- Los 
Gobiernos Departamentales tendrán la competencia para categorizar el suelo, así 
como para establecer y aplicar regulaciones territoriales sobre usos, fraccionamientos, 
urbanización, edificación, demolición, conservación, protección del suelo y policía 
territorial, en todo el territorio departamental mediante la elaboración, aprobación e 
implementación de los instrumentos establecidos por esta ley, en el marco de la 
legislación aplicable. 


. (Ordenanza Departamental de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- La Ordenanza Departamental de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible constituye el instrumento con las determinaciones generales respecto a la 
gestión, planificación y actuación territorial en toda la jurisdicción del departamento. 


Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la elaboración y 
aprobación de las Ordenanzas Departamentales. 


Artículo 16. (Directrices Departamentales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Las Directrices Departamentales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible constituyen el instrumento que establece el ordenamiento estructural del 
territorio departamental, determinando las principales decisiones sobre el proceso de 
ocupación, desarrollo y uso del mismo. 


Tienen como objeto fundamental planificar el desarrollo integrado y ambientalmente 
sostenible del territorio departamental, mediante el ordenamiento del suelo y la 
previsión de los procesos de transformación del mismo. 


Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la elaboración y 
aprobación de las Directrices Departamentales. 


Artículo 17. (Planes Locales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible).- 
Los Planes Locales de Ordenamiento del Territorio son los instrumentos para el 
ordenamiento de ámbitos geográficos locales dentro de un departamento. 


Se realizarán a iniciativa del Gobierno Departamental con la participación de las 
autoridades locales, las que definirán en cada caso su contenido, salvo cuando los 
contenidos del Plan Local estén indicados en un instrumento de ordenamiento 
territorial del ámbito departamental. Su tramitación y aprobación se hará en los 
términos establecidos en la presente ley. 


Es de competencia exclusiva de los Gobiernos Departamentales la elaboración y 
aprobación de los presentes instrumentos, así como la definición del ámbito de cada 
Plan Local. 


Artículo 18. (Planes Interdepartamentales de Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Sostenible).- Los Planes Interdepartamentales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible constituyen el instrumento que establece el ordenamiento 
estructural y detallado, formulado por acuerdo de partes, en los casos de micro 
regiones compartidas. 


Tendrán la naturaleza de los Planes Locales de Ordenamiento Territorial y serán 
elaborados y aprobados por los Gobiernos Departamentales involucrados. 


CAPÍTULO IV 
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INSTRUMENTOS ESPECIALES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
DESARROLLO SOSTENIBLE 


Artículo 19. (Instrumentos Especiales). Son los instrumentos complementarios o 
derivados de los anteriores: Planes Parciales, Planes Sectoriales, Programas de 
Actuación integrada y los Inventarios, Catálogos y otros instrumentos de protección de 
bienes y espacios. 


Los Instrumentos Especiales deberán ser aprobados por los respectivos Gobiernos 
Departamentales y tendrán efecto vinculante sobre los derechos y deberes de las 
personas y de la propiedad inmueble. 


Fuente: Inciso 1? ) Ley N” 18.719, de 27/12/2010, 
artículo 607. 


Artículo 20. (Planes Parciales y Planes Sectoriales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible).- Los Planes Parciales constituyen instrumentos para el 
ordenamiento detallado de áreas identificadas por el Plan Local o por otro instrumento, 
con el objeto de ejecutar actuaciones territoriales específicas de: protección o fomento 
productivo rural; renovación, rehabilitación, revitalización, consolidación, mejoramiento 
o expansión urbana; conservación ambiental y de los recursos naturales o el paisaje; 
entre otras. 


Los Planes Sectoriales constituyen instrumentos para la regulación detallada de 
temas específicos en el marco del Plan Local o de otro instrumento y en particular para 
el ordenamiento de los aspectos territoriales de las políticas y proyectos sectoriales 
con impacto estructurante. 


Los Planes Parciales y los Planes Sectoriales serán aprobados por los respectivos 
Gobiernos Departamentales y se formalizarán en los documentos adecuados 
conforme a la Ordenanza Departamental. 


Artículo 21. (Programas de Actuación Integrada).- Los Programas de Actuación 
Integrada constituyen el instrumento para la transformación de sectores de suelo 
categoría urbana, suelo categoría suburbana y con el atributo de potencialmente 
transformable e incluirán, al menos: 


a) La delimitación del ámbito de actuación en una parte de suelo con capacidad de 
constituir una unidad territorial a efectos de su ordenamiento y actuación. 


b) La programación de la efectiva transformación y ejecución. 


c) Las determinaciones estructurantes, la planificación pormenorizada y las normas 
de regulación y protección detalladas aplicables al ámbito. 


Tienen por finalidad el cumplimiento de los deberes territoriales de cesión, 
equidistribución de cargas y beneficios, retorno de las valoraciones, urbanización, 
construcción o desarrollo entre otros. 


El acuerdo para autorizar la formulación de un Programa de Actuación Integrada se 
adoptará por la Intendencia Municipal de oficio o a instancia de parte, la que deberá 
presentar la propuesta del ámbito sugerido y justificación de la viabilidad de la 
actuación. 


La Intendencia Municipal podrá autorizar la elaboración del Programa de Actuación 
Integrada y la posterior ejecución por gestión pública, privada o mixta, según los 
criterios establecidos en la Ordenanza Departamental. 
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La elaboración por iniciativa privada únicamente podrá autorizarse cuando cuente 
con la conformidad de la mayoría de los propietarios de suelo en el ámbito propuesto y 
se ofrezcan garantías suficientes de su ejecución, todo ello en arreglo a lo que 
establezca la Ordenanza Departamental correspondiente. 


Artículo 22. (Inventarios, Catálogos y otros instrumentos de protección de Bienes y 
Espacios).- Son instrumentos complementarios de ordenamiento territorial, que 
identifican y determinan el régimen de protección para las construcciones, conjuntos 
de edificaciones y otros bienes, espacios públicos, sectores territoriales o zonas de 
paisaje en los que las intervenciones se someten a requisitos restrictivos a fin de 
asegurar su conservación o preservación acordes con su interés cultural de carácter 
histórico, arqueológico, artístico, arquitectónico, ambiental o patrimonial de cualquier 
orden. 


Éstos se podrán aprobar como documentos independientes o integrados en los otros 
instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible. 


Las Intendencias Municipales mantendrán un registro actualizado de todos los 
inmuebles inventariados y catalogados, con información suficiente de su situación 
física y jurídica así como las medidas y grado de protección a que estén sujetos. Esta 
información deberá ser inscripta en el Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial. 


CAPÍTULO V 


ELABORACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
Y DESARROLLO SOSTENIBLE 


Artículo 23. (Elaboración de los instrumentos de ámbito departamental).- El 
Intendente elaborará y someterá los instrumentos del ámbito departamental a la Junta 
Departamental respectiva para su aprobación, sin perjuicio de la iniciativa legislativa 
que a ésta corresponde. 


El Poder Ejecutivo, los entes y servicios públicos prestarán su colaboración y 
facilitarán los documentos e información necesarios. 


Artículo 24. (Puesta de Manifiesto. Suspensión cautelar).- En el proceso de 
elaboración de los instrumentos de los ámbitos regional, departamental e 
interdepartamental se redactará el avance que contenga los principales estudios 
realizados y los criterios y propuestas generales que orientarán la formulación del 
documento final. 


El órgano competente dispondrá, en todos los casos indicados en el 
inciso precedente, la Puesta de Manifiesto del avance por un período no menor a los 
treinta días a efectos de la consulta y recepción de las observaciones, la que será 
ampliamente difundida. 


A partir del inicio de la elaboración de los avances de los instrumentos, los 
Gobiernos Departamentales podrán establecer fundadamente como medida cautelar, 
la suspensión de las autorizaciones de usos, fraccionamientos, urbanización, 
construcción o demolición, en ámbitos territoriales estratégicos o de oportunidad. La 
suspensión cautelar se extinguirá, en todos los casos, con la aprobación definitiva del 
instrumento respectivo. 


Artículo 25. (Aprobación previa y Audiencia Pública).- Los instrumentos se 
someterán a la consideración del órgano competente para adoptar su aprobación 
previa, a efectos de abrir el periodo de audiencia pública y solicitud de informes. 


La audiencia pública será obligatoria para los Planes Locales y para todos los 
Instrumentos Especiales, siendo su realización facultativa para los restantes 
instrumentos. 
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La publicación de la aprobación previa determinará la suspensión de las 
autorizaciones en trámite de usos, fraccionamientos, urbanización, construcción o 
demolición en los ámbitos en que las nuevas determinaciones supongan modificación 
del régimen vigente. Esta suspensión se extinguirá con la aprobación definitiva del 
instrumento respectivo. 


Se deberá solicitar informes a las instituciones públicas, entes y servicios 
descentralizados respecto a las incidencias territoriales en el ámbito del instrumento. 


Previo a la aprobación definitiva, se deberá solicitar al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) el informe sobre la 
correspondencia del instrumento con los demás vigentes y realizar el procedimiento 
ambiental que corresponda, el que dispondrá del plazo de treinta días hábiles desde la 
recepción para expedirse, vencido el cual sin pronunciamiento, se entenderá como 
emitido en sentido favorable. 


Artículo 26. (Naturaleza jurídica. Publicación).- Los instrumentos del ámbito 
departamental tendrán la naturaleza jurídica de Decretos Departamentales a todos sus 
efectos. 


La omisión de las instancias obligatorias de participación social acarreará la nulidad 
del instrumento de ordenamiento territorial pertinente. 


Todos los instrumentos previstos en la presente ley deberán ser publicados en el 
Diario Oficial. 

Artículo 27. (Efectos de la entrada en vigor de los Instrumentos de Ordenamiento 
Territorial).- La entrada en vigor de los instrumentos previstos en la presente ley 
producirá los siguientes efectos: 


a) La vinculación de los terrenos, instalaciones y edificaciones al destino definido por 
el instrumento y al régimen jurídico del suelo que les sea de aplicación. 


b) No podrán otorgarse autorizaciones contrarias a las disposiciones de los 
instrumentos. Esta determinación alcanza al proceso de Autorización Ambiental 
Previa que se tramitará sólo para proyectos encuadrados en el instrumento de 
ordenamiento territorial aplicable. En los casos de apertura de minas y canteras 
quedará habilitada de oficio la gestión para la posible revisión del instrumento que 
se trate. 


c 


=— 


La declaración automática de fuera de ordenamiento, total o parcialmente 
incompatibles con el instrumento respectivo, para las instalaciones, 
construcciones, fraccionamientos o usos, concretados con anterioridad a la 
entrada en vigor y que resulten disconformes con el nuevo ordenamiento. 


d 


_— 


La obligatoriedad del cumplimiento de sus determinaciones de carácter vinculante 
para todas las personas, públicas y privadas. 


e) La obligatoriedad de sus determinaciones a los efectos de la aplicación por la 
Administración de los medios de ejecución forzosa frente a los incumplimientos. 


f) La declaración de utilidad pública sobre los terrenos, instalaciones y 
construcciones correspondientes, cuando prevean obras públicas o delimiten 
ámbitos de actuación a ejecutar mediante expropiación. 


Existiendo instrumento vigente, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente (MVOTMA), la Comisión Honoraria Pro-Erradicación de la Vivienda 
Rural Insalubre (MEVIR) y toda entidad pública, deberán construir las viviendas objeto 
de su competencia únicamente dentro de las previsiones de dichos instrumentos, 
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obteniendo previamente el permiso de construcción respectivo. Esta disposición 
también rige para todo tipo de construcciones de la Administración Central, los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, cuando construyan por sí o mediante 
contrato de cualquier tipo. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) 
expedirá un dictamen técnico de Viabilidad Territorial en caso de no existir 
instrumentos de ordenamiento y desarrollo territorial vigentes y aplicables para la zona 
de implantación de un emprendimiento para el que corresponda la autorización 
ambiental previa de acuerdo con la Ley N” 16.466, de 19 de enero de 1994 y su 
reglamentación. 


. (Seguimiento durante la vigencia).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial conforme a la presente ley deberán prever mecanismos de seguimiento, 
control y evaluación técnica y monitoreo ciudadano, durante el período de vigencia. 
Las entidades públicas responsables de la implementación y aplicación de las 
disposiciones de los instrumentos deberán rendir cuenta de su actividad regularmente, 
poniendo de manifiesto los resultados de su gestión. 


Artículo 29. (Revisión de los Instrumentos de Ordenamiento Territorial).- Las 
modificaciones en las determinaciones de los instrumentos deberán ser establecidas 
por instrumentos de igual jerarquía y observando los procedimientos establecidos en la 
presente ley para su elaboración y aprobación. 


Toda alteración del ordenamiento establecida por un instrumento que aumente la 
edificabilidad o desafecte el suelo de un destino público, deberá contemplar las 
medidas compensatorias para mantener la proporcionalidad y calidad de los 
equipamientos. 


Los instrumentos serán revisados cuando se produzcan los supuestos 0 
circunstancias que él mismo defina, así como siempre que se pretenda introducir 
alteraciones en él o en el territorio. 


Los instrumentos podrán prever procedimientos de revisión menos exigentes para 
modificaciones de aquellas determinaciones que hayan definido como no sustanciales, 
sin perjuicio que las mismas deberán ser establecidas por normas de igual jerarquía. 


TÍTULO IV 
LA PLANIFICACIÓN PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE 
CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES BÁSICAS 


Artículo 30. (Categorización de suelo en el territorio).- La competencia exclusiva del 
Gobierno Departamental para la categorización de suelo en el territorio del 
departamento se ejercerá mediante los instrumentos de ordenamiento territorial de su 
ámbito. 


El suelo se podrá categorizar en: rural, urbano, o suburbano. Para cada categoría 
podrán disponerse en los instrumentos subcategorías, además de las que se 
establecen en la presente ley. 


Los Gobiernos Departamentales podrán categorizar con carácter cautelar por un 
plazo predeterminado como suburbano o rural, áreas de territorio que entiendan 
necesario proteger hasta tanto elaboren instrumentos que lo categoricen en forma 
definitiva y dictarán simultáneamente las disposiciones de protección necesarias. 


. (Suelo Categoría Rural).- Comprenderá las áreas de territorio que los 
instrumentos de ordenamiento territorial categoricen como tales, incluyendo las 
subcategorías: 
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a) Rural productiva, que podrá comprender áreas de territorio cuyo destino principal 
sea la actividad agraria, pecuaria, forestal o similar, minera o extractiva, o las que 
los instrumentos de ordenamiento territorial establezcan para asegurar la 
disponibilidad de suelo productivo y áreas en que éste predomine. 


También podrá abarcarse como suelo rural las zonas de territorio con aptitud 
para la producción rural cuando se trate de áreas con condiciones para ser 
destinadas a fines agropecuarios, forestales o similares y que no se encuentren 
en ese uso. 


b 


— 


Rural natural, que podrá comprender las áreas de territorio protegido con el fin de 
mantener el medio natural, la biodiversidad o proteger el paisaje u otros valores 
patrimoniales, ambientales o espaciales. Podrá comprender, asimismo, el álveo 
de las lagunas, lagos, embalses y cursos de agua del dominio público o fiscal, del 
mar territorial y las fajas de defensa de costa. 


Los suelos de categoría rural quedan, por definición, excluidos de todo proceso de 
urbanización, de fraccionamiento con propósito residencial y comprendidos en toda 
otra limitación que establezcan los instrumentos. 


Artículo 32. (Suelo Categoría Urbana).- El suelo categoría urbana comprenderá las 
áreas de territorio de los centros poblados, fraccionadas, con las infraestructuras y 
servicios en forma regular y total, así como aquellas áreas fraccionadas parcialmente 
urbanizadas en las que los instrumentos de ordenamiento territorial pretenden 
mantener o consolidar el proceso de urbanización. 


En el suelo categoría urbana los instrumentos podrán establecer las subcategorías 
de: 


a) Suelo categoría urbana consolidado, cuando se trate de áreas urbanizadas 
dotadas al menos de redes de agua potable, drenaje de aguas pluviales, red vial 
pavimentada, evacuación de aguas servidas, energía eléctrica y alumbrado 
público; todo ello en calidad y proporción adecuada a las necesidades de los usos 
a que deban destinarse las parcelas. 


b) Suelo categoría urbana no consolidado, cuando se trate de áreas en las que aún 
existiendo un mínimo de redes de infraestructuras, las mismas no sean suficientes 
para dar servicio a los usos previstos por el instrumento. 


Asimismo podrán tener la categoría de suelo categoría urbana no consolidado las 
zonas degradadas o en desuso que, de conformidad con las previsiones de los 
instrumentos, deban ser objeto de actuaciones con la finalidad de su consolidación o 
renovación. 


A los efectos de lo dispuesto por el numeral 1? del artículo 297 de la Constitución de 
la República, así como toda otra legislación y en especial sobre fraccionamientos, el 
concepto de propiedad inmueble urbana se podrá adjudicar al suelo categoría urbana. 


Artículo 33. (Suelo Categoría Suburbana).- Comprenderá las áreas de suelo 
constituidas por enclaves con usos, actividades e instalaciones de tipo urbano o zonas 
en que éstas predominen, dispersos en el territorio o contiguos a los centros poblados, 
según lo establezcan los instrumentos de ordenamiento territorial. 


Son instalaciones y construcciones propias de suelo categoría suburbana las: 
habitacionales, turísticas, residenciales, deportivas, recreativas, industriales, de 
servicio, logística o similares. 


A los efectos de lo dispuesto por el numeral 1* del artículo 297 de la Constitución de 
la República, así como toda otra legislación y en especial sobre fraccionamientos, el 
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concepto de propiedad de inmuebles suburbanos se podrá adjudicar, en todo o en 
parte del predio, indistintamente al suelo categoría suburbana o urbana. 


Artículo 34. (Atributo de potencialmente transformable).- Los instrumentos de 
ordenamiento territorial podrán delimitar ámbitos de territorio como potencialmente 
transformables. Sólo se podrá transformar un suelo incluido dentro de una categoría 
en otra, en áreas con el atributo de potencialmente transformable. 


Únicamente será posible incorporar terrenos a los suelos categoría urbana y 
categoría suburbana mediante la elaboración y aprobación de un programa de 
actuación integrada para un perímetro de actuación especificamente delimitado dentro 
de suelo con el atributo de potencialmente transformable. 


Mientras no tenga lugar la aprobación del correspondiente programa de actuación 
integrada, el suelo con el atributo de potencialmente transformable estará sometido a 
las determinaciones establecidas para la categoría de suelo en que fuera incluido. 


CAPÍTULO Il 


RÉGIMEN GENERAL DE LOS DERECHOS Y DEBERES TERRITORIALES 
DE LA PROPIEDAD INMUEBLE 


Artículo 35. (Derechos generales de la propiedad de suelo).- Forman parte del 
contenido del derecho de propiedad de suelo las facultades de utilización, disfrute y 
explotación normales del bien de acuerdo con su situación, características objetivas y 
destino de conformidad con la legislación vigente. 


Las limitaciones al derecho de propiedad incluidas en las determinaciones de los 
instrumentos de ordenamiento territorial se consideran comprendidas en el concepto 
de interés general declarado en la presente ley y, por remisión a ésta, a la concreción 
de los mismos que resulte de los instrumentos de ordenamiento territorial. 


El cumplimiento de los deberes vinculados al ordenamiento territorial establecidos 
por la presente ley es condición para el ejercicio de los derechos de aprovechamiento 
urbanístico del inmueble. 


El ejercicio del derecho a desarrollar actividades y usos, a modificar, a fraccionar o a 
construir, por parte de cualquier persona, privada o pública, fisica o jurídica, en 
cualquier parte del territorio, está condicionado a la obtención del acto administrativo 
de autorización respectivo, salvo la excepción prevista en el suelo categoría rural 
productiva. Será condición para el dictado del presente acto administrativo, el 
cumplimiento de los deberes territoriales establecidos por la presente ley. 


Artículo 36. (Derecho de superficie).- El propietario de un inmueble, privado o fiscal, 
podrá conceder a otro el derecho de superficie de su suelo, por un tiempo 
determinado, en forma gratuita u onerosa, mediante escritura pública registrada y 
subsiguiente tradición. El derecho de superficie es el derecho real limitado sobre un 
inmueble ajeno que atribuye temporalmente parte o la totalidad de la propiedad y 
comprende el derecho a utilizar el bien según las disposiciones generales de la 
legislación aplicable y dentro del marco de los instrumentos de ordenamiento territorial 
y conforme al contrato respectivo. El titular del derecho de superficie tendrá respecto al 
bien objeto del mismo iguales derechos y obligaciones que el propietario del inmueble 
respecto de éste. 


Extinguido el derecho de superficie, el propietario recuperará el pleno dominio del 
inmueble, así como las accesiones y mejoras introducidas en éste, salvo estipulación 
contractual en contrario. 


Artículo 37. (Deberes generales relativos a la propiedad inmueble).- Constituyen 
deberes territoriales para los propietarios de inmuebles, en el marco de la legislación 
vigente y en función del interés general, entre otros, los siguientes: 
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a) Deber de usar. Los propietarios de inmuebles no podrán destinarlos a usos 
contrarios a los previstos por los instrumentos de ordenamiento territorial 
conforme a la presente ley y las determinaciones que se establezcan conforme a 
los mismos durante su aplicación. 


b) Deber de conservar. Todos los propietarios de inmuebles deberán mantenerlos en 
condiciones de seguridad, salubridad y ornato público, realizando las obras de 
conservación oportunas y cumpliendo las disposiciones que a tal efecto dictamine 
el Gobierno Departamental competente. 


c 


== 


Deber de proteger el medio ambiente y la diversidad. Todos los propietarios 
quedarán sujetos a las normas sobre protección del ambiente, los recursos 
naturales y el patrimonio natural, absteniéndose de cualquier actividad perjudicial 
para los mismos. Se comprende el deber de resguardar el inmueble frente al uso 
productivo de riesgo o la ocupación de suelo con fines habitacionales en zonas de 
riesgo. 


d) Deber de proteger el patrimonio cultural. Todos los propietarios deberán cumplir 
las normas de protección del patrimonio cultural, histórico, arqueológico, 
arquitectónico, artístico y paisajístico. 


e) Deber de cuidar. Los propietarios de inmuebles deberán vigilarlos y protegerlos 
frente a intrusiones de terceros, haciéndose responsables en caso de negligencia 
de las acciones que éstos puedan ejercer en contravención a lo dispuesto por los 
instrumentos de ordenamiento territorial o en menoscabo de los deberes 
territoriales. 


f) Deber de rehabilitar y restituir. Los propietarios de inmuebles quedarán sujetos al 
cumplimiento de las mormas de rehabilitación patrimonial o de restitución 
ambiental. 


Serán exigibles además los deberes territoriales particulares vinculados a la 
ejecución de perímetros de actuación según las categorías de suelo establecidas en el 
Capítulo lll del presente Título. 


CAPÍTULO Ill 
FACULTADES Y OBLIGACIONES TERRITORIALES 


Artículo 38. (Condiciones generales de los instrumentos. Límites y estándares 
mínimos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial y desarrollo sostenible en las 
áreas delimitadas de suelo urbano, suelo suburbano o suelo con el atributo de 
potencialmente transformable, preverán las reservas de espacios libres y 
equipamiento, así como límites de densidad y edificabilidad. 


Con carácter general, en las actuaciones residenciales, industriales, de servicios, 
turísticas, deportivas, de recreación u otras, las reservas para espacios libres, 
equipamientos, cartera de tierras y otros destinos de interés municipal, departamental 
O nacional, sin perjuicio del área destinada a circulaciones, no podrán ser inferiores al 
10% (diez por ciento) del sector a intervenir. 


El Gobierno Departamental, atendiendo a las características socioeconómicas de su 
ámbito jurisdiccional o la dotación de áreas para circulaciones públicas del proyecto, 
podrá disminuir el citado estándar hasta el 8% (ocho por ciento). 


Los terrenos antes referidos deberán ser cedidos de pleno derecho a la Intendencia 
Municipal o a la entidad pública que ésta determine, como condición inherente a la 
actividad de ejecución territorial. 
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En todos los casos los instrumentos de ordenamiento territorial exigirán que las 
nuevas urbanizaciones y fraccionamientos antes de su autorización definitiva ejecuten 
a su costo, la red vial y la conexión a la red vial general para la continuidad de la trama 
existente, además de las infraestructuras indicadas en el literal a) del artículo 32 de la 
presente ley. 


En caso contrario deberán otorgar garantía real o personal suficiente a favor del 
Gobierno Departamental por el valor de dichas infraestructuras. 


La evacuación de aguas servidas deberá estar conectada a la red urbana 
preexistente en el sector o realizada a través de un sistema técnicamente avalado por 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) y 
aprobado por la Intendencia Municipal para cada caso. 


Artículo 39. (Régimen del suelo rural).- Los propietarios de terrenos categorizados 
como suelo rural tienen derecho a la realización de los actos precisos para la 
utilización y explotación agrícola, forestal, en general productiva rural o minera y 
extractiva, a las que estén efectivamente destinados, conforme a su naturaleza, sin 
más limitaciones que las impuestas por la legislación aplicable. 


Otros usos en el suelo categoría rural productiva, que pudieran ser admisibles por no 
implicar riesgos de su transformación, precisarán de la oportuna autorización de la 
Intendencia Municipal, si así lo dispusieran los instrumentos de ordenamiento territorial 
que se aprueben. 


No requerirán la correspondiente autorización para edificar en suelo categoría rural 
productiva, la vivienda del productor rural y del personal del establecimiento y aquellas 
edificaciones directamente referidas a la actividad rural, salvo que un instrumento de 
ordenamiento territorial así lo exija. 


En el suelo rural quedan prohibidas las edificaciones que puedan generar 
necesidades de infraestructuras y servicios urbanos, representen el asentamiento de 
actividades propias del medio urbano en detrimento de las propias del medio rural o 
hagan perder el carácter rural o natural al paisaje. 


(*) Ley N* 18.719, 
de 27 de diciembre de 2010 
SECCION IV 
INCISOS DE LA ADMINISTRACION CENTRAL 
INCISO 14 
MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE 


Artículo 610.- Declárase por vía interpretativa que las prohibiciones 
del régimen del suelo rural previstas en el inciso cuarto del articulo 39 
de la Ley N” 18.308, de 18 de junio de 2008, no incluyen aquellas 
construcciones como las de sitios o plantas de tratamiento y disposición 
de residuos, parques y generadores eólicos, cementerios parques o 
aquellas complementarias o vinculadas a las actividades agropecuarias 
y extractivas, como los depósitos o silos, 


Artículo 40. (Régimen del suelo urbano consolidado).- Los propietarios de parcelas 
en suelo urbano consolidado tendrán derecho a edificar y usar, conforme a las 
determinaciones establecidas en los instrumentos de ordenamiento territorial y estarán 
obligados a ejecutar, a su costo, las obras de conexión de la parcela a las 
infraestructuras existentes a fin de garantizar la condición de solar de la misma. 


En aquellos ámbitos señalados en los instrumentos de ordenamiento territorial y en 
los casos que determine la Intendencia Municipal, los propietarios de los solares 


16 de marzo de 2016 CÁMARA DE SENADORES 363-C.S. 


baldíos o terrenos con edificación ruinosa, deberán edificarlos o rehabilitar sus 
construcciones, en el plazo máximo que establezcan los mismos. 


Artículo 41. (Facultades de la propiedad inmueble en suelo urbano no consolidado y 
suelo potencialmente transformable).- Los propietarios de inmuebles en suelo urbano 
no consolidado y en suelo con el atributo de potencialmente transformable, una vez 
incluido en un Programa de Actuación Integrada, tendrán las siguientes facultades: 


a) Promover su ejecución y transformación en las condiciones y requerimientos que 
se establecen en esta ley. 


b) Adjudicación de los solares resultantes de acuerdo con el proyecto de 
fraccionamiento o urbanización, en proporción a sus aportaciones al proceso de 
ejecución. 


c) Edificar en dichos solares, conforme a las determinaciones del instrumento y una 
vez cumplidos los deberes territoriales. 


Los propietarios que renuncien voluntariamente o sean excluidos del proceso de 
ejecución por aplicarse la expropiación, tendrán derecho a la indemnización 
legalmente prevista, sin incorporar a la valoración de ésta los beneficios que se 
derivan del proceso de ejecución. 


Los propietarios de inmuebles en suelo con el atributo de potencialmente 
transformable, no incluido en un Programa de Actuación Integrada tendrán derecho a 
presentar consultas e iniciativas a la Intendencia Municipal para acceder a la efectiva 
incorporación de los mismos al proceso de transformación territorial. 


Artículo 42. (Obligaciones de la propiedad inmueble en suelo urbano no consolidado 
y suelo potencialmente transformable).- Los propietarios de inmuebles en suelo urbano 
no consolidado, así como en suelo con el atributo de potencialmente transformable, 
una vez incluido en un Programa de Actuación Integrada, tendrán las siguientes 
obligaciones: 


a) De ejecutar a su costo las obras de urbanización del ámbito. 


b) De ceder a la Intendencia Municipal o a la entidad pública que ésta determine, de 
forma gratuita, los terrenos del ámbito que los instrumentos de ordenamiento 
territorial prevean con destino a uso y dominio público. 


c) De ceder a la Intendencia Municipal los terrenos urbanizados edificables o 
inmuebles en los que se concrete el derecho a la participación de ésta en la 
distribución de los mayores beneficios. 


d) De distribuir de forma equitativa o de compensar, entre todos los interesados del 
ámbito, los beneficios y cargas que se deriven de la ejecución del instrumento de 
ordenamiento territorial. 


Artículo 43. (Régimen de los fraccionamientos en suelo urbano y suelo 
potencialmente transformable).- No podrán autorizarse fraccionamientos en suelo 
urbano o en suelo con el atributo de potencialmente transformable sin que se hayan 
cumplido con las condiciones determinadas por el artículo 38 de la presente ley. 


Para las cesiones de solares o inmuebles de los fraccionamientos autorizados con 
posterioridad a la presente ley, en las que se concreta el derecho a la participación de 
los mayores valores de la acción territorial de los poderes públicos, además de las 
áreas destinadas al uso público, la traslación de dominio opera de pleno derecho por 
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su figuración en los respectivos planos de proyecto de acuerdo con el Decreto-Ley 
N* 14.530, de 1? de julio de 1976. 


Artículo 44. (Régimen de indemnización).- La adecuación de las facultades del 
derecho de propiedad a las modalidades de uso y localización de actividades previstas 
en los instumentos de ordenamiento territorial, tales como usos del suelo, 
fraccionabilidad y edificabilidad, no origina por sí sola derecho a indemnización alguna. 


La indemnización procederá únicamente en los casos de expropiación, o de 
limitaciones que desnaturalicen las facultades del derecho de propiedad, con daño 
cierto. No son indemnizables las afectaciones basadas en meras expectativas 
originadas en la ausencia de planes o en la posibilidad de su formulación. 


Artículo 45. (Equidistribución de las cargas y beneficios). Establécese la 
distribución equitativa de las cargas y beneficios generados por el ordenamiento 
territorial entre los titulares de los inmuebles involucrados en las acciones derivadas 
del mismo y de su ejecución. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial contendrán disposiciones que 
consagren un sistema adecuado de distribución equitativa de cargas y beneficios entre 
los propietarios de inmuebles involucrados en el ordenamiento territorial. 


Artículo 46. (Retorno de las valorizaciones).- Una vez que se aprueben los 
instrumentos de ordenamiento territorial, la Intendencia Municipal tendrá derecho, 
como Administración territorial competente, a participar en el mayor valor inmobiliario 
que derive para dichos terrenos de las acciones de ordenamiento territorial, ejecución 
y actuación, en la proporción mínima que a continuación se establece: 


a) En el suelo con el atributo de potencialmente transformable, el 5% (cinco por 
ciento) de la edificabilidad total atribuida al ámbito. 


b) En el suelo urbano, correspondiente a áreas objeto de renovación, consolidación o 
reordenamiento, el 15% (quince por ciento) de la mayor edificabilidad autorizada 
por el nuevo ordenamiento en el ámbito. 


La participación se materializará mediante la cesión de pleno derecho de inmuebles 
libres de cargas de cualquier tipo a la Intendencia Municipal para su inclusión en la 
cartera de tierras. 


Los promotores de la actuación, que manifiesten su interés y compromiso por 
edificar los inmuebles que deben ser objeto de cesión de acuerdo con el instrumento, 
podrán acordar con la Intendencia Municipal la sustitución de dicha cesión por su 
equivalente en dinero. Dicho importe será destinado a un fondo de gestión territorial o 
bien la permuta por otros bienes inmuebles de valor similar. 


Si la Intendencia Municipal asume los costos de urbanización le corresponderá 
además, en compensación, la adjudicación de una edificabilidad equivalente al valor 
económico de su inversión. 


CAPÍTULO IV 
SUSTENTABILIDAD AMBIENTAL EN EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


Artículo 47. (Garantía de sostenibilidad. Procedimiento ambiental de los 
instrumentos).- Los instrumentos de ordenamiento territorial establecerán una 
regulación ambientalmente sustentable, asumiendo como objetivo prioritario la 
conservación del ambiente, comprendiendo los recursos naturales y la biodiversidad, 
adoptando soluciones que garanticen la sostenibilidad. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial, a excepción de los del ámbito nacional, 
deberán contar con una Evaluación Ambiental Estratégica aprobada por el Ministerio 
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de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a través de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente en la forma que establezca la reglamentación. El 
procedimiento ambiental se integrará en la elaboración del correspondiente 
instrumento. 


Fuente: Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015. 
artículo 502. 


Artículo 48. (Exclusión de suelo en el proceso de urbanización).- Quedan excluidos 
del proceso urbanizador los suelos: 


a) Pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas, salvo lo que 
se establezca en aplicación de lo dispuesto por la Ley N* 17.234, de 22 de febrero 
de 2000 y su reglamentación. 


b) Con valores ambientales, paisajísticos u otros declarados de interés 
departamental, salvo aquellos contenidos expresamente en los instrumentos 
relativos al área. 


c) Necesarios para la gestión sustentable de los recursos hídricos. 
d) De dominio público que conforme a su legislación específica deban ser excluidos. 


e) Con riesgos naturales o con afectación de riesgos tecnológicos de accidentes 
mayores para los bienes y personas. 


f) Con valores agrícolas, ganaderos, forestales o, en general, de interés 
departamental, regional o nacional para la producción rural. 


g) Que los instrumentos de ordenamiento territorial consideren incompatible con el 
modelo adoptado. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial establecerán medidas de protección 
especial cuando concurra alguna de las circunstancias señaladas. 


. (Prevención de riesgos).- Los instrumentos deberán tener en cuenta en 
la asignación de usos de suelo los objetivos de prevención y las limitaciones 
territoriales establecidas por los organismos competentes en lo referido a los riesgos 
para la salud humana. 


Los instrumentos de ordenamiento territorial deberán orientar los futuros desarrollos 
urbanos hacia zonas no inundables identificadas por el organismo estatal competente 
en el ordenamiento de los recursos hídricos. 


Deberán además proteger la sustentabilidad productiva del recurso suelo como bien 
no renovable, no autorizando las actividades causantes de degradación hídrica o del 
suelo, o las incompatibles con otros tipos de utilización más beneficiosa para el suelo, 
el agua o la biota. 


Queda comprendida en las competencias de los instrumentos de ordenamiento 
territorial la facultad de establecer límites y distancias mínimas entre sí de cultivos 
agrícolas y forestales o con otros usos de suelo y actividades en el territorio. 


Artículo 50. (Protección de las zonas costeras).- Sin perjuicio de la faja de defensa 
de costas establecida en el artículo 153 del Código de Aguas, en la redacción dada 
por el artículo 193 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, el litoral de los 
ríos de la Plata, Uruguay, Negro, Santa Lucía, Cuareim y Yaguarón, así como el litoral 
Atlántico nacional y las costas de la Laguna Merim, serán especialmente protegidos 
por los instrumentos de ordenamiento territorial. 
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En los fraccionamientos ya aprobados y no consolidados a la vigencia de la presente 
ley en la faja de defensa de costas, que no cuenten con infraestructuras y en la 
mayoría de cuyos solares no se haya construido, únicamente podrá autorizarse la 
edificación presentando un Plan Especial que proceda al reordenamiento, 
reagrupamiento y reparcelación del ámbito, sin perjuicio de lo dispuesto por la Ley 
N* 16.466, de 19 de enero de 1994 y su reglamentación. 


El Plan referido destinará a espacios libres los primeros 150 (ciento cincuenta) 
metros de la ribera medidos hacia el interior del territorio, en las condiciones 
establecidas por el inciso tercero del artículo 13 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 
1946 en la redacción dada por la Ley N* 10.866, de 25 de octubre de 1946 y 
asegurará la accesibilidad. Asimismo evitará la formación de edificaciones continuas 
paralelas a la costa en el resto de la faja, sin perjuicio del cumplimiento de las demás 
condiciones que establezca la normativa aplicable a la que necesariamente deberá 
someterse el Plan Especial antes de su aprobación definitiva. 


Los recursos administrativos no tendrán efectos suspensivos cuando se trate de 
inmuebles públicos o privados comprendidos en la faja costera referida en el 
inciso primero. 


Artículo 51. (Impactos territoriales negativos en zonas costeras).- El Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) rechazará 
fundadamente cualquier emprendimiento, en la faja de defensa de costas, si el mismo 
fuera capaz de provocar impactos negativos, entendiendo como tales: 


a) La contradicción con los instrumentos de ordenamiento territorial aplicables. 


b) La construcción de edificaciones sin sistema de saneamiento con tratamiento total 
de efluentes o conexión a red. 


c) La materialización de fraccionamientos o loteos sin las infraestructuras completas 
necesarias. 


d) Las demás que prevea la reglamentación. 


También se evaluará la posibilidad de que el emprendimiento pueda ser capaz de 
generar impactos territoriales acumulativos, entendiéndose por tales la posibilidad de 
posteriores iniciativas que, por su acumulación, puedan configurar disfunciones 
territoriales o ambientales severas. 


CAPÍTULO Y 


DISPOSICIONES DE VIVIENDA Y SUELO EN EL MARCO DEL 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO SOSTENIBLE 


Artículo 52. (Coordinación entre las estrategias habitacionales y de suelo).- El 
ordenamiento territorial constituirá el instrumento fundamental en la articulación de las 
políticas públicas habitacionales y de suelo. 


Los Gobiernos Departamentales, a través de los instrumentos de ordenamiento 
territorial y desarrollo sostenible, impulsarán las políticas habitacionales y de suelo 
delimitando áreas de territorio categoría urbana o con el atributo de potencialmente 
transformable en su caso, destinadas a las carteras públicas de tierras y calificando 
suelo destinado a vivienda de interés social en coordinación con el Plan Quinquenal de 
Vivienda. 


La aprobación de la delimitación del área será considerada como de declaración de 
utilidad pública a los efectos de su eventual expropiación. 
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Artículo 53. (Reserva de suelo para vivienda de interés social).- En los sectores de 
suelo urbano o con el atributo de potencialmente transformable en que se desarrollen 
actuaciones de urbanización residencial, los instrumentos de ordenamiento territorial 
preverán viviendas de interés social de cualquiera de las categorías previstas en la 
Ley N” 13.728, de 17 de diciembre de 1968 y sus modificativas. El número de éstas se 
situará entre el 10% (diez por ciento) y el 30% (treinta por ciento) de las viviendas 
totales que se autoricen en el ámbito de actuación. El porcentaje mínimo será 
concretado por el instrumento atendiendo a las necesidades de viviendas de interés 
social y a las características de los diferentes desarrollos residenciales. Se podrá 
eximir de esta obligación a las actuaciones en las que no se incremente el número de 
viviendas existentes. 


Fuente: Ley N* 19,355, de 19 de diciembre de 2015, 


artículo 488. 
TÍTULO V 
LA ACTUACIÓN Y CONTROL EN EL MARCO DEL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 
CAPÍTULO 1 
ACTUACIÓN TERRITORIAL 


Artículo 54. (Control territorial y dirección de la actividad de ejecución).- El control y 
dirección de la actividad será público y comprende: la determinación de la forma de 
gestión, sus plazos y fuentes de financiamiento, la delimitación de los perímetros de 
actuación y la observación del cumplimiento de las obligaciones de compensación de 
cargas y beneficios y retorno de valorizaciones. 


Se fomentará el desarrollo de la actividad de ejecución por iniciativa privada para el 
cumplimiento de los objetivos de los instrumentos de ordenamiento territorial. 


El inicio de la actividad de ejecución requerirá la aprobación del instrumento de 
ordenamiento territorial correspondiente. No obstante, la ejecución de las redes 
básicas de uso público podrá realizarse en forma anticipada previa declaración de 
urgencia. 


Artículo 55. (Regímenes de gestión de suelo).- Se podrán establecer regimenes de 
gestión de suelo definidos como el conjunto de modalidades operativas contenidas en 
los instrumentos de ordenamiento territorial para regular las intervenciones de las 
entidades públicas y de los particulares sobre el territorio. 


. (Perímetros de Actuación).- El perímetro de actuación constituye un 
ámbito de gestión de un instrumento de ordenamiento territorial, en una superficie 
delimitada en el suelo categoría potencialmente transformable, o urbano no 
consolidado, para ejecutar las previsiones del mismo y efectuar el cumplimiento de los 
deberes territoriales de cesión, equidistribución de cargas y beneficios y retorno de las 
mayores valorizaciones. 


La delimitación de un perímetro de actuación podrá traer aparejada la suspensión de 
otorgamiento de permisos de construcción hasta tanto no se aprueben los respectivos 
proyectos de urbanización y reparcelación en su caso. 


Artículo 57. (Sistemas de gestión de los Perímetros de Actuación).- Los perímetros 
de actuación se desarrollarán por alguno de los siguientes sistemas de gestión: 


a) Por iniciativa privada directa, constituyéndose una entidad privada para los fines 
de ejecución o por convenio de gestión entre los titulares de los terrenos. 


b) Por cooperación público-privada, mediante la suscripción del correspondiente 
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instrumento. 


c) Por iniciativa pública, expropiando la Administración la totalidad de los bienes 
necesarios. 


Artículo 58. (Proyectos de urbanización y de reparcelación).- Los proyectos de 
urbanización y reparcelación serán aprobados por la Intendencia Municipal conforme 
al procedimiento que defina la Ordenanza Departamental. 


El proyecto de reparcelación integra el conjunto de predios comprendidos en un 
perimetro de actuación definiendo las parcelas resultantes, así como la adjudicación 
de las mismas a los propietarios en proporción a sus respectivos derechos y a la 
Intendencia Municipal, en la parte que le corresponde conforme a la presente ley y al 
instrumento de ordenamiento territorial. 


La reparcelación comprende también las compensaciones necesarias para asegurar 
la aplicación de la distribución de cargas y beneficios entre los interesados. 


Artículo 59. (Operaciones territoriales concertadas. Cooperación público-privada).- 
Los instrumentos de ordenamiento territorial podrán disponer condiciones y 
localizaciones en que se estimularán operaciones territoriales concertadas conducidas 
por la Administración, con la participación de los propietarios inmobiliarios, los vecinos, 
los usuarios regulares de la zona, inversionistas privados o el Estado, con el objeto de 
alcanzar para un área determinada, transformaciones territoriales, mejoras sociales, 
desarrollo productivo o elevación de la calidad ambiental. 


A iniciativa del Poder Ejecutivo o de uno o más Gobiernos Departamentales y 
también a propuesta de personas o entidades privadas, podrán constituirse 
sociedades comerciales de economía mixta cuyo objeto sea la urbanización, la 
construcción de viviendas u obras de infraestructura turísticas, industriales, 
comerciales o de servicios, así como cualquier obra de infraestructura o equipamiento 
prevista en un instrumento de ordenamiento territorial, incluyendo su gestión y 
explotación de conformidad con la legislación aplicable. 


Artículo 60. (Mayores aprovechamientos).- Los instrumentos de ordenamiento 
territorial podrán admitir modificaciones de uso del suelo mediante el otorgamiento de 
contrapartida a cargo del beneficiado. 


En el marco de las disposiciones de los instrumentos de ordenamiento territorial, se 
podrán constituir áreas y condiciones en las cuales el derecho de construir pueda 
ejercerse por encima del coeficiente de aprovechamiento básico establecido, mediante 
el otorgamiento de una contrapartida por parte del propietario inmobiliario beneficiado. 


También se podrá ejercer el derecho de construir en otro lugar, o enajenar este 
derecho, cuando el inmueble original se encuentre afectado por normativa de 
preservación patrimonial, paisajística o ambiental. La contrapartida, podrá alcanzar 
hasta el cincuenta por ciento del mayor valor resultante. 


Artículo 61. (Fraccionamiento, edificación o utilización obligatorias). Los 
instrumentos de ordenamiento territorial podrán establecer, para perímetros de 
actuación en los territorios comprendidos en éstos, la obligación de parcelamiento, 
edificación o utilización de suelo no utilizado, subutilizado o no edificado, debiendo fijar 
las condiciones y los plazos para la implementación de dicha obligación. El 
incumplimiento configurará falta a los deberes territoriales. El propietario afectado 
podrá requerir de la Administración la instrumentación de una operación territorial 
concertada con ésta como forma de viabilización financiera de su obligación y de 
relevar su incumplimiento. 


Artículo 62. (Inmuebles necesarios para el cumplimiento de los planes).- Declárase 
de utilidad pública la expropiación por parte del Poder Ejecutivo o de los Gobiernos 
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Departamentales de los bienes inmuebles necesarios para el cumplimiento de los 
instrumentos de ordenamiento territorial previstos en la presente ley, cuando prevean: 


a) La ejecución de las redes territoriales de saneamiento, drenaje pluvial, 
abastecimiento, vialidad, espacios libres y equipamientos públicos previstas en los 
instrumentos. 


b) La ejecución de perímetros de actuación dirigida a la construcción de viviendas de 
interés social. 


c) La ejecución de programas de protección o fomento productivo rural; renovación, 
rehabilitación, revitalización, consolidación, mejoramiento o expansión urbana; 
conservación ambiental y de los recursos naturales o el paisaje y otras similares. 


En las áreas del territorio en que la existencia de fraccionamientos sin urbanización 
consolidada dificulte la recaudación departamental o constituya un freno significativo al 
desarrollo o conservación, las entidades responsables del ordenamiento territorial 
podrán iniciar acciones específicas para la regularización jurídica de la propiedad y la 
reparcelación de dichos fraccionamientos para el cumplimiento de los objetivos que 
establezcan los correspondientes instrumentos de ordenamiento territorial. Se podrá 
proceder, en estos casos, mediante el procedimiento de gestión y tasación conjunta. 


En caso que el inmueble registre deudas con el Estado, el respectivo monto 
adeudado se compensará con el valor de tasación que se efectúe dentro del proceso 
de expropiación y a los efectos de la toma urgente de posesión, conforme establezca 
la reglamentación. 


En caso que la compensación sea parcial, el ente estatal podrá depositar la 
diferencia, documentando judicialmente la existencia del adeudo fiscal de acuerdo a 
las normas respectivas. 


Artículo 63. (Expropiación por incumplimiento de deberes territoriales).- Se declara 
de utilidad pública la expropiación por la Administración de los inmuebles en estado de 
abandono que teniendo potencialidades productivas o de utilidad social, no hayan sido 
explotados por más de diez años, a efectos de integrar las carteras de tierras. 


Artículo 64. (Valoración).- A los efectos de establecer el monto de la indemnización, 
no se incorporará a la misma los beneficios que se deriven de la ejecución del 
instrumento respectivo. 


Artículo 65. (Prescripción adquisitiva).- Aquellas personas cuyo núcleo familiar no 
supere el nivel de pobreza en sus ingresos y que, no siendo propietarias de inmuebles, 
sean poseedoras de un predio, no público ni fiscal, con aptitud de ser urbanizado de 
acuerdo con el instrumento de ordenamiento territorial aplicable, destinado a su 
vivienda y la de su núcleo familiar durante un período de cinco años, podrán solicitar a 
la Sede Judicial competente se declare la adquisición del dominio sobre el mismo por 
el modo prescripción. La posesión deberá ser ininterrumpida y con ánimo de dueño, 
pública y no resistida por el propietario. 


No podrán adquirirse a través de las disposiciones de este artículo, predios de una 
superficie que exceda los trescientos metros cuadrados o edificios de una superficie 
habitable que exceda la necesaria para cumplir el fin habitacional básico conforme a 
los criterios dispuestos por los artículos 12, 14, 18 literal A) y 19 de la Ley N” 13.728, 
de 17 de diciembre de 1968. 


No se reconocerá este derecho más de una vez al mismo poseedor. 
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Cuando el predio sea parte de un inmueble, en que existan otros en similar 
situación, la prescripción adquisitiva podrá gestionarse colectivamente. En esta 
situación, podrán considerarse colectivamente las áreas del territorio que determinen 
los instrumentos de ordenamiento territorial. 


Las áreas necesarias para las infraestructuras, servicios y espacios públicos 
prescribirán en favor de la Intendencia Municipal. 


La prescripción será declarada por el Juez competente a instancia de los 
beneficiados, a través del proceso judicial correspondiente el cual estará exonerado de 
toda tributación; a su vez, podrá ser opuesta como defensa o excepción en cualquier 
proceso judicial. 


En los litigios en aplicación de este instituto, quedará en suspenso toda otra acción, 
de petición o posesoria, que pueda llegar a interponerse con relación al inmueble. 


Fuente; Inciso 2?) Ley N* 19.149 de 24/10/2013 artículo 285 e 
Inciso 5%) Ley N* 19.149 de 24/10/2013 artículo 289. 


Artículo 66. (Derecho de preferencia).- El Gobierno Departamental tendrá 
preferencia para la adquisición de inmuebles objeto de enajenación onerosa entre 
particulares en las áreas dispuestas especificamente por los instrumentos de 
ordenamiento territorial a excepción de lo dispuesto en la Ley N* 11.029, de 12 de 
enero de 1948. 


Artículo 67. (Carteras de Tierras).- Los Gobiernos Departamentales podrán crear 
carteras de tierras para fines de ordenamiento territorial en el marco de sus 
instrumentos, reglamentando su destino y utilización en el marco de sus respectivas 
competencias. 


Los inmuebles afectados al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente (MVOTMA) constituirán la Cartera Nacional de Tierras, estando dicho 
Ministerio habilitado a cederlos, venderlos, permutarlos, y aun donarlos, en 
cumplimiento de los instrumentos de ordenamiento territorial previstos en la presente 
ley y demás legislación aplicable. 


CAPÍTULO Il 
CONTROL TERRITORIAL 


Artículo 68. (Policía territorial. Facultades disciplinarias). Los  Gobiemos 
Departamentales ejercerán la policía territorial mediante los instrumentos necesarios, a 
los efectos de identificar todas aquellas acciones, obras, fraccionamientos, loteos u 
operaciones de todo tipo realizadas en contravención de las normas aplicables y 
sancionar a los infractores. 


El Poder Ejecutivo y los Gobiernos Departamentales, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, están facultados a prohibir, impedir la prosecución y 
demoler, a costa del propietario, toda obra efectuada en violación de los instrumentos 
de ordenamiento territorial. Asimismo, podrán disponer las inspecciones, pericias, 
pedidos de datos, intimaciones y demás, que sean necesarias para hacer cumplir los 
instrumentos de ordenamiento territorial. 


Artículo 69. (Facultad de policía territorial específica). Las  Intendencias 
Departamentales, en el marco de los poderes de policía territorial y de la edificación, 
deberán impedir, la ocupación, construcción, loteo, fraccionamiento y toda operación 
destinada a consagrar soluciones habitacionales, que implique la violación de la 
legislación vigente en la materia o los instrumentos de ordenamiento territorial, 
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respecto de los inmuebles del dominio privado donde no pueda autorizarse la 
urbanización, fraccionamiento y edificación con destino habitacional, 


Esta obligación regirá también para los casos que carezcan de permiso aunque se 
ubiquen en zonas donde pudiera llegar a expedirse dicha autorización. 


Verificada la existencia de actividades que indiquen: 
A) La subdivisión o construcción en lotes en zona donde no pueda autorizarse. 


B) La subdivisión o la construcción no autorizada, o ante la constatación de la 
existencia en zona no habilitada para tal fin o sin previa autorización, de 
fraccionamiento, loteo y construcciones. 


Cuando se trate de bienes inmuebles de propiedad privada la Intendencia 
Departamental deberá concurrir ante la sede judicial de turno, solicitando la inmediata 
detención de las obras y la demolición de las existentes. 


Presentada la demanda, el Juez actuante, verificados los extremos imprescindibles, 
decretará la suspensión inmediata de las obras y la demolición de las existentes. 


En caso de incumplimiento de la orden emanada de la medida cautelar o de la 
demanda principal por el término de cinco días corridos, el Juez dispondrá el ingreso al 
predio para proceder a la inmediata demolición de las construcciones levantadas en 
contra de la orden judicial, con cargo a la propiedad, siendo de aplicación, en lo 
pertinente lo dispuesto en el artículo 4? de la Ley N* 15.750, de 8 de julio de 1985, y 
toda otra legislación vigente. 


Fuente: Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, 
artículo 489. 


Artículo 70. (Ocupación ilegal de inmuebles con fines de asentamiento humano).- 
Se faculta al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
(MVOTMA), sin perjuicio de las competencias departamentales existentes, a aplicar 
las sanciones que establezca la legislación y la reglamentación a quien promueva o 
incentive la ocupación ilegal de inmuebles a los fines de asentamiento humano, en 
desconocimiento de lo dispuesto en los instrumentos de ordenamiento territorial 
establecidos por la presente ley. 


Las empresas públicas prestadoras de servicios de agua potable, energía eléctrica, 
telefonía y transmisión de datos, deberán requerir informe previo del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) para brindar 
servicios a viviendas o conjuntos de viviendas que formen parte de asentamientos 
humanos ilegales. 


Artículo 71. (Estímulos y sanciones. Garantías).- El Poder Ejecutivo y los Gobiernos 
Departamentales, a través de los mecanismos que correspondan, podrán establecer 
incentivos a efectos de impulsar las acciones y determinaciones de los instrumentos 
de ordenamiento territorial previstos por la presente ley. 


Toda obra, modificación predial, así como todo acto o hecho que se traduzca en la 
alteración física del territorio, hecha sin haberse obtenido el permiso respectivo o en 
contravención de los instrumentos de ordenamiento territorial, será sancionada sin 
perjuicio de la nulidad, con una multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 
50.000 UR (cincuenta mil unidades reajustables), de acuerdo al carácter o gravedad 
de la misma, pudiendo además la autoridad competente tomar las medidas necesarias 
a efectos de recomponer la situación anterior con cargo al infractor. 


Los recursos administrativos contra el acto que disponga la demolición o eliminación 
de las modificaciones prediales efectuadas sin el permiso correspondiente, tendrán 
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efecto suspensivo, pero la autoridad competente podrá, por resolución fundada, hacer 
cesar la suspensión. 


TÍTULO VI 
PARTICIPACIÓN SOCIAL EN EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL 


Artículo 72. (Promoción de la participación social).- Las instituciones públicas 
promoverán la participación social utilizando como mínimo, los instrumentos 
específicos que se establecen por la presente ley. 


Toda persona interesada podrá realizar propuestas, con la debida fundamentación, a 
los efectos de su consideración por las instituciones públicas competentes en los 
instrumentos de ordenamiento territorial. 


. (Comisión Asesora).- Se comete al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) la constitución de una 
Comisión Asesora de Ordenamiento Territorial, a efectos de incorporar las distintas 
visiones a las políticas del sector. 


Será presidida por el Director Nacional de Ordenamiento Territorial y estará 
integrada por delegados de instituciones públicas y privadas y representantes de la 
sociedad civil. Estarán comprendidos los Ministerios con competencia en la materia, la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el Congreso de Intendentes, los Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados, la Universidad de la República, las gremiales 
de trabajadores, empresarios y profesionales, organizaciones no gubernamentales, 
otras instituciones de investigación y enseñanza, los Directores Nacionales de Medio 
Ambiente, de Aguas y Saneamiento y de Vivienda, así como toda otra entidad afín que 
incorpore la reglamentación. 


Esta Comisión podrá prestar su asesoramiento en todos los asuntos de competencia 
de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial a solicitud de ésta o por iniciativa 
de cualquiera de sus miembros. 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) 
propondrá al Poder Ejecutivo la reglamentación correspondiente a su funcionamiento e 
integración. 


Los Gobiernos Departamentales podrán crear comisiones asesoras con participación 
de instituciones públicas y privadas y representantes de la sociedad civil, con el 
cometido de realizar aportes en el proceso de elaboración, ejecución y seguimiento de 
los instrumentos de ordenamiento territorial departamentales. 


TÍTULO VII 


COORDINACIÓN INTERINSTITUCIONAL PARA EL ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL 


Artículo 74. (Coordinación entre la actividad departamental, regional y nacional).- 
Los Gobiernos Departamentales con la colaboración del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), a través de la Dirección 
Nacional de Ordenamiento Territorial, deberán asegurar que exista la debida 
coordinación y compatibilidad entre los diversos instrumentos del ámbito 
departamental entre sí y con los instrumentos de los ámbitos nacional y regional en lo 
aplicable. 


Se establecerán procedimientos de elaboración concertada, a efectos de coordinar y 
compatibilizar en una fase temprana de su definición, los instrumentos sectoriales que 
tengan relevancia territorial generados por los actores públicos, en la forma y 
procedimiento que establezca la reglamentación. 
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. (Comité Nacional de Ordenamiento Territorial).- Créase el Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial para la debida coordinación de las estrategias 
nacionales con incidencia en el territorio, el que será presidido por el Ministro de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y estará integrado por: el Ministro 
de Transporte y Obras Públicas; el Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca; el 
Ministro de Industria, Energía y Minería; el Ministro de Turismo y Deporte; el Ministro 
de Defensa Nacional; el Ministro de Economía y Finanzas; el Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto; y, el Presidente del Congreso de Intendentes. 


El Director Nacional de Ordenamiento Territorial ejercerá la Secretaría del Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial. 


Los Ministros podrán ser representados por el Subsecretario o el Director General de 
Secretaría del Ministerio correspondiente, el Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto por el respectivo Subdirector y el Presidente del Congreso de Intendentes 
por sus Vicepresidentes. 


El Comité podrá requerir la integración temporal de otros Ministros o Intendentes 
cuando los asuntos a tratar refieran a las competencias de éstos. 


El Poder Ejecutivo podrá variar la composición del Comité cuando se modifique la 
estructura o competencias de los Ministerios. 


Artículo 76. (Cometidos del Comité Nacional de Ordenamiento Territorial) - 
Corresponde al Comité Nacional de Ordenamiento Territorial: 


a) Contribuir a la formulación de las Directrices Nacionales de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sostenible, así como los Programas Nacionales y efectuar 
sus seguimientos. 


b) Pronunciarse sobre la correspondencia de los demás instrumentos de 
ordenamiento territorial a las Directrices Nacionales y dictaminar sobre la 
incidencia de ellos en los intereses nacionales. 


c) Efectuar la declaración de interés nacional y urgente ejecución de las obras 
públicas promovidas por los órganos del Gobierno Nacional cuando éstas resulten 
incompatibles con cualquiera de los instrumentos de ordenamiento territorial, 
promoviendo su revisión. 


d) Impulsar la información y la participación social en todos los procesos de 
ordenamiento territorial, a través de las formas que establece la presente ley y las 
que surjan de la reglamentación. 


e) Pronunciarse sobre la adecuación de los grandes proyectos de infraestructura u 
otros a las Directrices y Programas Nacionales. 


f) Guiar los estudios e intercambios para la complementación e integración física de 
las infraestructuras a nivel territorial con los países limítrofes y a nivel 
sudamericano. 


g) Entender en todo otro tema con incidencia relevante en el ordenamiento del 
territorio que le encomiende el Poder Ejecutivo. 


Artículo 77. (Coordinación de las obras públicas en el marco de la planificación 
territorial).- Las obras públicas proyectadas por todo órgano del Estado o persona 
pública estatal o no, bajo cualquier modalidad o naturaleza, deberán ajustarse y 
compatibilizarse con las disposiciones de los instrumentos de ordenamiento territorial. 
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Dichas obras serán autorizadas, sin perjuicio de otros permisos correspondientes, de 
acuerdo con la normativa aplicable, por el Gobierno Departamental respectivo. 


En el caso que la solicitud fuere denegada por ser incompatible con el instrumento 
de ordenamiento territorial aplicable, el Comité Nacional de Ordenamiento Territorial 
podrá decidir sobre la efectiva materialización del proyecto, previa declaración de 
interés nacional y urgente ejecución. En este caso, el acuerdo del Comité determinará 
la suspensión parcial de aquellas determinaciones del instrumento que se opongan a 
la ejecución y generará el deber de iniciar el procedimiento para modificar dicho 
instrumento a fin de incorporar las previsiones oportunas que determinen la incidencia 
del proyecto, sin perjuicio de lo establecido al efecto sobre solución de divergencias. 


El Poder Ejecutivo se abstendrá de promover la declaración prevista y de ejecutar el 
proyecto, si el mismo resulta incompatible con las Directrices Nacionales o las 
Estrategias Regionales vigentes y aplicables. 


La ejecución de las obras vinculadas a la defensa nacional se ajustará a lo dispuesto 
en su legislación específica. 


Artículo 78. (Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial. Registro de 
Instrumentos).- Créase el Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial que 
funcionará en la órbita de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), con el 
fin de facilitar la coordinación interinstitucional y compatibilizar políticas, programas, 
planes y proyectos de relevancia territorial. 


Los responsables de la elaboración de los instrumentos de ordenamiento territorial 
previstos en la presente ley y de los planes, programas y proyectos de relevancia 
territorial a desarrollarse por organismos del Gobierno Nacional o de los 
departamentos o de los entes y servicios del Estado, deberán inscribir los mismos en 
el mencionado Inventario en los plazos y condiciones que prevea la reglamentación. 


Los planes, instrumentos, programas y proyectos vigentes con anterioridad a la 
presente ley se deberán inscribir en un plazo de 180 (ciento ochenta) días de 
aprobada su reglamentación. 


La posible cooperación técnica y económica del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) con los Gobiernos 
Departamentales, quedará condicionada al cumplimiento de la inscripción dispuesta. 


La información contenida en el Inventario estará disponible para consulta por parte 
de las instituciones interesadas y del público en general. 


Artículo 79. (Sistema Nacional de Información Territorial).- Cométese al Poder 
Ejecutivo la estructuración de un sistema nacional de infraestructura de datos 
espaciales e información geográfica y literal asociada, como servicio público, para 
obtener, disponer y difundir información sobre la situación física del territorio, el 
paisaje, el patrimonio natural, riesgos y aptitudes, modos de asentamiento, vivienda, 
grados de ocupación, distribución espacial de actividades, afectaciones y cualesquiera 
otras circunstancias de interés con cobertura en el territorio nacional y su mar 
territorial, mediante la coordinación de las actuaciones de todas las entidades públicas 
con competencia o capacidad al respecto. 


Artículo 80. (Solución de  divergencias).- Las instituciones públicas, ante 
divergencias sobre criterios de ordenamiento, en zonas concretas o asuntos 
sectoriales, podrán iniciar procesos de negociación o mediación de conflictos, de 
forma voluntaria y de común acuerdo. A estos efectos podrán requerir la colaboración 
de la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial. 


En caso de que una de las partes o ambas, no acuerden con el resultado de la 
conciliación o resultare infructuosa ésta, serán resueltas por el Tribunal de lo 
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Contencioso Administrativo. El proceso no tendrá efecto suspensivo, salvo que medie 
resolución expresa fundada del Tribunal al efecto. 


Artículo 81. (Cooperación y apoyo del Gobierno Nacional. Fomento de la 
planificación departamental).- A solicitud de la Intendencia respectiva, el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA) brindará cooperación 
técnica y financiera, según establezcan las leyes de presupuesto, a efectos de 
elaborar, gestionar y evaluar los instrumentos de ordenamiento territorial. 


La Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, tendrá entre sus cometidos de 
fomento de la planificación departamental, además de los establecidos por la 
legislación vigente, los siguientes: 


a) Capacitación y apoyo a los servicios técnicos departamentales y estímulo a la 
innovación e investigación cientifico-técnica básica y aplicada y la capacitación 
relacionada con el territorio. 


b) Elaboración de guías, protocolos y normas técnicas como apoyo a los Gobiernos 
Departamentales para elaborar los instrumentos de ordenamiento territorial y para 
el dictado de las normas pertinentes. 


c) Colaboración técnica y financiera con las Intendencias en la elaboración de los 
instrumentos de ordenamiento territorial. 


La Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial y el Congreso de Intendentes 
podrán coordinar formas de cooperación técnica de alcance general. 


TÍTULO VIII 
DISPOSICIONES ESPECIALES 


. (Fortalecimiento institucional para el Ordenamiento Territorial).- 
Cométese al Poder Ejecutivo la implementación de acciones para el fortalecimiento de 
las capacidades de gestión planificada del territorio ambientalmente sustentable y con 
equidad social, en el marco de la elaboración y ejecución de los instrumentos de 
ordenamiento territorial previstos en la presente ley, en los ámbitos del Gobierno 
Nacional y Gobiernos Departamentales. 


Artículo 83. (Ajustes legales).- 


1) Ajustes a las Leyes N* 10.723, de 21 de abril de 1946 y N* 10.866, de 25 de 
octubre de 1946 (Ley de Centros Poblados). 


a) Modifícase el articulo 1? de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946, en la 
redacción dada por la Ley N* 10.866, de 25 de octubre de 1946, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


"Queda exclusivamente reservada a los Gobiernos Departamentales 
respectivos la competencia para autorizar toda creación de predios 
cuando así lo establezcan los instrumentos de ordenamiento territorial y 
desarrollo sostenible, así como, en todos los casos, para autorizar la 
subdivisión de predios con destino directo o indirecto a la formación de 
centros poblados y para aprobar el trazado y la apertura de calles, 
caminos o sendas o cualquier tipo de vías de circulación o tránsito que 
impliquen o no amanzanamiento o formación de centros poblados". 


b) Deróganse el segundo y tercer incisos del artículo 2? de la Ley N* 10.723, de 
21 de abril de 1946. 
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c) Modifícase el inciso tercero del artículo 9? de la Ley N* 10.723, de 21 de abril 
de 1946, que quedará redactado de la siguiente manera: 


"En todos los casos estos planos se realizarán respectivamente por un 
profesional especializado en ordenamiento territorial o urbanismo y por un 
agrimensor”. 


d) Derógase el inciso segundo del artículo 10 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril 
de 1946. 


e) Sustitúyese el inciso primero del artículo 11 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril 
de 1946, el que quedará redactado de la siguiente forma: 


"La violación a cualquiera de las normas contenidas en la presente ley 
relativas al fraccionamiento o la enajenación de predios o aperturas de 
vías de tránsito, sin perjuicio de la nulidad absoluta del fraccionamiento y 
las ventas posteriores de predios parte del mismo, serán sancionadas con 
una multa de 50 UR (cincuenta unidades reajustables) a 50.000 UR 
(cincuenta mil unidades reajustables) con destino al Gobierno 
Departamental correspondiente, sin perjuicio de las demás sanciones que 
la transgresión pudiera producir. Las multas se harán efectivas por las 
Intendencias Municipales y serán aplicadas solidariamente a todos los 
involucrados y profesionales intervenientes". 


f) Derógase el inciso segundo del artículo 11 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril 
de 1946. 


g) Deróganse los numerales 1? y 2* del artículo 13 de la Ley N* 10.723, de 21 de 
abril de 1946 y sustitúyese el numeral 3* del citado artículo en la redacción 
dada por la Ley N* 10.866, de 25 de octubre de 1946, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


"Ningún predio y ninguna vía pública que sirva de único acceso a predios 
podrá situarse ni total ni parcialmente en terrenos inundables, o que estén 
a nivel inferior a 50 centímetros por encima del nivel alcanzado por las 
más altas crecientes conocidas. 


Tampoco podrá situarse ningún predio en los casos de contigúidad a los 
cauces del dominio público, dentro de las tierras abarcadas por una faja 
costera de 150 metros de ancho por lo menos, medida según lo dispone 
el Código de Aguas, a partir de la línea de ribera. 


En todo fraccionamiento de predios costeros, la faja de 150 (ciento 
cincuenta) metros determinada a partir de la línea superior de la ribera 
pasará de pleno derecho al dominio público. 


No se podrá admitir excepción alguna a lo previsto en el presente 
artículo". 


h) Modifícase el artículo 15 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946, en la 
redacción dada por la Ley N* 10.866, de 25 de octubre de 1946, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


"Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas en los 
artículos 10 y 11, toda división de tierras que implique crear predios 
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independientes menores en superficie a 2.000 (dos mil) metros cuadrados 
si no cuenta con sistemas de abastecimiento de agua potable, de 
saneamiento y de drenaje pluvial, de suministro de energía eléctrica, 
alumbrado público y pavimentos, construidos según lo autorizado y 
recibido por el organismo ejecutor correspondiente". 


i) Modifícase el artículo 16 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"Queda prohibida, con las mismas sanciones establecidas en los 
artículos 10 y 11, toda división de tierra que implique crear predios 
independientes menores a las dimensiones que establezcan los 
instrumentos de ordenamiento territorial. En todo caso la dimensión 
mínima de los lotes será de 300 (trescientos) metros cuadrados de 
superficie". 


j) Sustitúyese el artículo 19 de la Ley N* 10.723, de 21 de abril de 1946, el que 
quedará redactado de la siguiente forma: 


"Todos los fraccionamientos y trazados efectuados en contravención a lo 
dispuesto por la presente ley y las ordenanzas e instrumentos de 
ordenamiento territorial, serán absolutamente nulos, debiendo el Gobierno 
Departamental imponer las sanciones correspondientes a que refieren los 
artículos 10 y 11 de la presente ley". 


2) Ajustes a la Ley N* 13.493, de 20 de setiembre de 1966. 


Modificase el inciso primero del artículo 1% de la Ley N* 13.493, de 20 setiembre 
de 1966, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"Las autoridades públicas competentes no autorizarán ningún fraccionamiento 
de suelo urbano, creando nuevos lotes destinados a la construcción de 
vivienda u otros usos urbanos que no cuenten con los servicios habilitados de 
agua potable y energía eléctrica, posibilidad de conexión a saneamiento en 
cada uno de los lotes, más los servicios generales de pavimento, red de 
alcantarillado y alumbrado público". 


3) Ajustes a la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 2001. 


a) Modifícase el inciso primero del artículo 48 de la Ley N* 17.292, de 25 de enero 
de 2001, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


"Las urbanizaciones desarrolladas en suelo categoría urbana o suelo 
categoría suburbana según lo que establezcan los instrumentos de 
ordenamiento territorial, que se encuadren dentro de las previsiones de la 
presente ley y de las mormativas departamentales de ordenamiento 
territorial, podrán regirse por el régimen de la propiedad horizontal". 


b) Derógase el inciso cuarto del artículo 48 de la Ley N* 17.292, de 25 de enero 
2001. 


c) Agrégase un inciso final al artículo 48 de la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 
2001, con el siguiente texto: 


“Con carácter general, en las actuaciones residenciales, de turismo 
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residencial o similares, el área comprendida entre componentes de la 
trama de circulación pública no podrá superar un máximo de diez mil 
metros cuadrados, cualquiera sea el régimen de propiedad". 


4) Ajustes a la Ley N* 9.515, de 28 de octubre de 1935 (Ley Orgánica Municipal). 


a) Agrégase el siguiente numeral al artículo 19 de la Ley N* 9.515, de 28 de 
octubre de 1935: 


"35) Dictar reglas para la edificación, en todo el territorio del departamento, 
siendo de su cargo: 


A) La regulación normativa de la actividad de ordenamiento del ámbito 
territorial departamental. 


B) Formular y aprobar las ordenanzas y demás instrumentos de 
ordenamiento territorial. 


C) El contralor de la actividad administrativa del ordenamiento territorial". 


b) Agrégase al artículo 35 de la Ley N* 9.515, de 28 de octubre de 1935, el 
numeral 43) con el siguiente texto: 


"43) La actividad administrativa del ordenamiento territorial, en todo el territorio 
del departamento, especialmente: 


A) Elaborar directa o indirectamente los instrumentos de ordenamiento 
territorial y someterlos a la aprobación de la Junta Departamental sin 
perjuicio de las facultades de ésta en la materia. 


B) Ejercer las potestades de policia territorial, siendo de su cargo la 
autorización del ejercicio del derecho a construir, demoler, fraccionar, 
utilizar o localizar actividades en los terrenos y en general toda 
modificación predial, a través del otorgamiento de los permisos y 
autorizaciones correspondientes, de acuerdo a lo que dispongan las 
leyes y los decretos de la Junta Departamental". 


Ampliación de la competencia de la Corporación Nacional para el Desarrollo. 
5) 


Agrégase el siguiente literal al artículo 11 de la Ley N* 15.785, de 4 de diciembre 
de 1985: 


"1) Promover el ordenamiento territorial mediante la financiación de programas y 
proyectos en el marco de los instrumentos de ordenamiento territorial 
debidamente aprobados”. 


Artículo 84. (Alcance y reglamentación de la presente ley).- Las disposiciones de la 
presente ley se aplicarán a partir de su publicación, aun cuando no estén aprobados 
los respectivos instrumentos de ordenamiento territorial. 


El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro del plazo de un año a partir 
de su vigencia. 
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SEÑOR PRESIDENTE. En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Señor presidente: el proyecto de 
ley llegó a la comisión el día 2 de marzo. Una vez presen- 
tado, lo discutimos y dejamos para tomar resolución en 
el día de ayer. Constaba de tres artículos, pero luego de 
las consultas que realizamos —entre ellas al Congreso de 
Intendentes— presentamos al Cuerpo un proyecto de ley de 
cuatro artículos. 


Para la modificación del proyecto tuvimos en cuenta el 
informe enviado por el Congreso de Intendentes; el plan 
de respuesta nacional del Ministerio de Salud Pública ante 
la epidemia de enfermedades trasmitidas por el mosquito 
Aedes aegypti y las Leyes n.”* 18621, de 25 de octubre de 
2009, y 17922, de 25 de noviembre de 2005. 


El proyecto de ley fue discutido y trabajado en comi- 
sión, y las propuestas de modificación fueron aprobadas 
por la unanimidad de sus miembros. El proyecto actual 
que presenta la comisión al pleno es bastante más abar- 
cativo de lo que refiere al mosquito en sí, pues también 
comprende a otros vectores trasmisores de enfermedades 
que pueden provocar o representar riesgo sanitario. 


Por el artículo 1.* se autoriza al Ministerio de Salud Pú- 
blica, a los gobiernos departamentales y a los municipios 
a ingresar en los predios baldíos o fincas deshabitadas con 
la finalidad de limpiar. 


En el artículo 2.* se establece que la mencionada auto- 
rización regirá siempre que exista riesgo sanitario. 


El artículo 3.” fija los criterios de ingreso y las precau- 
ciones que se deben tomar. 


Por último, el artículo 4.” refiere al resarcimiento de 
los gastos, los procedimientos a seguir y las notificaciones 
a las que deben proceder las instituciones ante los propie- 
tarios. También se fija un plazo de diez días para que el 
propietario pueda hacer sus descargos. 


Luego de hablar esta mañana con algunos señores 
senadores, proponemos introducir una modificación al 
artículo 4.*, que fue repartida. En su redacción original di- 
cho artículo establecía que el acta fuera suscrita por escri- 
bano público, y ahora proponemos el siguiente agregado: 
«u otro medio probatorio idóneo». 


También, a sugerencia del señor senador Berterreche, 
resolvimos anexar un artículo 5. —que también fue repar- 
tido a los señores senadores— refiriendo al artículo 7.* de la 
Constitución de la república, a efectos de no tener proble- 
mas de inconstitucionalidades. 


CÁMARA DE SENADORES 


379-C.S. 


La comisión, entonces, aconseja al Cuerpo aprobar el 
proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LAFLUF.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LAFLUF.- Señor presidente: destaco que se 
nota la mano de una exintendenta en el proyecto de ley. 


Felicito a la cámara por la presentación de esta iniciati- 
va, porque en los departamentos es realmente una tragedia 
poder entrar a limpiar un terreno baldío. Eso por un lado, 
porque se requiere autorización judicial, no resulta fácil 
adquirirla y los problemas son enormes y graves. 


En segundo término, me parece excelente que el pro- 
yecto no quede limitado al control del 4edes aegypti, sino 
que abra un poco más el abanico a otras situaciones. 


Realmente me parece que se trata de un proyecto de 
ley muy bueno que será de mucha ayuda para abordar es- 
tos temas. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor presidente: vamos 
a acompañar el proyecto de ley porque nos parece muy 
oportuno. Felicitamos a los proponentes y a la senadora 
que lo informó. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MIERES.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MIERES.- Señor presidente: en el mismo sen- 
tido que el señor senador, quiero decir que nos parece una 
iniciativa muy oportuna. Creemos que se trabajó con el 
ritmo debido, porque realmente hay urgencia en el tema. 
Obviamente, vamos a votar convencidos de que es un ins- 
trumento necesario y urgente. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GARCÍA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor se- 
nador. 
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SEÑOR GARCÍA.- Señor presidente: nosotros vamos 
a votar el proyecto de ley, pero tenemos alguna duda con 
respecto a una definición. 


En los artículos 1.? y 2.”, la base, el fundamento de la 
autorización que se da para ingresar en estos predios es la 
definición de «riesgo sanitario». Es una definición técni- 
ca; alguien tiene que emitirla porque es muy precisa, es 
la llave que permite que una autoridad ingrese o decida el 
ingreso a un predio privado. Tan así es que en el artículo 
2.” dice expresamente: «La autorización del artículo 1* de 
la presente ley regirá siempre que exista riesgo sanitario». 
La pregunta es quién determina el riesgo sanitario porque 
la Ley Orgánica de Salud Pública, que es del año 34, está 
muy bien estructurada, pero es muy general. En Uruguay, 
en los últimos años, cuando hubo que declarar emergen- 
cias sanitarias —el otro día hablábamos con el señor sena- 
dor Coutinho de un caso en Salto— se tuvo que hacer por 
medio de ley expresa porque no hay ningún marco legal 
que habilite a algún organismo público a declararla en el 
caso de la salud pública. 


Recuerdo que hace unos años declaramos por ley la 
emergencia sanitaria en el conflicto anestésico-quirúrgi- 
co. Hubo que hacer una ley específica para declararla. 


Días atrás estuvimos hablando con el señor senador 
Coutinho sobre el caso de leishmaniasis en Salto. Hubo 
una resolución administrativa del Ministerio de Salud Pú- 
blica para declarar la emergencia departamental. 


Consulté en los servicios técnicos del Palacio Legisla- 
tivo cuál era el marco jurídico para declarar las emergen- 
cias nacionales y la respuesta fue: «No hay». Coincide con 
lo que yo había investigado. 


En el caso que estamos analizando —que es notoria la 
buena inspiración que tiene—, como todo está fundado en 
un disparador que es la definición de riesgo sanitario, creo 
que tiene que estar precisamente definido quién toma esa 
decisión, porque es la base que dispara todo el mecanismo 
que prevé este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la miembro 
informante. 


SEÑORA AYALA.- En realidad, generalmente —ha- 
blo de lo que sucede a nivel departamental—, cuando hay 
riesgo sanitario se activa automáticamente el vínculo entre 
la Dirección Departamental de Salud y las intendencias 
o gobiernos departamentales —no pasamos por encima de 
ninguna; el Ministerio de Salud Pública tiene su represen- 
tación departamental en todo el país— y ahí se establece el 
riesgo sanitario. Eso se dio en Salto con el tema de la leis- 
hmaniasis y en otros departamentos también, con respecto 
al mosquito, ya que en realidad, venimos trabajando hace 
mucho a nivel de país en su prevención. No hay necesidad 
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de establecer la epidemia, sino simplemente, a título de 
prevención, el riesgo. 


Se ha trabajado muchísimo en diferentes tipos de ries- 
go sanitario, ya sea a nivel del agua cuando está contami- 
nada, o del aire cuando algo causa la polución del ambien- 
te. Hasta ahora no ha habido mayores problemas. 


Reitero que, en general, los gobiernos departamentales 
o locales, junto con la Dirección Departamental de Salud, 
establecen el riesgo sanitario. 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA XAVIER.- No estamos absolutamente se- 
guros de esto. Vamos a chequearlo ahora, pero creemos 
que el Sistema Nacional de Emergencia es el que tiene la 
competencia para plantear esas alertas. 


En el transcurso de los minutos que lleva la votación 
vamos a tratar de verlo porque no estaría de más incorpo- 
rarlo al texto legal. 


SENOR PRESIDENTE.- Pero se está votando el pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 

SEÑOR CAMY.- Señor presidente: queremos destacar, 
en condición de presidente de la Comisión de Constitución 
y Legislación —tal vez estos meros minutos contribuyan a 
la espera a que refería la señora senadora Xavier—, que el 
tema que el señor senador García trae a sala fue plantea- 
do expresamente por la senadora Gomori en la jornada de 
ayer. En la comisión todos los senadores dimos por senta- 
do que la determinación de la definición aludida corres- 
pondía al Ministerio de Salud Pública, y a partir de eso fue 
que consideramos la redacción. 


Si los señores senadores comparan el proyecto inicial 
con el que finalmente fue aprobado en la comisión, incluso 
con algún aditivo que se va a sugerir por parte del señor 
senador Bordaberry sobre aspectos de redacción, podrán 
advertir que es distinto, mucho más perfeccionado. 


Quiero destacar el trabajo de la comisión, 
particularmente de los señores senadores Bordaberry y 
Mieres y las señoras senadoras Gomori y Ayala, pues con- 
tribuyeron en una instancia que fue participativa, extensa 
y que nos parece —fue lo que pretendimos— comprende la 
situación de emergencia y de alerta que se nos trasmitió. 
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Concretamente, en cuanto a lo que planteó el señor se- 
nador García —que me parece muy atinado—, quiero decir 
que todos los senadores procedimos con la convicción de 
que el Ministerio de Salud Pública es el que determina el 
riesgo sanitario, a partir de lo cual se reglamenta con lo 
que pretendemos plasmar en el proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: antes de votar 
en general este proyecto de ley, en virtud de la informa- 
ción que se está procurando, solicitamos un cuarto inter- 
medio de diez minutos. 

SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 

(Se vota). 

—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por diez minutos. 

(Así se hace. Son las 10:52). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 

(Son las 11:20). 

—Estamos considerando el proyecto de ley por el que 
se establecen normas relacionadas con el ingreso a los 
predios baldíos y fincas abandonadas para el control del 
vector Aedes aegypti. 


Tiene la palabra la señora miembro informante. 


SEÑORA AYALA. Señor presidente: ante el planteo 
realizado por la señora senadora Xavier, queremos propo- 
ner que el artículo 2. diga: «La autorización del artículo 1? 
de la presente ley regirá siempre que exista riesgo sanita- 
rio establecido por el Ministerio de Salud Pública». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 


Léase el artículo 1.” del proyecto de ley. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
19.- Autorízase al Ministerio de Salud Pública, Gobiernos 
Departamentales y Municipales encargados del control de 
vectores trasmisores de enfermedades que representen un 
riesgo sanitario, a ingresar en los predios baldíos o fincas 
deshabitadas. Dicha autorización es a los exclusivos fines 
de proceder a la eliminación de recipientes, fumigación y 
limpieza. La facultad se otorga exclusivamente para los 
predios o fincas deshabitadas que se encuentren en la zona 
delimitada por la autoridad competente». 


SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2.” del proyecto de ley, al 
que se ha agregado: «establecido por el Ministerio de Sa- 
lud Pública». 

Sí no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 3.* del proyecto de ley. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
3”.- La autoridad podrá forzar y fraccionar cerraduras y 
aberturas, remover obstáculos y en general realizar todas 
las acciones imprescindibles para ingresar al predio o finca 
deshabitada a fin de cumplir con lo dispuesto por esta ley. 

La autoridad deberá tomar las precauciones necesarias 
a los efectos de que se produzca el menor daño posible al 
predio o finca deshabitada». 

SEÑOR PRESIDENTE. En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

28 en 29. Afirmativa. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Señor presidente: solicito 
que el artículo 4.” se vote por incisos porque hay una pro- 
puesta de modificación del inciso final. Quizás se pueden 
votar juntos los dos primeros y luego el inciso final. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léanse los dos primeros in- 
cisos del artículo 4.*. 


(Se leen). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
4”.- La autoridad podrá resarcirse de los gastos ocasiona- 
dos por las tareas de limpieza realizadas en la forma y 
condiciones que adopte la reglamentación a tales efectos. 


Una vez evaluados los gastos ocasionados, la autori- 
dad notificará al propietario de los mismos, otorgándose 
un plazo de diez días hábiles para oponerse o efectuar los 
descargos que estime pertinente». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar los dos prime- 
ros incisos del artículo 4.” 


(Se votan). 

29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se va a votar el inciso tercero con la redacción original. 
(Se vota). 

—0 en 29. Negativa. 


Léase la redacción sustitutiva del inciso tercero del 
artículo 4.”. 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «En la in- 
tervención se dejará constancia tanto de los recursos em- 
pleados como de la situación anterior del inmueble me- 
diante acta suscripta por escribano público u otro medio 
probatorio idóneo». (Firman los señores senadores Ayala, 
Camy y Bordaberry). 
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SEÑOR PRESIDENTE.-Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se ha presentado un artículo aditivo, que pasaría a ser 
el artículo 5.2. 


Léase. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
5”.- Declárase que esta ley se establece por razones de in- 
terés general de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 7* 
de la Constitución de la República». (Firman los señores 
senadores Ayala, Bordaberry y Camy). 


SEÑOR PRESIDENTE.-Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑORA AYALA. Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AYALA.- Señor presidente: quiero discul- 
parme con el señor senador Mieres, porque presentamos 
estas modificaciones y el artículo aditivo sin haber tenido 
la cortesía de mostrárselos y pedirle su firma, a pesar de 
que él formó parte de este trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda constancia de ello en 
el acta. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


Artículo 1%.- Autorízase al Ministerio de Salud Pública, Gobiernos 
Departamentales y Municipales encargados del control de vectores trasmisores 
de enfermedades que representen un riesgo sanitario, a ingresar en los predios 
baldíos o fincas deshabitadas. Dicha autorización es a los exclusivos fines de 
proceder a la eliminación de recipientes, fumigación y limpieza. La facultad se 
otorga exclusivamente para los predios o fincas deshabitadas que se 
encuentren en la zona delimitada por la autoridad competente. 


Artículo 2%.- La autorización del artículo 1% de la presente ley regirá 
siempre que exista riesgo sanitario establecido por el Ministerio de Salud 
Pública. 


Artículo 3%.- La autoridad podrá forzar y fraccionar cerraduras y aberturas, 
remover obstáculos y en general realizar todas las acciones imprescindibles 
para ingresar al predio o finca deshabitada a fin de cumplir con lo dispuesto por 
esta ley. 


La autoridad deberá tomar las precauciones necesarias a los efectos de 
que se produzca el menor daño posible al predio o finca deshabitada. 
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Artículo 4% - La autoridad podrá resarcirse de los gastos ocasionados por 
las tareas de limpieza realizadas en la forma y condiciones que adopte la 
reglamentación a tales efectos. 


Una vez evaluados los gastos ocasionados, la autoridad notificará al 
propietario de los mismos, otorgándose un plazo de diez días hábiles para 
oponerse o efectuar los descargos que estime pertinente. 


En la intervención se dejará constancia tanto de los recursos empleados 
como de la situación anterior del inmueble mediante acta suscripta por 
escribano público u otro medio probatorio idóneo. 


Artículo 5%.- Declárase que esta ley se establece por razones de interés 
general de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 7% de la Constitución de la 
República. i 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 16 de 
marzo de 2016. 


ERNESTO AGAZZI 
Presidente 
HEBERT PAGUAS 
Secretario 


16 de marzo de 2016 


17) DESIGNACIÓN DE MINISTRAS DE TRIBUNAL 
DE APELACIONES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asun- 
to que figura en tercer término del orden del día: «Infor- 
mes de la Comisión de Asuntos Administrativos relacio- 
nados con las solicitudes remitidas por la Suprema Corte 
de Justicia, a fin de designar: 


— para el cargo de ministro de Tribunal de Apelacio- 
nes, a la doctora Graciela Inés Pereyra Sander. (Carp. 
n.* 462/2016 - Rep. n.* 215/2016); 
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— para el cargo de ministro de Tribunal de Apelacio- 
nes, a la doctora Beatriz Dora Venturini Camejo. (Carp. 
n.-> 463/2016 - Rep. n.* 218/2016); 


— para el cargo de ministro de Tribunal de Apelacio- 
nes, a la doctora Josefina Beatriz Tommasino Ferraro. 
(Carp. n.* 464/2016 - Rep. n.* 216/2016); 


— para el cargo de ministro de Tribunal de Apelacio- 
nes, a la doctora Silvana María Gianero Demarco. (Carp. 
n.- 465/2016 - Rep. n.-* 217/2016)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 462/2016 - Rep. n.* 215/2016 
PODER JUDICIAL 


MENSAJE n* 5/2016 
Montevideo, 29 de febrero de 2016.- 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN PERMANETE 
DEL PODER LEGISLATIVO 
Mtra. Daniela PAYSSE 


De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a fin 
de llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo a lo 
establecido por el art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, solicita la 
aprobación para la designación de la Dra. Graciela Inés PEREYRA SANDER, 
para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 

A tales efectos se remite adjunto al presente 
la resolución de esta Corporación n* 121/2016, así como legajo personal y 
curriculum vitac de la Magistrada propuesta.- 


Sin otro particular lo saludan muy 


atentamente.- 
Dr. Ricard EREZ MANRIQUE 

P residente 
| V, Suprema Corte de Justicia 
¡OA 11) 

| APN 

Dr. Elbio MEND 10) 
Director General 


Servicios Administrati 
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Resolución SCJ n* 121/2016 Ficha 22/2016 
Montevideo, 25 de febrero de 2016.- 
VISTO: 
el cargo vacante de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 
ERANDO: 

D que la Corporación ha decidido postular para ocupar la vacante 
mencionada a la Señora Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 11” turno, 
Dra. Graciela Inés PEREYRA SANDER, en atención a su actuación y méritos; 

II) la Dra. Pereyra integra la lista de jueces de su categoría mejor 
calificados para el ascenso, confeccionada por la Comisión Asesora de la Suprema 
Corte de Justicia (Acordadas nos. 7407 y 7542); 

UD 1. Actividad jurisdiccional: en noviembre de 1989 fue 
designada Juez de Paz Departamental de Rivera de 2” turno; en junio de 1993 fue 
traslada como Juez de Paz Departamental de Florida de 1? turno, en mayo de 1994 
asciende a Juez de Paz Departamental de la Capital Suplente, en agosto de ese año 
pasó a desempeñarse como Juez de Paz Departamental de la Capital de 7* turno. En 
febrero de 2000 asciende a Juez Letrado de Primera Instancia de Rivera de 4” turno, 
en mayo de 2005 fue trasladada como Juez Letrado de Primera Instancia de Colonia 
de 2” turno. En marzo de 2008 asciende a Juez Letrado Suplente y finalmente en 
octubre de 2009 fue designada como Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 
13” turno, cargo que ocupa hasta el día de la fecha; 

2. registra asimismo, participación en diferentes comisiones, 
eventos académicos y actividad docente, como surge del curriculum presentado; 

IV) por las consideraciones expuestas, esta Corporación estima 
que la Sra. Magistrado propuesta reúne las condiciones necesarias para desempeñar 
el cargo para el cual se la postula; 

ATENTO: a lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 239 num. 
4 de la Constitución de la República; 
A SUPREMA CORTE DE TICIA 
RESUELVE: 
1”.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislativo, solicitando la 
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venia correspondiente para designar a la Dra. Graciela Inés PEREYRA SANDER, 
como Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 


2*.- Remítase el curriculum vitae presentado por la Sra. Magistrado.- 


“LA 


Dr. Ricard”. PEREZ MANRIQUE 
dente 
Suprema Corte de Justicia 


O 
pr. sá LARRIEUX 


Ministro Y 5 8 
Suprema Corte de Justicia 


Dr. Felipe Ñ 
M 


Suprema Corte de Justicia 
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Carp. n.* 463/2016 - Rep. n.* 218/2016 
PODER JUDICIAL 


MENSAJE n' 4/2016 
Montevideo, 29 de febrero de 2016.- 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN PERMANETE 
DEL PODER LEGISLATIVO 
Mtra. Daniela PAYSSE 


De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a fin 
de llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo a lo 
establecido por el art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, solicita la 
aprobación para la designación de la Dra. Beatriz Dora VENTURINI CAMEJO, 
para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 

A tales efectos se remite adjunto al presente 
la resolución de esta Corporación n” 120/2016, así como legajo personal y 
curriculum vitae de la Magistrada propuesta.- 

Sin otro particular lo saludan muy 


atentamente.- 


AGE 


Dr. Ricardó C/(PEREZ MANRIQUE 
Presidente 


m Ly 5 A 


Director General 
Servicios Administrativos 
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Resolución SCJ n* 120/2016 Ficha 22/2016 
Montevideo, 25 de febrero de 2016.- 
VISTO: 
el cargo vacante de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 
CONSIDERANDO: 

ID) que la Corporación ha decidido postular para ocupar la vacante 
mencionada a la Señora Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 11” turno, 
Dra. Beatriz Dora VENTURINI CAMEJO, en atención a su actuación y méritos; 

ID la Dra. Venturini integra la lista de jueces de su categoría 
mejor calificados para el ascenso, confeccionada por la Comisión Asesora de la 
Suprema Corte de Justicia (Acordadas nos. 7407 y 7542); 

HD 1. entre octubre de 1988 y noviembre de 1989 se desempeñó 
como Defensor de Oficio en las ciudades de Pando y Montevideo. 

2. Actividad jurisdiccional: en noviembre de 1989 fue 
designada Juez de Paz Departamental de la Capital de 21? turno; en febrero de 1994 
asciende a Juez Letrado de Primera Instancia de Las Piedras de 3” turno. En mayo de 
1997 fue ascendida a Juez Letrado Suplente de la Capital, en abril de 2001 fue 
designada como Juez Letrado de Primera Instancia del Trabajo de 6” turno, en abril 
de 2002 fue trasladada como Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 14? 
turno y finalmente desde julio de 2012 se desempeña como Juez Letrado de Primera 
Instancia en lo Civil de 11” turno, cargo que ocupa hasta el día de la fecha; 
3. registra asimismo, participación en diferentes comisiones, 
eventos académicos y actividad docente, como surge del curriculum presentado; 

IV) por las consideraciones expuestas, esta Corporación estima 
que la Sra, Magistrado propuesta reúne las condiciones necesarias para desempeñar 
el cargo para el cual se la postula; 

ATENTO: a lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 239 
num. 4 de la Constitución de la República; 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
RESUELVE: 


1*.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislativo, solicitando la 
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venia correspondiente para designar a la Dra, Beatriz Dora VENTURINI CAMEJO, 
como Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 


2”.- Remítase el curriculum vitae presentado por la Sra. Magistrado.- 


Crit 


Dr, Ricardo Z. PEREZ MANRIQUE 
Presidente 
Suprema Corte de Justicia 


' 
Dr, sol T. LARRIEUX 


Ministro 
Suprema Corte de Justicia 


Js 
SE A 
LAA 


ISLAS 


aa 6 . CHEDIAK 
Suprema Corte de Justicia 


( 
Dr, Felipe de HEZ _—— — 
tro 
Suprema Cdrte de Justicia Sn o 
> EII A 
Dra. Elena MAR 
Ministra 
Suprema Corte de Justicia 


PL ZAS 
A 
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Carp. n.* 464/2016 - Rep. n.* 216/2016 


PODER JUDICIAL 


MENSAJE n' 3/2016 
Montevideo, 29 de febrero de 2016.- 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN PERMANETE 
DEL PODER LEGISLATIVO 
Mtra. Daniela PAYSSE 


De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a fin 
de llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo a lo 
establecido por el art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, solicita la 
aprobación para la designación de la Dra. Josefina Beatriz TOMMASINO 
FERRARO, para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 

A tales efectos se remite adjunto al presente 
la resolución de esta Corporación n* 119/2016, así como legajo personal y 
curriculum vitae de la Magistrada propuesta.- 

Sin otro particular lo saludan muy 
atentamente.- 


¿E 


Dr. Ricardo £. PEREZ MANRIQUE 
Presidente 


A | | Suprema Corte de Justicia 
Ñ ; A l 
r. Elbío MEND co 


Director General 
Servicios Administrati 


16 de marzo de 2016 CÁMARA DE SENADORES 393-C.S. 


Resolución SCJ n* 119/2016 Ficha 22/2016 
Montevideo, 25 de febrero de 2016.- 
VISTO: 
el cargo vacante de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 
NSID: NDO: 

D) que la Corporación ha decidido postular para ocupar la vacante 
mencionada a la Señora Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 19” turno, 
Dra. Josefina Beatriz TOMMASINO FERRARO, en atención a su actuación y 
méritos; 

ID) la Dra. Tommasino integra la lista de jueces de su categoría 
mejor calificados para el ascenso, confeccionada por la Comisión Asesora de la 
Suprema Corte de Justicia (Acordadas nos. 7407 y 7542); 

II) 1. Actividad jurisdiccional: en noviembre de 1989 fue 
designada Juez de Paz Departamental de Florida de 2” turno; en abril de 1992 
asciende a Juez Letrado de Primera Instancia de Florida de 3” turno. En mayo de 
1999 fue ascendida a Juez Letrado Suplente de la Capital, en octubre de 2000 fue 
designada como Juez Letrado de Primera Instancia del Trabajo de 9” turno, 
finalmente en julio de 2008 fue trasladada al Juzgado Letrado de Primera Instancia 
en lo Civil de 19? turno, cargo que desempeña hasta el día de la fecha; 

2. registra asimismo, participación en diferentes comisiones, 
eventos académicos y actividad docente, como surge del curriculum presentado; 

IV) por las consideraciones expuestas, esta Corporación estima 
que la Sra. Magistrado propuesta reúne las condiciones necesarias para desempeñar 
el cargo para el cual se la postula; 

ATENTO: 
a lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 239 num. 
4 de la Constitución de la República; 
PRE RTE DE ICIA 
RESUELVE: 
1*.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislativo, solicitando la 


venia correspondiente para designar a la Dra. Josefina Beatriz TOMMASSINO 
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FERRARO, como Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 
2*.- Remítase el curriculum vitae presentado por la Sra. Magistrado.- 


Ple 


Dr, Ricardo €. PÉREZ MANRIQUE 


Presidente 
[Qu Suprema Corte de Justicia 
Dr. Jorge Y, LARRIEUX 7 Á 


Ministro 
Suprema Corte de Justicia 


Dr. Felipe H SANCHE 
M o 
Suprema Corté de Justi 


A AAA (- 


Dra. Elena MARTINEZ 
Ministra 
Suprema Corte de Justicia 
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Carp. n.* 465/2016 - Rep. n.”217/2016 


PODER JUDICIAL 


MENSAJE n' 6/2016 
Montevideo, 29 de febrero de 2016.- 


SEÑORA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN PERMANETE 
DEL PODER LEGISLATIVO 
Mtra. Daniela PAYSSE 


De nuestra mayor consideración 


Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a fin 
de llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo a lo 
establecido por el art. 239 num. 4 de la Constitución de la República, solicita la 
aprobación para la designación de la Dra. Silvana María GIANERO 
DEMARCO, para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 

A tales efectos se remite adjunto al presente 
la resolución de esta Corporación n” 122/2016, así como legajo personal y 
curriculum vitae de la Magistrada propuesta.- 

Sin otro particular lo saludan muy 


atentamente.- 


o 


Dr, Ricardo €. PEREZ MANRIQUE 


Presidente 
p- 1 My Suprema Corte de Justicia 


/Dr. Elbio A 
Director General 
Servicios Administrativos 
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Resolución SCJ n” 122/2616 Ficha 22/2016 
Montevideo, 25 de febrero de 2016.- 
VISTO: 
el cargo vacante de Ministro de Tribunal de Apelaciones; 
CONSIDERANDO: 

D que la Corporación ha decidido postular para ocupar la vacante 
mencionada a la Señora Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 11* turno, 
Dra. Silvana María GIANERO DEMARCO, en atención a su actuación y méritos; 

II) la Dra. Gianero integra la lista de jueces de su categoría mejor 
calificados para el ascenso, confeccionada por la Comisión Asesora de la Suprema 
Corte de Justicia (Acordadas nos. 7407 y 7542); 

II 1. Actividad jurisdiccional: en noviembre de 1989 fue 
designada Juez de Paz Departamental de Mercedes de 2* turno; en abril de 1992 
asciende a Juez de Paz Departamental de la Capital Suplente, en junio de 1992 fue 
designada como Juez de Paz Departamental de la Capital de 16? turno. En octubre de 
1997 asciende a Juez Letrado de Primera Instancia de Cerro Largo de 4” turno, en 
setiembre de 2000 fue trasladada como Juez Letrado de Primera Instancia de Rocha 
de 3” turno, en junio de 2004 pasa a desempeñarse como Juez Letrado de Primera 
Instancia de Las Piedras de 3” turno. En julio de 2006 asciende a Juez Letrado 
Suplente, en mayo de 2007 fue designada como Juez Letrado de Famila 
Especializado de 1* turno y finalmente desde marzo de 2018 se desempeña Juzgado 
Letrado del Trabajo de la Capital de 4* turno, cargo que ocupa hasta el día de la 
fecha; 

2. registra asimismo, participación en diferentes comisiones, 
y eventos académicos, como surge del curriculum presentado; 

IV) por las consideraciones expuestas, esta Corporación estima 
que la Sra. Magistrado propuesta reúne las condiciones necesarias para desempeñar 
el cargo para el cual se la postula; 

TEN 
a lo expuesto y de conformidad con lo establecido en el artículo 239 num. 
4 de la Constitución de la República; 
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SUELVE: 
1*.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del Poder Legislativo, solicitando la 
venia correspondiente para designar a la Dra. Silvana María GIANERO 
DEMARCO, como Ministro de Tribunal de Apelaciones.- 
2*.- Remitase el curriculum vitae presentado por la Sra. Magistrado.- 


<P> 


Dr, Rica PEREZ MANRIQUE 
Presidente 
(que Suprema Corte de Justicia 4 
Dr. JorgW/T, LARRIEUX Y A 
Ministro Y 
Suprema Corte de Justicia Li, rd - 
Dr. Felipe HI TE Z, / E 
tro A 
Suprema Corte de Justi PRE CFTRÍA 
A 


Ministra 
Suprema Corte de Justicia 


397-C.S. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 
SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE -- Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: en nombre del 
Partido Nacional quiero señalar que vamos a acompañar 
las solicitudes de venia remitidas por la Suprema Corte de 
Justicia a fin de designar a las doctoras Graciela Pereyra, 
Beatriz Venturini, Josefina Tommasino y Silvana Gianero 
en el cargo de ministra de Tribunal de Apelaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión la carpeta 
n.- 462/2016, por la que se solicita designar como minis- 
tra de Tribunal de Apelaciones a la doctora Graciela Inés 
Pereyra Sander. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señor presidente: la Comi- 
sión de Asuntos Administrativos recomienda la aproba- 
ción de la venia de la doctora Graciela Inés Pereyra Sander 
para el ascenso al cargo de ministra de Tribunal de Ape- 
laciones. 


Desde hace muchos años, a través de una acordada, en 
el Poder Judicial funciona un sistema por el cual los ma- 
gistrados son evaluados tanto por sus superiores como por 
el Colegio de Abogados, y a partir de esas evaluaciones se 
realizan determinadas listas con propuestas de ascenso. 
Este es el sistema que aplica a la doctora Pereyra Sander y 
a las otras postulantes cuyas venias vamos a analizar hoy. 


La doctora Graciela Inés Pereyra Sander figura en el 
listado de recomendación de ascensos del período 2015- 
2016, pero también en cuatro períodos anteriores; es más, 
es la magistrada que ha estado mayor cantidad de veces en 
ese listado. Este es un elemento bastante determinante, en 
la medida en que la evaluación la hacen tanto los usuarios 
—esto es, el Colegio de Abogados— como también sus pro- 
pios jerarcas —los ministros de Tribunal de Apelaciones—, 
que además son los que analizan el trabajo del juez de gra- 
do inferior, porque reciben los recursos contra las senten- 
cias de esos magistrados y acceden a sus expedientes. 


Por su parte, la doctora Pereyra Sander ha realizado un 
sinfín de capacitaciones. Puede llamar la atención la canti- 
dad de licencia solicitada, pero fueron licencias especiales 
por enfermedad, que obviamente no son su responsabili- 
dad; más aun, si logra estar en las listas de ascenso pese a 
haber enfrentado estos problemas, más que un demérito es 
un mérito para ascender. 


Por lo expuesto, la comisión recomienda al Cuerpo el 
voto favorable al otorgamiento de esta venia para designar 
a la doctora Graciela Inés Pereyra Sander en el cargo de 
ministra de Tribunal de Apelaciones. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de 
resolución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo Uni- 
co.- Apruébase la solicitud formulada por la Suprema Corte 
de Justicia para designar en el cargo de Ministro de Tribunal 
de Apelaciones a la doctora Graciela Inés Pereyra Sander». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de Justicia. 


En discusión la carpeta n.* 463/2016, por la que se soli- 
cita designar como ministra de Tribunal de Apelaciones a 
la doctora Beatriz Dora Venturini Camejo. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Delgado. 


SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: ante la ausen- 
cia del señor senador Heber, que es quien iba a hacer este 
informe, quiero dejar constancia de que la doctora Ventu- 
rini tiene un profuso currículum en la carrera judicial, en 
la magistratura y en cargos técnicos y profesionales. 


Fue defensora de oficio de familia y menores en Mon- 
tevideo, juez de paz departamental de la capital de 21.* tur- 
no, juez letrado de primera instancia de Las Piedras, juez 
letrado suplente en Montevideo, juez letrado de primera 
instancia en lo civil de 21.* turno, juez letrado de trabajo de 
6. turno, y desde 2002 se desempeña como juez letrado de 
primera instancia en lo civil de 14. turno en Montevideo. 


Fue designada vicepresidenta de la Asociación de Ma- 
glstrados del Uruguay en 1996 y reelecta para el período 
1998-2000; fue designada por la Asociación Uruguaya de 
Fútbol como miembro titular del Tribunal Arbitral, y fue 
designada secretaria del Instituto de Derecho Civil, Salas 
II y HI en el año 2003, cargo en el que fue reelecta y se 
desempeñó hasta 2006. 


En consecuencia, el Partido Nacional está en condicio- 
nes de acompañar y proponer la votación de la venia para 
la designación como ministra de Tribunal de Apelaciones 
a la doctora Beatriz Dora Venturini Camejo. 

SEÑOR BORDABERRY- Pido la palabra. 

SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señor presidente: en el caso 
de la doctora Venturini debemos destacar su enorme aporte 
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al Derecho Civil uruguayo, más allá de su tarea como ma- 
glstrada. En la doctrina es, realmente, una de las personas 
citadas, en especial en lo que hace a la responsabilidad ex- 
tracontractual. Tiene un sinfín de trabajos publicados sobre 
ese tema, tanto en anuarios como en libros. Es una magis- 
trada que no solamente se ha lucido en su tarea como tal, 
sino también en el campo de la doctrina y la investigación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
Único.- Apruébase la solicitud formulada por la Suprema 
Corte de Justicia para designar en el cargo de Ministro de 
Tribunal de Apelaciones a la doctora Beatriz Dora Ventu- 
rini Camejo». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de Justicia. 


En discusión la carpeta n.* 464/2016, por la que se so- 
licita venia para designar como ministra de Tribunal de 
Apelaciones a la doctora Josefina Beatriz Tommasino Fe- 
rraro. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Meléndez. 


SEÑOR MELÉNDEZ.- Señor presidente: tengo la res- 
ponsabilidad de informar acerca de la venia para designar 
como ministra de Tribunal de Apelaciones a la doctora Jo- 
sefina Beatriz Tommasino Ferraro. 


En noviembre de 1989, la doctora Tommasino fue de- 
signada jueza de paz departamental de Florida de 2.” tur- 
no; en abril de 1992, asciende a jueza letrada de primera 
instancia de Florida de 3.* turno; en mayo de 1999, as- 
ciende a jueza letrada suplente de la capital; en octubre de 
2000, fue designada como jueza letrada de primera instan- 
cia de trabajo de 9. turno y, finalmente, en julio de 2008, 
fue trasladada al Juzgado Letrado de Primera Instancia en 
lo Civil de 19.* turno, cargo que desempeña hasta el día de 
la fecha. Considero importante exponer la trayectoria de 
los distintos magistrados en la órbita del Poder Judicial. 


A su vez, la doctora Tommasino es docente de la Fa- 
cultad de Derecho, profesora adjunta grado 3 de la cátedra 
de Derecho Procesal. Participó en diferentes eventos, se- 
minarios, comisiones y paneles en temas como mobbing 
y bullying, modificaciones al Código General del Proceso 
y aspectos procesales de diferentes leyes, especialmente 
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laborales. Cuenta también con diferentes publicaciones 
sobre temas de su especialidad. 


La doctora Tommasino integró la lista que elabora la 
Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justicia corres- 
pondiente a las solicitudes de ascensos en 1996 y 1997, 
siendo jueza letrada del interior en el período 2007-2008, 
y jueza letrada de la capital en 2015-2016. 


Compartimos con la Suprema Corte de Justicia, como 
lo manifiesta en su solicitud, que la magistrada reúne las 
condiciones necesarias para desempeñar el cargo para el 
cual se la postula. 


Por lo expuesto, solicitamos al Cuerpo que vote afirma- 
tivamente la venia para su correspondiente designación. 


SEÑOR PRESIDENTE. Léase el proyecto de resolución. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
único.- Apruébase la solicitud formulada por la Suprema 
Corte de Justicia para designar en el cargo de Ministro 
de Tribunal de Apelaciones a la doctora Josefina Beatriz 
Tommasino Ferraro». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se comunicará a la Suprema Corte de Justicia. 


En consideración la carpeta n.* 465, por la que se so- 
licita la venia correspondiente para designar como minis- 
tra de Tribunal de Apelaciones a la doctora Silvana María 
Gianero Demarco. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Meléndez. 


SEÑOR MELÉNDEZ.- Señor presidente: procedo a 
informar sobre la doctora Silvana Gianero para su desig- 
nación en el cargo de ministra de Tribunal de Apelaciones. 


La doctora Gianero ingresó al Poder Judicial en no- 
viembre de 1989 como jueza de paz departamental de 
Mercedes de 2.” turno; en abril de 1992, asciende a jueza 
de paz departamental de la capital suplente; en junio de 
1992, fue designada jueza de paz departamental de la ca- 
pital de 16.” turno; en octubre de 1997, asciende a jueza 
letrada de primera instancia de Cerro Largo de 4.” turno; 
en setiembre de 2000, fue trasladada como jueza letrada 
de primera instancia de Rocha de 3.” turno; en junio de 
2004, pasa a desempeñarse como jueza letrada de primera 
instancia de Las Piedras de 3.* turno; en mayo de 2007, 
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fue designada jueza letrada de familia especializada en 
violencia doméstica de la capital de 1.* turno, y finalmente 
desde marzo de 2008 a la actualidad, desempeña el cargo 
de jueza letrada de trabajo de la capital de 4.* turno. 


La doctora Gianero integró las listas confeccionadas 
por la Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justi- 
cia correspondientes a los años 2002, 2003 y 2004, siendo 
jueza letrada del interior, y en los años 2015 y 2016 como 
jueza letrada de la capital. 


Asimismo, tiene publicaciones en la revista Judicatu- 
ra y en la de la Asociación Latinoamericana de Jueces de 
Trabajo sobre temas relativos al trabajo. Fue expositora en 
diferentes seminarios sobre derecho laboral entre 2009 y 
2015, e integrante de la directiva de la Asociación Latinoa- 
mericana de Jueces de Trabajo entre 2010 y 2015. Asistió en 
forma periódica a seminarios y cursos nacionales e interna- 
cionales organizados por el Centro de Estudios Judiciales 
del Uruguay, el Instituto Uruguayo de Derecho Procesal, 
la Asociación Uruguaya de Derecho del Trabajo y la Segu- 
ridad Social y la Asociación de Magistrados del Uruguay. 
Concurrió a cursos de especialización en derecho laboral 
y en derechos humanos en Brasil, Argentina y Costa Rica. 


Por lo expuesto, entendemos que la doctora Gianero 
tiene méritos y dedicación suficientemente probados como 
para que se le otorgue la venia de designación solicitada 
por la Suprema Corte de Justicia. Recomendamos, enton- 
ces, el voto afirmativo del Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo úni- 
co.- Apruébase la solicitud formulada por la Suprema Corte 
de Justicia para designar en el cargo de Ministro de Tribunal 
de Apelaciones a la doctora Silvana María Gianero Demarco». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pala- 
bra, se va a votar. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se comunicará a la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR MELÉNDEZ.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MELÉNDEZ.- Señor presidente: quiero fun- 
dar el voto expresando algo que no es menor, sobre todo 
cuando se ha decidido votar por unanimidad. 
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Estamos en el mes de la mujer y no creo que sea coin- 
cidencia que la Suprema Corte de Justicia envíe el nombre 
de cuatro mujeres para ocupar cuatro cargos de alta jerar- 
quía en el Poder Judicial. Es un hecho significativo que 
este Cuerpo haya votado por unanimidad esas designacio- 
nes en un poder del Estado que nunca se caracterizó por 
tener muchas mujeres en su cúpula. 


Es cuanto quería expresar. 


18) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 
SEÑOR PRESIDENTE. Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 11:40, presidiendo el señor Ernesto 
Agazzi y estando presentes los señores senadores Amorín, 
Argimón, Aviaga, Ayala, Berterreche, Bianchi, 
Bordaberry, Camy, Coutinho, De León, Delgado, 
Ferreira, Gallicchio, García (Graciela), García (Javier), 
Gomori, Lafluf, Larrañaga, Lazo, Lorier, Meléndez, 
Mieres, Moreira, Otheguy, Pintado, Saravia y Xavier). 
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